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NOTAS 



SOBRE 



ARBITRAJE INTERNACIONAL 



I 



OBSERVACIONES JENERALES 



Cuando en 1874 el gobierno arjentino declaró «estar 
resuelto, con tratados o sin ellos, a terminar todas las 
cuestiones internacionales por el arbitraje», no hizo sino 
reconocer i proclamar, también por su parte, un princi- 
pio que la práctica de las naciones civilizadas ha ¡do 
consagrando hasta convertirlo positivamente en regla de 
derecho público europeo i americano. 

En la ilustrada i activa propaganda de que ha sido i 
sigue siendo objeto el procedimiento arbitral como me- 
dio de solucionar los conflictos entre naciones, se ha ido 
a buscarle precedentes en los tiempos medios i moder- 
nos i hasta en la mas remota antigüedad. Se hace difícil, 
sin embargo, considerar los hechos que se citan, muchos 
de ellos accidentales i desprovistos de carácter jurídico, 
como si fuesen eslabones de una misma cadena con los 
casos, muchas veces repetidos, que en nuestro tiempo 
tienden a convertir el arbitraje en institución de derecho 
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regularmente constituida para la administración N de 
la justicia internacional. No hai al respecto tradición 
continuada que, en el orden de filiación de las ideas, 
permita admitir aquellos antiguos hechos como antece- 
dentes jeneradores del arbitraje de Jinebra, que en 1872 
solucionó las reclamaciones del Alabama. 

A la verdad, fué después de aquel feliz suceso cuando 
el movimiento europeo 'en favor del procedimiento arbi- 
tral cobró vuelo i ha dado lugar a la frecuencia de casos, 
cada dia mas amplios i mas variados, que los estadís- 
ticos esponen, clasifican i cuentan prolijamente. 

Las cifras, son por lo jeneral, incompletas en cuanto 
se refieren a las repúblicas latino-americanas. Un estudio 
de éstas menos deficiente que el ordinario de los trata- 
distas europeos, pone de manifiesto que en nuestro siglo 
la América precedió a la Europa en orden a la adopción 
sistemática del arbitraje entre naciones: cuando en 1873 
hizo Mancini que la cámara de diputados de Italia, an- 
tes que otras, se pronunciara en favor de la cláusula 
compromisoria, hacia medio siglo que esa cláusula, a 
inspiración de Bolívar, corría ya introducida en los pri- 
meros pactos de las entonces nacientes repúblicas his- 
pano-americanas; i cuando en 1895 ^ a conferencia inter- 
parlamentaria de la paz, reunida ese año en Bruselas, 
formuló la constitución de una corte permanente de ar- 
bitraje internacional i acordó recomendar su aceptación 
entre los Estados europeos, hacia ya tres cuartos de si- 
glo que la institución de un tribunal semejante habia 
sido diseñada en aquellos primeros pactos de los nuevos 
Estados americanos. 



— 7 — 

Todo ha concurrido a que así sucediera. Fué aquello 
un hecho natural, especialmente durante la prolongada 
guerra de la independencia de esos últimos Estados 
(i 8 1 o- 1 82 5), i mientras subsistieron temores de reacción 
contra la independencia, después de conseguida ésta. 
La necesidad creó la regla i la comunidad jeneral fa- 
cilitó su adopción en América. 

Por poca resonancia que tuvieran, dada su reducida 
importancia, los precedentes establecidos en materia de 
arbitraje por las repúblicas latino-americanas, es de creer 
que la repetición de casos alguna influencia alcanzará 
fuera de este continente. En algunos de ellos fueron 
partes la Inglaterra i los Estados Unidos de la América 
del Norte, i bien puede admitirse que esa circunstancia 
con algo contribuyera a que esas dos grandes naciones 
llegaran naturalmente a adoptar aquel procedimiento 
pacífico, que las condujo al arbitraje de Jinebra, tan fe- 
cundo en sucesos análogos. 

Un publicista arjentino que en 1890 era ministro de 
su patria en Suiza, reclamó oficialmente para la Repú- 
blica Arjentina la honra de haber iniciado el arbitraje 
internacional, por lo menos en esta parte de América. 
Aludiendo a casos arbitrales recientes, como los de lí- 
mites de dicha república con el Paraguay i el Brasil, 
aquel publicista diplomático se representa a su patria 
armada del pararrayo del arbitraje i seguida por sus ve- 
cinos en el camino de las soluciones de derecho. El. arbi- 
traje internacional era la regla i la jurisprudencia del go- 
bierno arjentino. «Era también natural, agrega, que de 
él partiese la iniciativa de transformar aquella jurispru- 
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dencia arbitral en derecho internacional de América.» x 
Nadie podría en justicia negar a la República Arjen- 
tina su parte en la elaboración del derecho americano. 
Seria desconocer las fuerzas espansivas de su vigorosa 
civilización, radiante fuera de sus límites territoriales. 

Pero, la verdad es que la serie de casos que han he- 
cho del arbitraje una regla positiva de derecho público 
americano tuvo su oríjen i se desenvolvió en los países 
bañados por el Pacífico: allí la comunidad fué mas es- 
trecha i la unión mas necesaria, porque en esos países 
se prolongó activamente hasta su desenlace final la 
a de la independencia i contra ellos particularmente 
:Íeron sentir después miras ambiciosas de domína- 
5 predominio europeo, las cuales no alcanzaron con 
larmas al estuario del Plata. 

mo quiera que sea, América, «a quien verdadera- 
2 se debe en el actual siglo la iniciativa del arbitra- 
segun lo reconoció el profesor Torres Campos, 2 
antenido i ensanchado la práctica de aquel proce- 
:nto jurídico, sin embargo de no haber todavía en- 
ado su fórmula definitiva. SÍ el arbitraje no fuera 
ivamente una regla de derecho jeneral internacional, 
ría de derecho internacional americano; regla sus- 
ble, como cualquiera otra, de ser desconocida i 
da en algunas ocasiones, pero no por eso menos 
i menos obligatoria en todas. 

derecho i arbitraje internacional. Legislación i jurisprudencia arjentina. 
-¡as presentadas en 1890 al Ministerio de Relaciones Exteriores por el 
m José Francisco López, ministro arjentino en Suiza, caballero de la 
real de Prusia, etc., etc. París, 1891, p. 119.— * Revista General de 
•cion i jurisprudencia, Madrid, 1892, t. 81. p. 144. 



Los hechos anotados mas adelante, clasificados segí 
las variedades de casos, se refieren en particular al a 
bitraje, prescindiendo de la mediación i demás procec 
mientes pacíficos, ¡ confirman aquel derecho públi» 
americano, que existe realmente, no contrario pero 
distinto del europeo en ciertas peculiaridades. 

En las series no se comprenden, sin embargo, unic 
mente casos arbítrales ocurridos entre los Estados la 
no-americanos. Se comprenden también otros en qi 
han sido parte aquellos Estados con los Estados Unid' 
de Norte-América i con los Estados europeos, que 
por donde ha podido hacerse sentir sobre la materia 
influencia de un continente en el otro. 

No todos los tratados que se atan llegaron a perfe 
clonarse. Muchos quedaron sin efecto por falta de apr 
bacion de los respectivos gobiernos o congresos, ¡ otrc 
por falta de ratificaciones oportunamente canjeadas. O 
todo eso, en cuanto ellos manifiestan una sostenida te 
dencia de las relaciones internacionales, revisten siemp 
carácter jurídico, importan para la ciencia, i por eso, s> 
citados, aunque en los casos particulares de su referent 
quedaran sin vigor por diversas causas, jeneralmen 
extrañas al principio mismo del arbitraje. 

Pudieran encontrarse pesadamente repetidoras í i 
cargadas las series de casos enumerados. Con todo, : 
se dejan porque una palabra de mas o de menos su< 
constituir diferencia sustancial, i porque, en estas ma 
rias, siempre valdrán mas diez precedentes que veir 
razonamientos, como que aquéllos son espresion t 
común consenso, lei de las naciones. 
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II 



EL ARBITRAJE EN LOS TRATADOS DE UNION I CONFEDERACIÓN 

HISPANO-AMERICANAS 

Entre las repúblicas hispano-americanas la idea jurí- 
dica del arbitraje nació asociada a la ¡dea política de 
liga i confederación, i como complemento natural de 
éstas. En los tratados varias veces celebrados por repre- 
sentantes de tres o mas de aquellas repúblicas, reunidos 
en congresos americanos, para defender su independen- 
cia i estrechar sus relaciones, se adoptó jeneralmente el 
arbitraje, en su forma mas lata, para solución de todas 
las cuestiones que se suscitaren entre los coaligados. 
En ese camino, se llegó naturalmente al estableci- 
miento de una asamblea o congreso permanente de 
plenipotenciarios de las partes; autoridad suprema que, 
entre sus múltiples i vastas atribuciones, comprendía las 
de una corte arbitral, las de una especie de anfictionía, 
como pensaba Bolívar. 

De hecho, no todas las nuevas repúblicas tenían igua- 
les intereses, afines o antagónicos, en sus necesarias 
relaciones con las monarquías europeas; i de otro lado, 
no era posible conciliar a firme la efectividad de la confe- 
deración con la plenitud de soberanía, que los confede- 
rados se reservaban dentro de aquélla, prevaleciendo el 
interés colectivo mientras se juzgaba próximo el peligro 
de un ataque exterior, i sobreponiéndose el interés indi- 
vidual luego que el peligro se alejaba. 
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No cabe aquí considerar aquellos congresos i trat; 
en su aspecto político, que era el predominante en e 
ni demostrar cómo i por qué fracasaron. A los fine 
este escrito corresponde únicamente manifestar c 
nació en la América latina i cómo ha ido evolución: 
en ella la idea jurídica del arbitraje internacional, < 
progreso es visible a medida que el derecho dej 
asociarse o subordinarse a la política. 

Harán aquella manifestación los tratados que et 
guida se anotan, comenzando por la serie de los celebr 
entre tres o mas repúblicas en congresos de plenip< 
ciarios, reunidos a efecto de establecer la unión i 
federación híspano-americanas. 

Congreso de Panamá i sus antecedentes (1822-ii 
— Fué, como es sabido, en Colombia, bajo la inspin 
de Bolívar, donde se formuló i tuvo comienzos de 
cucion la idea de una liga o confederación de las col< 
híspano-americanas levantadas contra la metrópo' 
principio del arbitraje apareció entonces naturalrr 
asociado a aquella idea i francamente proclamado. 

Para promover la unión, celebráronse por parí 
Colombia diversos tratados: con el Perú, represen 
por el arjentino Monteagudo, ministro del Protector 
Martin, el 6 de julio de 1822; con Chile, el 2 1 d 
tubre del mismo año; con Méjico, el 3 de octubi 
1823; con Centro-América, el 15 de marzo de 182 

En todos esos tratados se establecían la unión, 
confederación de las partes contratantes; se oblig 
éstas a procurar, mediante sus buenos oficios, qu 
demás Estados hispano -americanos entraran en el j 
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anfictiónico; i en seguida, se agregaba, literalmente re- 
producido en todos ellos, un artículo que decia: 

«Luego que se haya conseguido este grande e im- 
portante objeto, se reunirá una Asamblea Jeneral de los 
Estados americanos, compuesta de sus plenipotencia- 
rios, con el encargo de cimentar de un modo el mas só- 
lido i estable las relaciones íntimas que deben existir 
entre todos i cada uno de ellos, i que les sirva de con- 
sejo en los grandes conflictos, de punto de contacto en 
los peligros comunes, de fiel intérprete de sus tratados 
públicos, cuando ocurran dificultades, i de juez arbitro 
i conciliador en sus disputas i diferencias». 

Tal fué el punto de partida del arbitraje internacional 
en la América latina. 

La ratificación del tratado, a ese respecto, no dejó de 
ofrecer dificultades. El congreso del Perú lo aprobó su- 
primiendo del artículo transcrito las palabras/#¿£ arbitro, 
i expresando ademas que eran diplomáticas las funciones 
atribuidas a los ministros de la Asamblea Jeneral. Dichas 
palabras fueron suprimidas por ambas partes en la rati- 
ficación del tratado con Méjico. El gobierno federal de 
Centro-América, las admitió solo para ciertos casos de 
reciprocidad. El senado de Chile no autorizó la ratifica- 
ción del tratado. 3 

3 Colección de Tratados Públicos, etc. de los Estados Unidos de Colombia, 
Bogotá, 1866. Sesiones délos Cuerpos Lejislativos de la República de Chile \ 
recopiladas por Don Valentín Letelier, t. VI, pp. 328 i 421 i t. VIII, pp. 155 i 
371. El gobierno de Buenos Aires, contra lo que afirma Pradier-Fodéré (Cours 
de Droit Diplomatique, t. I, p. 325), no habia adoptado el tratado propuesto 
por el ájente colombiano, limitándose a celebrar con éste, el 8 de marzo de 
1823, un pacto declaratorio de buena amistad i alianza en sostén de la inde- 
pendencia, según arreglos que, en vista de las circunstancias, se determina- 
rian. Colección de Tratados celebrados por la República Arjcntina, (Buenos 
Aires, 1884, 3 vol.) t. I, p. 66. 
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Con los antecedentes relacionados, reunióse por fin 
en Panamá el congreso americano tan anhelado por 
Bolívar. Los plenipotenciarios de las repúblicas de 
Colombia (Venezuela, Nueva-Granada, Ecuador), Centro- 
América, Perú i Méjico, únicos que concurrieron, firma- 
ron allí diversos tratados el mismo dia 15 de julio de 
1826. El titulado de union¡ liga i confederación perpetua 
reproducía, en sus términos jenerales, los referidos tra- 
tados de 1822, que le sirvieron de precedentes, estable- 
ciendo la Asamblea Jeneral de las Potencias Confedera- 
das, que debería reunirse periódicamente; pero, las fa- 
cultades conferidas a aquélla, con ser amplias i varia- 
das, no fueron esta vez, expresa í precisamente, las de 
un juez arbitro. A ese respecto, el objeto de la Asamblea 
quedó formulado así: 

«Contribuir al mantenimiento de una paz i amistad 
inalterables entre las Potencias Confederadas, sirvién- 
dole de consejo en los grandes conflictos, de punto de 
contacto en los peligros comunes, de fiel intérprete de 
los tratados i convenciones públicas que hayan concluido 
en la misma Asamblea, cuando sobre su intelíjencia ocu- 
rra alguna duda, í de conciliador en sus disputas i dife- 
rencias». (Art. 13). 

Reiterando el deber de ocurrir a los medios pacíficos 
para dirimir toda cuestión entre los confederados, aquel 
tratado de 15 de julio de 1826 afirmaba el carácter de 
tribunal de conciliación o mediación, antes que de arbi- 
traje de fuerza obligatoria, dado a la Asamblea Jeneral, 
agregando: 

«tas Partes Contratantes se obligan i comprometen 
solemnemente a transijir amigablemente entre sí todas 
las diferencias que en el dia existen o puedan existir 
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entre algunas de ellas; i en caso <le no terminarse entre 
las potencias discordes, se llevarán, con preferencia a toda 
vía de hecho, para procurar su conciliación, al juicio 
de la Asamblea, cuya decisión no será obligatoria si 
dichas Potencias no se hubiesen convenido antes explí- 
citamente en que lo sea». (Art. 16). * 

Así, el principio del arbitraje, que en 1822, en los pri- 
meros pactos de las nacientes repúblicas americanas, 
preparatorios del congreso de Panamá, había surjido 
jeneral i absoluto, sin limitaciones, se modificó allí en 
1826: se mantuvo la obligación jeneral de acudir a la 
decisión de la asamblea de representantes antes que a 
las vias de hecho; pero, se hizo facultativo el cumpli- 
miento de la decisión. 5 

De 1822 a 1826 la independencia de los nuevos Es- 
tados se había consolidado, la Santa Alianza habia hecho 
su última aparición en el congreso de Verona, los te- 
mores de una reconquista española con el auxilio de las 
grandes potencias europeas se habían alejado, las discor- 
dias interiores i las rivalidades exteriores habían apare- 
cido en diversas partes de América: los tratados de Pa- 
namá quedaron sin ratificarse. 

,4 Union i Confederación de los pueblos hispano americanos. Colección de 
ensayos i documentos publicada a espensas de la «Sociedad de la Union 
Americana de Santiago de Chile», Santiago, 1862, p. 11. Tratados i Con- 
venciones de la República Mejicana, (Méjico, 1878, 2 vol.) t. II, p. 181. — 
5 Esta idea de un compromiso arbitral en que las partes se reservan la 
facultad de cumplir o nó el fallo, cediendo o nó a la sola fuerza moral de 
éste, ha sido prohijada en 1890 por el mencionado Dr. López (Memoria 
citada, p. 135); i, posteriormente, por Lord Salisbury (Correspondencia entre 
los Estados Unidos i la Gran Bretaña sobre un sistema jeneral de arbitraje. 
Notas de 5 de marzo i 18 de mayo de 1896. Traducción española. Caracas, 
1896, pp. 16 i 44). 



Congreso de Lima (1847-1848). — Consideran* 
ñauada su segundad por la espedicíon que, con t 
de los gobernantes españoles, organizaba en Ei 
jeneral ecuatoriano Flores, a tiempo que la ane 
Tejas a los Estados Unidos daba lugar a la gt 
este país con Méjico ¡ a la invasión de este últ 
tuerzas de aquél, las repúblicas del Pacífico, . 
Perú, Bolivía, Chile, Nueva-Granada (hoi Col 
Ecuador enviaron sus representantes a un congr 
se reunió en Lima a fines de 1847. 

Allí se firmó el Tratado de Confederación 
febrero de 1848, por el cual se estableció un C 
de Plenipotenciarios de las repúblicas confederai 
se reuniría periódicamente con amplias, enorme 
tades de carácter lejislativo, ejecutivo i judicial. 

En casos de cuestiones o diferencias suscitad 
dos o mas de aquellas repúblicas, deberian ar 
amigablemente, sin emplear jamas la fuerza ( 
no terminadas por las vías diplomáticas las cw 
los otros confederados interpondrían sus bueno 
para el arreglo pacífico de ellas. 

«Pero sí esta mediación— agregaba el artícui 
no fuere bastante para que las dichas Repúblic; 
nen sus desavenencias, ni se convinieren en so 
al arbitraje de un gobierno elejido por ellas 
entonces el Congreso de los Plenipotenciarios, 
nando los motivos en que cada una de las Rí 
interesadas funde su pretensión, dará la deci 
hallare mas justa. Si alguna de las Repúblicas 
radas abriere hostilidades faltando a lo acordad* 
artículo i el anterior, o rehusare cumplir lo deci 
el Congreso, las demás Repúblicas confederada; 
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derán todos sus deberes para con ella, sin perjuicio de 
los demás medios que tengan a bien adoptar para hacer 
efectiva la decisión i para que la República refractaria 
sienta las consecuencias de su infidelidad a este pacto». 

Sobre límites territoriales, el tratado reconocía a cada 
república los que correspondían a la respectiva colonia 
al tiempo de su independencia de España; i para su de- 
marcación, establecía particularmente el nombramiento 

i 

de comisionados. 

Comisionados «que, reunidos i reconociendo, en cuan- 
to fuere posible, el territorio de que se trate, determinen 
la línea divisoria de las Repúblicas, tomando — decía el 
tratado — las cumbres divisorias de las aguas, el thalweg 
de los rios i otras líneas naturales, siempre que lo per- 
mitan las localidades; a cuyo fin, podrán hacerlos nece- 
sarios cambios i compensaciones de terreno, de la ma- 
nera que consulte mejor la recíproca conveniencia de 
las Repúblicas. Si los respectivos Gobiernos no aproba- 
ren la demarcación hecha por los comisionados, o si éstos 
no pudieren ponerse de acuerdo para hacerla, se some- 
terá el asunto a la decisión arbitral de alguna de las Re- 
públicas confederadas, o de alguna de las Naciones ami- 
gas, o del Congreso de los Plenipotenciarios». (Art. 7. ). 6 

Congreso de Santiago i conferencia de Washington 
(1856). — Las invasiones filibusteras de Walker en Cen- 
tro-América, organizadas en los Estados Unidos de la 
América del Norte, no mucho tiempo después que este 
pais había agregado a la anexión de Tejas la de Nuevo 
Méjico i de California, renovaron las alarmas de las 
repúblicas latino-americanas. 

Las del Pacífico del Sur, a saber, Chile, Perú i Ecua- 
dor, celebraron en Santiago el 15 de septiembre de 

6 Union i Confederación, etc. Colección citada, p. 67. 
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1856 un tratado de unión continental; i el 
bre del mismo año, las repúblicas del r 
Méjico, Nueva Granada, Venezuela, Gua 
vador í Costa Rica, a las cuales se agre 
Perú, acordaron, por medio de sus pleni 
la ciudad misma de Washington, una 
alianza i confederación semejante al ar 
como que tenia el mismo oríjen ¡ tendí 

En uno í otro caso, se atendía al > 
de una asamblea o congreso de pleníp- 
se reuniría periódicamente para los objet 
deracion, uno de los cuales consistía er 
toda cuestión entre los confederados se s 
medios pacíficos, de conciliación i cordial 
y." de la convención de Washington); p 
pulaba explícitamente el procedimiento a 

Con atinjencia.a esto, el referido trat, 
iba, sin embargo, mas adelante, consignar 

«El Congreso de Plenipotenciarios te 
representación bastante para ofrecer su 
medio de individuo o individuos de su se 
en caso de diferencias entre los Estados 
ninguno de ellos podrá dejar de aceptar 
cion». (Art. 21). 7 

7 Union i confederación, etc. Colección citada, p. 104, 1 
tas en el articulo tninscrito. La citada convención de W 
do continental de Santiago corren en la Colección de T¡ 
(Guatemala, 1892) pp. 225 i 356, Guatemala, El Salvad 
jico se adhirieron al tratado conlincntal de Santiago. I 
tina, solicitada al efecto por el Perú, negó esa adhesioi 
e siguió sobre americanismo en 1862 una picant 
arjentino-ue R. E. i el plenipotenciario del Pe 
; cambiada &m la Legación de! J'erli, ck\ Buenos Aire 
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Congreso dé Lima (I864-1S65). — La reincorporación 
de la república de Santo Domingo a la monarquía es- 
pañola en 1 86 1, los rumores persistentes de que el pre- 
sidente del Ecuador maquinaba someter también ^sta 
república a la soberanía de España o al protectorado 
de esa nación o de Francia, la espedicion i guerra de t 
los franceses contra Méjico, la venida al Pacífico de una 
escuadra española (que luego había de ocupar violenta- 
mente las islas peruanas de Chincha, en abril de 1864) 
etc., fueron sucesos propios para mantener i aumentar 
las inquietudes i zozobras de las repúblicas hispanovame- 
ricanas ante las miras ambiciosas i dominadoras que, 
a su respecto, se atribuían a ciertas potencias europeas. 

Con motivo de aquellos sucesos i a virtud de una in- 
vitación del Perú, hecha con alguna anterioridad a la 
ocupación de aquellas islas, se reunió en Lima a fines 
de 1864 un congreso americano de plenipotenciarios, 
los cuales firmaron allí el 23 de enero de 1865 diversos 
tratados: uno de unión i alianza para defenderse los con- 
tratantes contra agresiones extranjeras; i otro, de conserva- 
ción de la paz entre los mismos, mediante la intervención 
de arbitros nombrados, en caso de diferencias, por las 
partes interesadas, i en desacuerdo de éstas, por una 
asamblea especial o por la asamblea jeneral de pleni- 
potenciarios de las partes contratantes, la cual debía re- 
unirse periódicamente, conforme al tratado de alianza. A 
ese efecto, decía el de conservación de la paz: 

«Art. i.° Las Altas Partes Contratantes se obligan 
solemnemente á no hostilizarse, ni aun por via de apre- 
mio, i a no ocurrir jamas al empleo de las armas, como 



medio de terminar sus diferencias, que procedan de í 
chos no comprendidos en el casus f&deris del Trata 
de alianza defensiva firmado en esta fecha. Por el et 
trario, emplearán exclusivamente los medios pacífk 
para terminar todas esas diferencias, sometiéndolas 
fallo inapelable de un arbitro cuando no puedan trar 
jirlas de otro modo.— Las controversias sobre lími 
quedan comprendidas en esta estipulación». 

Concurrieron a aquel congreso americano de L¡m 
firmaron dichos tratados los representantes de Ch 
Bolivia, Estados Unidos de Colombia, Ecuador, Pe 
El Salvador i Estados Unidos de Venezuela. 8 

Aquel congreso americano i aquellos tratados 
1865, los cuales quedaron, como todos los anteriores, 
efecto por falta de ratificación, han sido el último en 
yo formal hecho en el sentido de constituir con la un 
jeneral de las repúblicas latino-americanas una confe 
ración perpetua o cuerpo político, provistos naturalme 
de un centro común i una autoridad superior. 

En campo mas estrecho, el intento se ha repeti 
con el mismo desgraciado éxito hasta ahora, entre to 
o algunas de las repúblicas de Centro-América. 
Dentro de ese sistema, el arbitraje aparece, nó ce 



s Memoria del ministro de R. E. al congreso nacional de Chrie, Sa 
go, 1865, p. yt. Colección de Tratados i Convenciones celebrados por la Rej, 
'cade Bolivia, publicada por José R. Gutiérrez, Santiago, 1869, p. 163 
lección de Tratados Públicos de Venezuela, Caracas, 1884, p. 119. — E 
Don Domingo F. Sarmiento, representante de la República Arjentin 
Chile, se trasladó también a Lima con motivo de la agresión española 
congreso americano de 1864; pero, nada pudo en éste hacer, pues su go 
no no le habia conferido los plenos poderes indispensables para firma: 
tados de unión americana, contrarios a la tradicional política arjentina. 
se Memoria de R. E., Santiago, 1867, p. 79. 
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una institución de derecho internacional, sino mas bien 
como institución de derecho público interno. La guerra 
entre los confederados tendría en tales casos el carácter 
de guerra civil mas bien que de guerra extranjera. 



III 



TRATADOS ESPECIALES DE ARBITRAJE PERMANENTE 

Desde temprano, como mas adelante se verá, acos- 

* 

tumbraron las repúblicas latino-americanas insertar la 
cláusula compromisoria en los tratados que entre ellas 
celebraban, sin restrinjir la aplicación de dicha cláusula 
a las dificultades que pudiera suscitar el cumplimiento 
de lo estipulado, sino ampliándola comunmente a toda 
clase de posibles dificultades. De esta suerte, fué el arbi- 
traje popularizándose en aquellos Estados, entre los 
cuales ha sido objeto de declaraciones i convenios espe- 
ciales acordados en conferencias o congresos internacio- 
nales celebrados en diversas circunstancias. 

Obligatorios o nó en derecho escrito, i aunque no to- 
dos tuvieran carácter diplomático, aquellos convenios o 
declaraciones manifiestan, cuando menos, cómo la idea 
del arbitraje ha ¡do abriéndose camino en la opinión je- 
neral i cómo se ha incorporado así en el derecho común.* 

Convención de Bogotá. — Congreso de Panamá (1&80- 
1882) .— J3e una conferencia que un dia tuvieron en 
Bogotá el Secretario de R. E. de los Estados Unidos de 
Colombia i el Encargado de Negocios de Chile, nació la 
convención que ambos suscribieron en aquella ciudad el 



£, 



3 de septiembre de 18Í 
segundo por falta de 
vención establecía el arl 
soluto, con designación 
en los tres artículos sig 1 

« Art. i ■" Los Estad< 
pública de Chile contra* 
someter a arbitraje, cua 
por la via diplomática, 1 
cualquiera especie que 
naciones, no obstante t 
plearán sus respectivos 

«Art. 2." La designa 
el caso de nombrarlo, s 
cial en que también se c 
en litijio i el procedímie 
que observarse. 

«SÍ no hubiere acuen 
si de una manera expre 
esa formalidad, el árbi 
ejercer las funciones de 
tados Unidos de Aniéri 

«Art. 3. Los Estadi 
pública de Chile procui 
tunidad con las otras n¡ 
análogas a la presente, 
conflicto internacional [ 
ser un principio de dere 

A efecto de esta últi 
discordias internacional 
pueden sobrevenir, «es| 
mites i de pundonor» — 
lombia — dirijíó éste, el 
invitación circular a los 



principio salvador que encierra el 
;elebrado entre Colombia i Chile». 
cucion de aquel solo fin en un mis- 
invitaba a dichos gobiernos a que 
cíarios que se reunirían en Panamá, 
Si, fecha que posteriormente fué 
de diciembre de aquel año. 
spa no- americanas, todas las conti- 
m del Paraguay i de Venezuela, se 
ar la invitación, i todas declararon 
:omplacenc¡a i aplauso, a excepción 
itina, que hizo objeciones al pro- 
5 contestó prometiendo estudiar el 
>steriormente la invitación recibida, 
bierno de los Estados Unidos de 
se anticipó también, por conducto 
fotá, a manifestar al de Colombia. 
o de 1881, «su adhesión al gran 
lento en el arreglo de las disiden- 

i a declarar que su presidente 
isfaccion el papel de arbitro que le 
epüblicas hermanas, 
negativa, fechada el i ." de agosto 

de Méjico, protestando su adhe- 
m la historia, al arbitraje en tesis 
as palabras, que parecen formular 
práctica i científica, en la materia: 
) que puede ser sabio i político es- 
o con determinado país, para de- 

en circunstancias conocidas; pero, 



limitándose a hablar d 
puede analizar las co 
Repúblicas, cree tamb 
útil contraer a perpetu 
arbitraje, con iodos lo 
toda clase de asuntos 
El porvenir, Señor Mii 
gracia, su vasta extens 

También el gobiern 
testación de 30 de di 
su -constante adhesión 
rando comprobarla coi 
efecto, en aquella coni 

«El arbitraje es cier 
presente, i el Gobierno 
timiento que prestó de; 
consulta sabiamente lo 
nerosas exijencias de 
de estipularlo con el E 
para resolver las cuesti 
lia fecha i las que mas 
claró en 1874, en do 
dominio de la publicid; 
sin ellos, a terminar to 
por el arbitraje; Í, fiel : 
187Ó para dirimir sus 

Con todo, el gobier 
ñámente a la convenci. 
Creía él que en ella d< 
el arbitraje otros vari 
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americano, con los cuales, a su juicio, se constituirían 
vínculos dé unión i garantía de paz entre las repúblicas 
de este continente, sin los cuales aquella convención 
respondería débilmente a la elevada iniciativa de Co- 
lombia, o resultaría del todo ineficaz. 

No corresponde a estas notas calificar aquellos titu- 
lados principios, los cuales podían resumirse en uno solo, 
que era de mantener la absoluta integridad territorial de 
los Estados americanos, tales como salieron de la do- 
minación española, condenando, así las segregaciones 
sediciosas^ como las anexiones violentas o de conquista. 

Bastará sobre ello observar aquí: i.° que condenar las 
llamadas segregaciones sediciosas importaría la justifi- 
cación de todos los despotismos i la condenación de 
todas las revoluciones separatistas, lo mismo las de in- 
dependencia de las colonias inglesas i españolas de 
América, que la de Tejas mas tarde i la de Cuba hoi 
dia; 2. que, con referencia a las anexiones territoriales 
resultantes de una guerra, se da a la palabra conquista 
un significado que en derecho no le corresponde, apli- 
cándola sea a la ocupación bélica, acto lejítimo de hos- 
tilidad, sea a la anexión territorial sancionada por tra- 
tado, modo lejítimo de adquirir, en paz i en guerra, sin 
que valga en derecho internacional alegar contra un 
tratado de paz la fuerza que dio la victoria; 3. que pro- 
hibir la estipulación de cesiones territoriales en los tra- 
tados de paz, sobre ir contra los precedentes (Nuevo 
Méjico, California), podría importar la impunidad esti- 
mulante de un agresor injusto, o la total ruina del' ven- 
cido, contra el cual se volvería la prohibición, i en todo 



caso, implicaría una ttrr 
gobierno arjentino habia 
en tratado de unión o a 
ceras potencias, donde el 
torial tendría mas natura' 

Cualquiera que fuere e 
antedichos enunciados, d 
jurídico, no- es fácil descul 
nes necesarias existían enl 
te, -de modo que éste sin 
como el gobierno arjentir 
citada nota de 30 de dic 
tos sustanciales de der 
fin de evitar que se suscii 
es una ¡dea independient< 
como procedimiento jurl 
disidencias, después de s> 
presarlo, el arbitraje ¡>up< 
tado i será siempre subsi 

Aquella idea de asocia 

9 Por el art. 13 del referido tr; 
parte contratante «se obligó a noce 
Estado o Gobierno, parte alguna 
de él se establezca una nacionalií 
arjentino, en nota de 10 de noviei 
al representante del Perú en liuei 
la soberanía nacional que el (¡ob¡( 
sita poder disponer de su territori 
los medios lejítimos. Una estipula 
gacíon tan vaga como es, que pue 
parte en ella, 110 es posible fuese a 
en la nota 7 precedente. 



lativas, la adopción del arbitraje i la condenación 
s segregaciones i anexiones territoriales, no tenia 
dente en las colecciones de pactos internacionales, 
dicacion en 1880 por el gobierno arjentino tuvo 
ijeto de carácter político, a que las circunstancias 
i singular importancia Í clara significación. 

aquella época, después de dos últimas negociacio- 
-ustradas, la vieja cuestión de limites pendiente en- 
hile i la República Arjentina mantenía en alto gra- 
: tirantez las relaciones de los dos países; ¡ ( por otra 
, se habia llegado a la última i decisiva jornada en 
erra del Pacífico, sostenida por Chile contra el Perú 
via, ligados éstos contra aquél a virtud de un tra- 
secreto de alianza mantenido en reserva desde su 
ración en 1873, al cual negó el senado de la Re- 
:a Arjentina la adhesión que allí le había prestado 
liara de diputados; En dos campañas sucesivas ha- 
hile ocupado militarmente los territorios peruanos 
arapacá i de Tacna i Arica. A fines de octubre de 
, en las conferencias celebradas en la rada de Ari- 
r los enviados de los tres belijerantes, ante los res- 
ros ministros plenipotenciaros de los Estados Uni- 
e la América del Norte, como mediadores para 

de la paz; en aquellas conferencias, se habia exi- 
»or parte de Chile, como indemnización en el pre- 

í como seguridad en el porvenir, la cesión de Ta- 
á, en la ciial no consintió el Perú, que llamaba con- 
1 a la cesión i clamaba i declamaba contra ella. 
io el gobierno arjentino, cuya alianza solicitaba 
ees un enviado especial del Perú, dirijió al de Co- 
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lombia la referida nota condenatoria de las anexiones 
territoriales, el 30 de diciembre de 1880, un ejército de 
23,000 chilenos acababa de desembarcar a corta dis- 
tancia de Lima para entrar vencedor, dieziocho dias mas 
tarde, después de las sangrientas batallas de Chorrillos 
Í Miraflores, en la capital peruana. 

Abatido el objeto del proyectado congreso interna- 
cional de Panamá con la idea -de extenderlo a cuestio- 
nes de actualidad, tras de soluciones determinadas; i 
desnaturalizado así el fin único que el gobierno invitan- 
te había señalado a la reunión, cual era exclusivamente 
el de adherirse a la referida convención de aibitraje 
chileno-colombiana, firmándola en común todas las re- 
públicas híspano-americanas , aquel congreso quedaba 
condenado a inevitable fracaso. Entonces, como siem- 
pre, la política nacional perjudicó el derecho interna- 
cional, estorbando el progreso de éste. 

Chile dejó de ratificar dicha convención, que por su 
perpetuidad e indeterminación sujeria ademas objecio- 
nes doctrinarias; i, caducada aquélla, no solo se abstuvo 
de concurrir por su parte al mencionado congreso, sino 
que representó a otras repúblicas la conveniencia de 
que también se abstuvieran, ya que había de faltar la 
armonía de propósitos que hace posibles i eficaces los 
acuerdos. 

Cuando con algún atraso, el 5 de enero de 1882, se 
abrió en Panamá el salón destinado para las sesiones del 
proyectado congreso americano, se halló que, délos invi- 
tados, no habían concurrido a él sino los plenipotencia- 
rios de Costa Rica, del Salvador i de Guatemala. Nadie 
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mas! Con lo cual, acordaron aquéllos retirarse, dando 
por terminado su compromiso i por fracasado definitiva- 
mente el intento. ,0 

De todo aquello, solo han quedado dos convenciones 
de arbitraje, que reprodujeron la referida de Bogotá, ce- 
lebradas en París el 24 de diciembre de 1880 i el 27 de 
octubre de 1883, respectivamente, por el plenipotenciario 
del Salvador en Francia: con el de Colombia, la primera; 
i con el de Costa Rica, la segunda. Ambas ratifica- 
das oportunamente. IX 

Conferencia de Caracas (1883). — Con motivo de las 
solemnes fiestas que el titulado Ilustre Americano, pre- 
sidente de Venezuela, dispuso para honrar la memoria 
de Bolívar en el centenario del natalicio de éste, se reu- 
nieron en Caracas representantes de diversas repúblicas 
americanas, invitadas al efecto por el dicho presidente; 
los cuales representantes tuvieron en aquella ciudad una 
conferencia ,sobre varios puntos de derecho público ame- 
ricano. De allí salió una declaratoria de principios, como 
quería el gobierno arjentino en 1880, adoptados ad 
referendum en nueve artículos, que deberían ser some- 

*o La citada correspondencia referente a la convención de Bogotá, etc. 
puede consultarse en El Derecho Internacional Hispano- Americano por R. 
' F. Seijas (Caracas, 1884-1885, 6 vol.), t. V, pp. 478-523. Véase sobre lo 
mismo: Documentos referentes a la reunión en Panamá del Congreso Americano, 
etc. y en favor de la institución del arbitraje. Oficial. Bogotá, 1881. Aunque en 
la correspondancia se dice que solo el Paraguay omitió contestar la invita- 
ción, tampoco aparece contestación de Venezuela ni mención de este país. 
El Brasil, entonces imperio, no fué invitado. — Ir Colección de Tratados del 
Salvador, formada por Rafael Reyes (San Salvador, 1884), p. 45. Colección 
de Tratados Internacionales celebrados por la República de Costa Rica (San 
José, 1892-1893, 2 vol.), t. II, p. 389. 
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tidos a la adhesión de los Estados latino-americanos r 
representados en la conferencia, i de los Estados Unid< 
de la América del Norte. 

Aquella declaratoria, desbordante de americanism 
volvía sobre la idea de unión americana mediante 
constitución de un Congreso Diplomático Continental 
especialmente sobre arbitraje, estatuía: 

«5. Que, siendo el sentimiento de fraternidad el qi 
debe guiar i presidir las relaciones internacionales de I; 
citadas repúblicas hermanas, a fin de hacer imposibl 
las colisiones armadas, están obligadas a establecer 
arbitraje como única solución de toda controversia sobi 
sus derechos e intereses que puedan estar en pugna 

Concurrieron a la referida conferencia i firmaron 
respectiva acta declaratoria el 14 de agosto de 188 
el representante diplomático de la República Arjentin. 
et de Bolivia, el de Colombia, el del Perú \ el del Salv; 
dor; a ellos se agregaron el cónsul del Ecuador, el r> 
presentante de Méjico para el centenario i el comisionad 
por Santo Domingo; encabezados todos por el Ilusti 
Americano Don Antonio Guzman Blanco, i seguidos p( 
el Procer Don Antonio Leocadio Guzman (padre del ai 
terior), que cerró la lista firmando con el título de Coi 
sultor del Despacho de R. E. de Venezuela. I2 

No hai necesidad de afirmar que aquella fiesta inte 
nacional no tuvo ulterioridad. 

Conferencia o congreso panamericano de Washingto 
(i88g~i8qo). — A invitación del gobierno de los Estadt 
Unidos i presidida por el Secretario de Estado Mr. Bla 

a Tratados del Salvador, colección citada, p. 337. 
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íe, se reunió en Washington, a fines de 1889, una 
isamblea de delegados de las repúblicas americanas, en 
:1 orden siguiente, designado por la suerte: Hairí, Nica- 
agua, Perú, Guatemala, Uruguay, Colombia, República 
Vrjentina, Costa Rica, Paraguay, Brasil, Honduras, Mé- 
ico, Bolivia, Estados Unidos, Venezuela, Chile, Salva- 
lor, Ecuador. Solamente faltó Santo Domingo. 

La conferencia inauguro sus sesiones el 2 de octubre 
le 1889; las suspendió el mismo día, por mes i medio, 
>ara que sus miembros fueran llevados a visitar i admi- 
ar los grandes centros industriales i mercantiles norte- 
.iríericanos; las reanudó el 18 de noviembre para entrar 
:n la tarea preparatoria de su constitución, fastidiosa- 
nente prolongada hasta mediados de enero de 1890; i 
as clausuró, por fin, el 19 de abril del mismo año, 

No se había presentado hasta entonces en América, . 
ií es probable que se presente después, el espectáculo 
le una asamblea semejante a aquélla, en que represen- 
antes de diez i siete repúblicas latino-americanas unidos 
los de la gran república angla-sajona, se congregaron 
>ara tratar las mas altas cuestiones que podian interesar 
, su continente en particular i a la humanidad en jene- 
al; i sin embargo, los resultados no correspondieron a 
as esperanzas de los que concibieron i sustentaron la 
dea de aquel congreso, cuyo fracaso pudo preverse. 

Se había comenzado también por una idea simple, la 
ie un tratado especial de arbitraje permanente, señalada 
orno único objeto de la conferencia. 

El mismo año de 188 1, en que el nuevo presidente 
íarfield llamó al poder, en calidad de Secretario de Es- 
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tado, a Mr. Blaine, se dirijió éste a los gobiernos 
tino-americanos, encareciéndoles, en nombre de sí 
mientos fraternales i humanitarios, los beneficios del 
bitraje i la conveniencia de estrechar, mendiante él, 
vínculos que a todos los unían. Y agregaba el Secr 
1 rio de Estado lo siguiente: 

«Impresionado de estas ¡deas, el Presidente diri 
todos los países independientes de la América del N< 
i del Sur una encarecida invitación a tomar parte er 
congreso jeneral que ha de reunirse en la ciudad 
Washington el 22 de noviembre de 1882 con el ob 
de considerar Í discutir los medios de impedir la gw 
entre las naciones de América. Desea que la ateni 
del congreso se reduzca estrictamente a este úni 
grande objeto. . . . 

«El Presidente desea en especial se tenga entenc 
que, con hacer esta invitación, los Estados Unidos 
asumen la posición de aconsejar o intentar aconst 
por medio de la voz del congreso, alguna solución 
terminada de cuestiones existentes que dividen ahoi 
algunos de los países de América. Tales cuestione; 
pueden propiamente traerse al congreso. Su encargí 
mas elevado. Es proveer a los intereses de todos e 
futuro; no arreglar las individuales desavenencias d 
presente». 

La trájica muerte del presidente Garfield, en el 
de septiembre de 1881, desbarató por entonces los 
pósitos manifestados por Mr. Blaine. Su sucesor e 
Secretaría de Estado, Mr. Frelinghuysen, postergó 
definidamente la reunión del proyectado congreso d 
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paz, i el asunto quedó por entonces abandonado; *3 
Seis años mas tarde i en cumplimiento de una lei 
dictada al efecto, el Secretario de Estado, Mr. Bayard, 
renovó, en nota de 3 de julio de 1888, la anterior invi- 
tación para concurrir al congreso panamericano de Was- 
hington, que debia esta vez reunirse el dia 2 de octubre 
de 1889; pero, ya no se reduciría la conferencia al úni- 

1 

co i grande objetó de convenir en alguna fórmula de 
adopción del arbitraje como medio de impedir en Amé- 
rica la guerra. La consideración de este punto de dere- 
cho, enunciado en último término entre las especifica- 
ciones del nuevo proyecto, fué asociada desgraciada- 
mente a la de otros muchos i variados temas que llena- 
ban el vastísimo i complejo programa formulado en 
la citada lei i en la invitación de los Estados Unidos, 
particularmente sobre materias de lejislacion industrial, 
aduanera i comercial, cuyo alcance no se ocultó a nadie. 
Poco después, con la elección del presidente Harri- 
son, volvió Mr. Blaine a la Secretaría de Estado, en 
marzo de 1889. Amplificado su primitivo proyecto 
de simple arbitraje, aquel removedor político adoptó el 
nuevo i se dio con ardor a la empresa de realizarlo, en 
la esperanza de ver a los Estados Unidos convertidos en 
el centro económico i político de los Estados latinos de 
las tres Américas. Vendiéndoles las manufacturas con 



T 3 Notas de Mr. Blaine i de Mr. Frelinghuysen, fechadas respectivamente 
el 29 de noviembre de 1881 i el 9 de agosto de 1882, sobre convocatoria i 
aplazamiento de un congreso americano en Washington. Pueden verse en 
Seijas, obra citada, t. V, pp. 524 531. Las desaveniencias existentes a que 
esas notas aludian eran la referida guerra del Pacifico (1879 1883) sostenida 
por Chile contra el Perú i Bolivia. 
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que el sistema proteccionista tenia repletos todos los 
almacenes i . todas las fábricas i bodegas de la Union 
Americana, esperaba Mr. Blaine arrebatar aquellos mer- 
cados a la producción europea i, a espensas del otro 
continente, enriquecer a su patria. Grande empresa, que 
había de resultar superior a las grandes fuerzas de Mr. 
Blaine, ese audaz, positivo i práctico sajón, que creyó po- 
sible conciliar i reunir en un haz tantos i tan diversos in- 
tereses, que creyó fácil poder dominar i dirijir a aque- 
llos doctores latinos, hombres vivos, susceptibles i rece- 
losos; retóricos fecundos i magníficos. A penas iniciadas 
las discusiones, i aun antes de iniciadas, pudieron verse 
los graves obstáculos que el congreso había de encon- 
trar. Su probable fracaso fué divisado hasta por hombres 
mediocremente perspicaces. T 4 

Con referencia particular al proyecto de arbitraje in- 
ternacional, encargó la Conferencia a la 16. a de sus 
dieziocho comisiones permanentes, titulada de Bienestar 
Jenercd, que le presentara «un plan de arbitraje para el 
arreglo de las diferencias que ocurran entre las diversas 
naciones representadas en esta Conferencia». 

Sin esperar el resultado de los trabajos de la comi- 
sión, la delegación arjentina, seguida de la brasilera 

T 4 Pradier-Fodéré en la Revuede Droit International et de Législation Com- 
paree (Bruxelles, 1888), t. XX, p. 514. Sobre lo mismo, véase en la Remu des 
Deux Mondes de 15 de enero de 1890 un artículo de C. de Varigni. El mi- 
nistro de R. E. de la República Arjentina, Dr. Zeballos, se anticipó a enviar 
a la delegación de ese pais en Washington, el 29 de noviembre de 1889, du- 
rante las sesiones preparatorias, este sujestivo telegrama: <tSi congreso 
fracasa^ manifieste Ud. que, obrando directamente, podrian alcanzar reci- 
proco beneficio ambos países.» Memoria de R. E., p. 16. Buenos Aires, 1891. 
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después de la inopinada revolución que dos meses antes, 
el dia 15 de noviembre de 1889, había derrocado el 
imperio i establecido la república en el Brasil; la dele- 
gación arjentina, digo, se anticipó a presentar en la se- 
sión de 15 de enero de 1890 un proyecto sobre arbitraje 
internacional, i algo mas, en un preámbulo enfático i ocho 
artículos, el primero de los cuales comprendía la siguien- 
te fundamental declaración: 

«Primero. Que el arbitraje internacional es una regla 
de derecho público americano a la que se sujetan las 
naciones representadas en la Conferencia, para decidir, 
no solo sus cuestiones sobre límites territoriales, sino 
todas aquellas en que el arbitraje se haga compatible 
con la soberanía» 

A esa base capital del proyecto, agregaron los autores 

de aquél una declaración, ya severamente condenada en 
la citada invitación de Mr. Blaine, a saber, la de que el ar- 
bitraje comprendería «no solo las disidencias que puedan 
nacer en las relaciones futuras de los Estados, sino tam- 
bién aquéllas que en forma directa se discutan actualmente 
entre los Gobiernos» (art. 5. ). Asociando confusamente 
conceptos de distinto orden científico, los proponentes 
agregaron también al proyecto de arbitraje diversas de- 
claraciones que restrinjian la facultad soberana de esti- 
pular cesiones territoriales en tratados de paz, i que, en 
jeneral, condenaban los actos de conquista^ reputándolos 
indefinidamente «contrarios al derecho público america- 
no, sea como objetivo o como consecuencia de la gue- 
rra» (arts. 6.°, 7. i 8.°). 

Perseveraba el gobierno arjentino en las mismas in- 
dicaciones hechas por él al de Colombia en 1880, con 
el desgraciado éxito que se ha visto. Su reproducción, 



- 35 — 

diez años mas tarde en Washington, también había de 
resultar perturbadora del arbitraje, por referirse a viejas 
cuestiones, pendientes o- que pudieran removerse, entre 
dos o mas países de los representados allí, alterando si- 
tuaciones creadas; secreta intelijencia que todo el mun- 
do dio a dicha reproducción dentro i fuera de la Con- 
ferencia. x 5 

No fué fácil explicarse entonces qué consideración de 
ínteres común justificaba la anticipada presentación de 
aquel proyecto particular, que la Conferencia mandó 
pasar en dictamen a la respectiva comisión oficial. Solo 
a mediados del año siguiente fué posible conocer la ra- 
zón de aquel procedimiento. Se supo por la publicación 
que el gobierno arjentino hizo de la nota de 20 de ene- 
ro de 1890, en la cual sus delegados le daban cuenta 
del hecho, cinco días después de sucedido, en los tér- 
minos siguientes: 

«En cuanto al plan de arbitraje, él se conforma a las 
instrucciones de nuestro Gobierno, i hemos creído acer- 
tado anticiparnos al trabajo de las comisiones í a la ini- 
ciativa misma del Gobierno invitante, porque prevemos 
la proposición de tribunales permanentes, í no quería- 
mos que, al ser ésta rechazada por la República Arjen- 
tina, pareciera dudosa su adhesión al arbitraje; tomada 
la iniciativa por esta Delegación, queda establecida una 
vez mas la política invariable que la República Arjen- 



x 5 Por el tratado de paz celebrado en Lima el 20 de octubre de 1883, 
aprobado dos dias después en Ancón, el Perú había cedido a Chile el territo- 
rio de Tarapacá i le había ademas reconocido la posesión provisional del de 
Tacna i Arica, cuya soberania deñ^pitiva quedaba pendiente de un plebiscito. 
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tina ha venido observando en sus disidencias internacio- 
nales». l6 

Cabe desentenderse del procedimiento, que debía dar 
ventaja solo en la discusión, para no considerar sino el 
alto pensamiento que movió a los delegados de la Re- 
pública Arjentina a emplear un arbitrio que ellos creían 
conducente a apartar de su patria hasta las apariencias 
de duda en orden a su invariable adhesión al arbitraje 
internacional; de lo que es satisfactorio tomar nota. 

Después de la presentación del referido proyecto par- 
ticular de arbitraje i, advertidas las tendencias diverjen- 
tes, nacionales o egoístas, que luego se manifestaron 
en los trabajos de las comisiones i en los debates de la 
Conferencia, vivaces en ocasiones hasta la inconvenien- 
cia, perdió aquélla en elevación i ya fueron pocos los 
que creyeron en la eficacia de su acción. Se vio a las 
claras que no todo era sinceridad i cosmopolitismo entre 
las delegaciones, entendiendo éstas, al parecer, que su 
misión consistía en representar nada mas que los intere- 
ses políticos i económicos, a veces contrapuestos, de sus 
respectivas naciones, con olvido o con sacrificio de los 
intereses jurídicos de la comunidad. r ? 

Los Estcdos Unidos perseguian como principal obje- 
tivo acaparar compradores de sus artefactos, mediante 

16 Memoria de R. £., p. 18. Buenos Aires, 1891. 

*7 En nota de 25 de junio~de 1890, el delegado arjentino Dr. Don Rotjua 
Saenz Peña, por si i por su colega ausente Dr. Don Manuel Quintana, dio a 
su gobierno cuenta de la misión de ambos a la Conferencia de Washington, 
terminando de esta suerte: «Si el Excmo. Gobierno se digna aprobar nues- 
tra conducta, i si la nacion^encuentra que hemos representado con acierto 
sus intereses políticos i económicos, habríamos alcanzado la satisfacción mas 
noble, etc.» Memoria de R. E., p. 24. Buenos Aires, 1891. 
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el establecimiento de un zollwerein americano 
aduanera, que la Conferencia declaró francamc 
practicable; i por otro lado, oponian toda clase d 
vas o rechazaban íncondicionalmente proyectos qi 
neralidad patrocinaba i aprobó, como el que en ; 
proscribía de los tratados de paz las anexiones 
ríales, el que establecía la libre navegación de 
entre los diversos ribereños, i el que equiparaba 
dicion de los nacionales i la de los extranjeros er 
a indemnizaciones por daños í perjuicios, sometí 
a la jurisdicción de los jueces locales i eliminaní 
respecto, las reclamaciones diplomáticas como ce 
al derecho internacional americano. Sobre esto, 
gado Mr. Trescott comenzó enfáticamente su d 
en minoría con estas palabras: «Me opongo a 1. 
duccion de la frase Derecho Internacional Atn 
No es posible que haya un Derecho Internación 
ricano.» ¡Que a ese extremo había llegado el des 
en los últimos días de la Conferencia! 

De otra parte, la República Arjentína insistí 
declaración condenatoria de las cesiones terri 
que llamaba conquista, con caloroso aplauso d 
i éste, a su vez, insistía en que esa declaración r 
considerarse separadamente, como la Conferí 
dispuso, sino como complemento inseparable 
yecto de arbitraje, al cual, mediante la agreg; 
una cláusula antijurídica, procuraban ambos p£ 
efecto retroactivo, que pudiera tal vez autorizar la 
del tratado de paz con Chile en cuanto al terri 
Tacna ¡ Arica, i acaso, al de Tarapacá. 
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En cuanto al arbitraje mismo, las opiniones no dis- 
cordaban menos. Méjico no podía, sin formales reser- 
vas, apoyar incondicionalmente un proyecto de arbitraje 
perpetuo e indeterminado, semejante al de la referida 
convención de Bogotá, a que tan terminantemente negó 
su adhesión en 1881, según se ha visto. Unos procla- 
maban el arbitraje absoluto i sin limitación de materias, 
i otros, que admitían casos de excepción, no estaban con- 
formes en cuáles deberían ser esos casos ni en una fór- 
mula que los comprendiera todos. Rechazaban unos el 
tribunal arbitral preconstituido i permanente, í otros lo 
aceptaban hasta con facultad de emplear medios com- 
pulsorios para la ejecución de lo resuelto. 

Chile, que no habia aceptado la invitación a la Con- 
ferencia, según a su tiempo lo previno, sino para bus- 
car en ella «únicamente la solución de los problemas co- 
merciales í económicos», se abstuvo sistemáticamente de 
tomar parte en toda deliberación o acuerdo sobre arbi- 
traje jeneral i permanente, según un plan como el indi- 
cado, mas político que jurídico, que contrariaba sus in- 
tereses i tendía a su condenación. 

Tampoco concurrió el Uruguay a la discusión del 
arbitraje en la Conferencia: su delegación se retiró de 
ésta con anticipación, tristemente decepcionada. l8 

J 8 En sesión de 10 de febrero de 1890, el delegado del Uruguay, Dr. Nin, 
se despidió de la Conferencia anunciando que probablemente no volvería 
mas, o por la próxima conclusión de aquélla, o «porque mi Gobierno en- 
tienda, dijo, que se ha tornado innecesaria la presencia de su delegado;» ya 
que el estado de la asamblea, agregó mas adelante, «no ha dejado ver hasta 
ahora, de una manera explícita, lo que pudiera hacerse en obsequio a la sa- 
tisfacción de los grandes propósitos que tienen aquí congregadas a todas las 
naciones de América.» 
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Por fin, la comisión de Bienestar Jeneral presentó, en 
sesión de 1 1 de abril de 1890, su proyecto de arbitraje 
permanente, la Conferencia lo discutió en varias sesio- 
nes i, con lijeras variantes, lo dio por adoptado definiti- 
vamente la antevíspera de su clausura. El proyecto 
recomendado, con su pleonástico preámbulo i sus diez i 
nueve artículos, de los cuales particularmente el 5. í el 
6.° parecían apropiados mas bien para renovar o provo- 
car conflictos que para resolverlos, quedó en esta forma 
final, que nadie tomaría por modelo de redacción: 

Plan de arbitraje adoptado el IJ de abril de 1890 

«Las Delegaciones de Norte, Centro i Sud América, 
reunidas en Conferencia Internacional Americana, 

«Creyendo que la guerra es el medio mas cruel, el 
mas incierto, el mas ineficaz i el mas peligroso para 
decidir las diferencias internacionales; 

«Animadas por la idea de los grandes beneficios mo- 
rales í materiales que la paz ofrece a la humanidad, ¡ 
confiando en que la condición actual de sus respectivos 
países es especialmente propicia para la consagración 
del arbitraje en oposición a las luchas armadas; 

«Convencidas, por su amistosa i cordial reunión en la 
presente Conferencia, de que las naciones americanas, 
rejidas por los principios, deberes i responsabilidades 
del gobierno democrático, i ligadas por comunes, vastos 
i crecientes intereses, pueden, dentro de la esfera de su 
propia acción, afirmar la paz del continente ¡ la buena 
. voluntad de todos sus habitantes; 

«I reputando de su deber prestar asentimiento a los 
altos principios de paz que proclama el sentimiento ilus- 
trado de la opinión universal; 

«Encarecen a los Gobiernos que representan la cele- 
bración de un tratado uniforme de arbitraje sobre las 
bases siguientes; 
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«Art. i.° Las Repúblicas ele Norte, Centro i Sud 
América adoptan el arbitraje como principio de Derecho 
Internacional Americano para la solución de las diferen- 
cias, disputas o contiendas entre dos o mas de ellas. 

«Art. 2. El arbitraje es obligatorio en todas las 
cuestiones sobre privilejios diplomáticos i consulares, 
límites, territorios, indemnizaciones, derechos de nave- 
gación, i validez» intelijencia i cumplimiento de trata- 
dos. 

«Art. 3. El arbitraje es igualmente obligatorio, con 
la limitación del artículo siguiente, en todas las demás 
cuestiones no enunciadas en el artículo anterior, cuales- 
quiera que sean su causa, naturaleza u objeto. 

«Art. 4. Se exceptúan únicamente de la disposición 
del artículo que precede aquellas cuestiones que, a jui- 
cio exclusivo de alguna de las naciones interesadas en 
la contienda, comprometan su propia independencia. En 
este caso, el arbitraje será voluntario de parte de dicha 
nación; pero será obligatorio para la otra parte. 

«Art. 5. Quedan comprendidas dentro del arbitraje 
las cuestiones pendientes en la actualidad i todas las 
que se susciten en adelante, aun cuando provengan de 
hechos anteriores al presente Tratado. 

«Art. 6.° No pueden renovarse, en virtud de este 
Tratado, las cuestiones sobre que las partes tengan ce- 
lebrados ya arreglos definitivos. En tales casos, el arbi- 
traje se limitará exclusivamente a las cuestiones que se 
susciten sobre validez, intelijencia i cumplimiento de di- 
chos arreglos. 

«Art. 7.° La elección de arbitros no reconoce límites 
ni preferencias. El cargo de arbitro puede recaer, en 
consecuencia, sobre cualquier Gobierno que mantenga 
buenas relaciones con la parte contraria de la nación 
que lo escoja. Las funciones arbitrales pueden también 
ser confiadas a los tribunales de justicia, a las corpora- 
ciones científicas, a los funcionarios públicos i a los sim- 
ples particulares, sean o nó ciudadanos del Estado que 
los nombre. 
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«Art. 8.° El tribunal puede ser unipersonal o colec- 
tivo. Para que sea unipersonal, es necesario que las 
partes elijan el arbitro de común acuerdo. Si fuere co- 
lectivo, las partes podrán convenir en unos mismos arbi- 
tros. A falta de acuerdo, cada nación que represente un 
interés distinto tendrá derecho de nombrar un arbitro 
por su parte. 

«Art. 9. Siempre que el tribunal se componga de 
un número par de arbitros, las naciones interesadas de- 
signarán un arbitro tercero para decidir cualquiera dis- 
cordia que ocurra entre ellos. Si las naciones interesadas 
no se pusieren de acuerdo en la elección del tercero, la 
harán los arbitros nombrados por ellas. 

Art. 10. La designación i aceptación del tercero se 
verificarán antes de que los arbitros principien a conocer 
del asunto sometido a su resolución. 

«Art. 11. El tercero no se reunirá con los arbitros 
para formar tribunal, i su encargo se limitará a decidir 
las discordias de aquéllos, en lo principal i en los inci- 
dentes. 

«Art. 12. En caso de muerte, renuncia o impedi- 
mento sobreviniente, los arbitros i el tercero serán reem- 
plazados por otros nombrados por las mismas partes i 
del mismo modo que lo fueron aquéllos. 

«Art. 13. El tribunal ejercerá sus funciones en el 
lugar designado por las partes; i si ellas no lo designa- 
ren, o no estuvieren de acuerdo, en el que el mismo 
tribunal escojiere al efecto. 

«Art. 14. Cuando el tribunal fuere colejiado, la ac- 
ción de la mayoría absoluta no será paralizada o res- 
trinjida por la inasistencia o retiro de la minoría. La 
mayoría deberá, por el contrario, llevar adelante sus 
procedimientos i resolver el asunto sometido a su con- 
sideración. 

«Art. 15. Las decisiones de la mayoría absoluta del 
tribunal colectivo constituirán sentencia, así sobre los 
incidentes como sobre lo principal de la causa, salvo 
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que el compromiso arbitral exijiere expresamente que el 
laudo sea pronunciado por unanimidad. 

«Art. 1 6. Los gastos jenerales del arbitramento se- 
rán pagados a prorata entre las naciones que sean parte 
en el asunto. Los que cada parte haga para su repre- 
sentación i defensa en el juicio, serán de su cuenta. 

«Art. 17. Las naciones interesadas en la contienda 
formarán, en cada caso, el tribunal arbitral de acuerdo 
con las reglas establecidas en los artículos precedentes. 
Solo por mutuo i libre consentimiento de todas ellas, 
podrán separarse de dichas disposiciones para constituir 
el tribunal en condiciones diferentes. 

«Art. 18. Este Tratado subsistirá durante veinte años 
contados desde la fecha del canje de las ratificaciones. 
Concluido este término, seguirá en vigor hasta que al- 
guna de las partes contratantes notifique a las otras su 
deseo de que caduque. En este caso, continuará subsis- 
tente hasta que trascurra un año desde la fecha de dicha 
notificación. 

«Es entendido, sin embargo, que !a separación de 
alguna de las partes contratantes no invalidará el Tra- 
tado respecto de las otras partes. 

«Art. 19. Este Tratado se ratificará por todas las 
naciones que lo aprueben, conforme a sus respectivos 
procedimientos constitucionales; i las ratificaciones se 
canjearán en la ciudad de Washington el dia 1 .° de mayo 
de 1 89 1, o antes, si fuere posible. 

«Cualquiera otra nación puede adherir a este Tratado 
i ser tenida como parte en él, firmando un ejemplar del 
mismo i depositándolo ante el Gobierno de los Estados 
Unidos, el cual hará saber este hecho a las otras partes 
contratantes. 

«En fé de lo cual, los infrascritos Plenipotenciarios 
han puesto sus firmas i sellos. 

«Hecho en la ciudad de Washington, en. . . ejempla- 
res en inglés, castellano i pprtugués, a los, . . dias del 
mes de. . . de mil ochocientos noventa.» 
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(En la publicación oficial no aparece firmado nadie). 

Por un acuerdo complementario subsiguiente, se adop- 
tó ademas esta otra resolución: 

«Que, habiendo recomendado esta Conferencia el ar- 
bitraje para la decisión de las disputas entre las Repú- 
blicas de América, se permite expresar el deseo de que 
las controversias entre ellas i las naciones de Europa 
sean decididas por el mismo amistoso medio. 

«La Conferencia recomienda ademas que los respec- 
tivos Gobiernos de las naciones en ella representadas 
comuniquen este voto a las naciones amigas». 

De aquel plan de arbitraje, puede decirse que nació 
positivamente muerto. Todos sus antecedentes manifies- 
tan que no satisfacía por completo a nadie. Era el resul- 
tado de transacciones i componendas de opiniones, mas 
o menos encontradas, entre hombres que no estaban 
unánimemente conformes sino en su jenerosa aspiración 
a ver reemplazado el procedimiento brutal de la guerra 
por el jurídico del arbitraje. Pretendieron hacer el dere- 
cho en vez de definirlo. Creyeron «innovar o adelantar 
en materia de derecho público», como lo dijo en la Con- 
ferencia la voz autorizada de uno de los delegados ar- 
jentinos, recomendando aquel plan de arbitraje, el cual, 
según lo agregó el mismo, «no tiene precedente en el 
mundo por su extensión i por la manera cómo se ha or- 
ganizado ». En eso precisamente estuvo el mal; en esa 
extensión sin precedente. 

Fuera de toda objeción derivada de la forma que al 
tratado se dio i del no bien encubierto alcance político 
que. por algunos se quiso que tuviera, relacionado con 
la situación internacional de Chile en aquella fecha, la 
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delegación de este país invocó consideraciones doctrina- 
rias, que no eran nuevas, para negar su adhesión a la 
idea fundamental de aquel tratado, sin entrar al examen 
particular de sus diversos artículos. 

Ninguno de los países representados en la Conferencia 
podia negar aquella adhesión con menor temor que 
Chile de ser tenido por opuesto al arbitraje, en tesis je- 
neral; porque, en verdad, ninguno antes que él i mas 
veces que él habia estipulado ese procedimiento pacífico 
para solucionar sus diferencias con las demás naciones 
en casos ciertos i determinados, i ninguno tenia mas firme 
voluntad de perseverar en ese camino, como los hechos 
lo han confirmado después. Sus delegados recordaron 
eso i reiteraron esta formal declaración: «que el Gobierno 
de la República recurrirá al arbitraje en lo futuro, como 
lo ha hecho en el pasado, para dirimir las dificultades o 
conflictos internacionales en que pueda hallarse compror 
metido, siempre que considere que la controversia que 
se trata de solucionar sea aceptable (susceptible?) de 
aquel arbitrio» Pero, no aceptaban el arbitraje en los 
términos propuestos. 

Tomando, por su parte, i afirmando la actitud que 
Méjico tomó respecto de la referida invitación colom- 
biana de 1880, i que, con alguna vacilación, mantuvo 
en la Conferencia de Washington, pudo la delegación 
de Chile creer justificada su negativa a aceptar un pro- 
yecto de tratado como aquél, que establecía: un arbitraje 
permanentemente obligatorio, con todas las naciones de 
América i con todas las del mundo que a él quisieran 
adherirse; un arbitraje jeneral para todo clase de cues- 
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tiones, con una sola excepción, o nominal o destructora 
del plan, comprensiva de las cuestiones que, a juicio de 
los contendores mismos, comprometieran su indepen- 
dencia; un arbitraje, en fin, forzosamente aplicable en 
todo evento, sin consideración a las circunstancias par- 
ticulares de cada pueblo i de cada caso, imposibles de 
prever i de apreciar, i por consiguiente, de ser objeto 
de una declaración de voluntad conciente i obligatoria 
en todo caso, por imprevisto i gravísimo que fuere. 

Los delegados de Chile adquirieron el convencimiento, 
según lo espresaron, de que el proyecto de arbitraje 
propuesto a la Conferencia con la amplitud indicada 
«produciría en la práctica dificultades i resultados acaso 
mas perjudiciales que los que se desea prevenir i evitar; 

m 

resultados que debilitarían, i concluirían por desvirtuar, el 
recurso mismo que se trata de robustecer i cuya autori- 
dad i eficacia importa a las naciones todas mantener, 
consultando su oportuna aplicación.» *9 

La doctrina sustentada por Méjico en 1881 i por Chile 
en 1890, favorable al compromiso arbitral para solucio- 
nar cuestiones ya suscitadas en casos ciertos i determi- 
nados, adversa al arbitraje permanente obligatorio para 
casos eventuales e indeterminados, parece predominar 
todavía positivamente en la ciencia i en los hechos, si 
bien los ideales aspiran a mas i van mas lejos. 



x 9 Conferencia Internacional Americana. Edición hecha bajóla dirección 
de la comisión ejecutiva. Washington, imprenta del gobierno, 1890. Com- 
prende: Acias, en ingles i en castellano, 1 vol. de 905 pajinas; i Dictámenes 
de las comisiones permanentes i Debates a que dieron lugar, solo en castella- 
no, 2 vol., que suman 1262 pajinas. 
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Con referencia al razonamiento de los delegados chi- 
lenos en la Conferencia panamericana de Washington, 
del cual da prolija cuenta Rouard de Card, dice éste: 
«Esa argumentación, preciso es reconocerlo, era de mu- 
cha fuerza.» 20 ' Refiriéndose a lo mi&mo, dice a su vez 
Dreyfus: «Los delegados chilenos, sin duda en razón de 
la situación de su pais, criticaron el proyecto i rehusaron 
aprobarlo. En sus declaraciones se encuentran todas las 
objeciones clásicas contra el principio del arbitraje obli- 
gatorio i absoluto. . . Que se trate a los americanos de 
ideólogos, i a los chilenos, de espíritus positivos i prác- 
ticos, eso es el fondo mismo del debate.» 2l Pradier-Fo- 
deré hace también un extracto del memorial de obser- 
vaciones presentado a la Conferencia en contra del 
arbitraje jeneral i permanente por los delegados chile- 
nos, «siempre prontos, según él, para sostener el partido 
de la fuerza contra el derecho,» única reflexión que la 
cuestión le sujiere; 22 pero, a propósito de eso mismo i 
de la singularísima propensión, no esplicada de ninguna 
manera, que aquél atribuye a Chile, de sostener siempre 
la fuerza contra el derecho, el ilustre presidente hono- 
rario de la corte de casación de Francia, Féraud-Giraud, 
no sabe, «qué preocupación ha podido inspirar aquellas 
observaciones de los delegados de Chile; pero, las creo 



2 © Les destinées de Varbitrage international (Paris, 1892), p. 57 — « Lar- 
bitrage international (Paris, Í892), p. 152. — 33 Traite de Droit International 
Publique, t. VI (1894), p. 441. En la voluminosa obra de este. antiguo i 
beneficiado catedrático de la Universidad de San Marcos, de Lima, se había 
notado ya la falta de espíritu científico de que da muestra en la frase 
citada i en muchas otras. 
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justas, agrega, i me parecen inspiradas por un buen sen- 
tido práctico incontestable. » 3 3 

En el hecho, i aunque excepcionalmente se diera al 
plan de arbitraje, no sin contradicion, cierta forma par- 
ticular de tratado que no tuvo, ni debia tener, ningún 
otro de los acuerdos tomados, dicho plan no pasó de 
una simple recomendación, en cuya eficacia pocos cre- 
yeron, o ninguno. Dos dias después de adoptado aquél en 
definitiva, la conferencia se disolvió i el proyecto de 
arbitraje, como todos los otros acordados en ella sobre 
diversas materias, quedó en el papel, positivamente des- 
autorizado, sin llegar jamas a obtener la sanción de las 
repúblicas cuyos delegados lo habían adoptado, quince 
entre las dieziocho representadas. 

Tratado de Washington de 28 de abril de 1890. — Por 
iniciativa del Secretario de Estado, Mr. Blaine, nueve 
dias después de clausuradas las sesiones de la Conferen- 
cia panamericana de Washington, se firmó en esa mis- 
ma ciudad, por la mitad, en número, de los Estados re- 
presentados en aquélla, un formal tratado de arbitraje, 
que era la fiel reproducción del plan recomendado por 
la Conferencia. 

Concurrieron a la celebración de, ese tratado las nue- 
ve repúblicas siguientes: Guatemala, Bolivia, Ecuador, 

2 3 Des traites <f arbitr age genérale et permanente artículo de fondo en la 
Revue de Droit International, 1897, t. XXIX, p. 333. Féraud-Giraud, que 
anota muchas opiniones en favor i en contra de su tesis, resume la suya en 
estas palabras: «Partidario resuelto del arbitraje cuando es voluntariamente 
empleado para la solución de una especial diferencia, protesto contra las 
tendencias a extenderlo por tratados, ligando naciones de una manera jeneral 
i permanente.* 
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Haití, Honduras, Nicaragua, El Salvador, Estados Uni- 
dos de América i Estados Unidos del Brasil. 

«Deseando celebrar un Tratado uniforme de arbitra- 
je, » nombraron aquéllas sus respectivos plenipoten- 
ciarios, cuyos nombres se expresan en el acta respectiva. 

«Los que, habiéndose comunicado mutuamente sus 
plenos poderes, que encontraron buenos i en debida for- 
ma, han convenido i acordado los siguientes artículos, que 
son los mismos solemnemente recomendados por la 
Conferencia Internacional Americana que se inauguró 
en Washington el dia 2 de octubre de 1889 i terminó 
sus sesiones el 19 de abril de 1890.» 

Se reproducen literalmente el preámbulo i los diezi- 
nueve artículos del plan de arbitraje, antes transcrito, 
adoptado por la mayoría de la Conferencia el 1 7 de 
abril de aquel último año, i se termina así: 

«Hecho en la ciudad de Washington, en . . . ejempla- 
res en inglés, español i portugués, a los 28 días del mes 
de abril de 1890.» — (Siguen las firmas). 2 -! 

Se abstuvieron de concurrir a la celebración de ese 
tratado, o se negaron a suscribirlo, otras nueve re- 
públicas, entre las cuales se contaban las mas impor- 
tantes hispano-americanas, a saber: Méjico, Venezuela, 
Costa Rica, Colombia, Perú, Chile, República Arjenti- 
na, Paraguay i Uruguay. 

Un año de plazo se había dado, hasta el dia 1 .° de 
mayo de 1891, para canjear en Washington las ratifi- 
caciones de los Estados que aprobaran el tratado. Tal 

2 4 Colección de Tratados de Guatemala formada por el Dr. D. Ramón A. 
Salazar (Guatemala, 1892), p. 220. 
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canje no llegó a realizarse, í aquel pacto de arbitraje, 
solemnemente suscrito, quedó de hecho frustrado, como 
el plan antes recomendado por la conferencia. Las ob- 
servaciones hechas en ésta por los delegados de Chile 
debieron pesar en el ánimo de los gobiernos, determi- 
nando su voluntad final de no suscribir el tratado o de 
no prestarle su aprobación. 2 5 

En cuanto al deseo, expresado por la conferencia de 
Washington, de que las controversias entre las repúbli- 
cas americanas i las naciones europeas se decidieran 
también por el amistoso medio del arbitraje, él fué co- 
municado a las últimas por el gobierno de los Estados 
Unidos. Las contestaciones, en jeneral, acusaron simple- 
mente recibo o agregaron algunas frases, mas o menos 
vagas, en favor del principio arbitral. No se prestó mayor 
atención al asunto. «La vieja Europa, a quien la expe- 
riencia ha vuelto un poco escéptica, no tomó mui o lo 
serio aquella modesta invitación.» 26 



*5 Los expositores europeos confunden jenerálmente la recomendación 
del plan de arbitraje, adoptada el 17 de abril de 1890 por quince de las diezi- 
ocho repúblicas representadas en la conferencia panamericana de Washing- 
ton, con el formal tratado que por solo la mitad de ellas se firmó en la mis- 
ma ciudad el 28 de abril de aquel año, nueve dias después de clausurada 
aquella asamblea; dos actos distintos, aunque ambos tuvieran por objeto el 
mismo plan de arbitraje jeneral i permanente. De esa confusión han nacido 
repetidos errores, referentes a la fecha i a los firmantes de aquel tratado, que 
se supone en vigor; errores en los cuales han incurrido diversos escritores: 
Revon, Larbitrage international (Paris, 1892), p. 288; Lehr, Tableau Genérale 
de l'Institut de Droit International (Paris, 1893), p. 232; Merignhac, Traite 
Jieorique et pratique de V arbitrage international (Paris, 1895), p. 491. — *& Alf. 
Rivier, Principes du Droit des Gens (Paris, 1896), t. II, p. 172. 

5 
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Con relación a los fines inmediatos que sus iniciado- 
res tuvieron en mira, la conferencia americana de Was- 
hington resultó un gran fracaso. Ninguno de los muchos 
i variados acuerdos adoptados en ella llegó a incorporar- 
se en el derecho positivo convencional. La guerra pren- 
dió luego después en varios puntos de Centro-América i 
ensangrienta hoi dia las costas de Cuba i el mar de las 
Antillas, sin que el plan o el tratado de arbitraje acor- 
dados en aquella ciudad fueran parte para impedirlo. 

Con todo, particularmente en el orden jurídico, no 
podría sostenerse que aquella conferencia haya sido ab- 
solutamente estéril. Hai incomprensible exajeracion en 
decir, a su respecto, lo que líricamente dice Revon, 2 ? a 
saber: que, gracias a la intervención del gran pueblo 
pacífico (Estados Unidos), nos encontramos en presen- 
cia de un tratado que «ha hecho pasar cien millones de 
hombres del estado de guerra al estado jurídico,» rea- 



V Obra citada, p. 289. Alude allí mismo Revon a las revueltas de Chile i 
a un mensaje que el 9 de diciembre de 1891 dirijió al congreso el presi- 
dente Harrisson, relativo principalmente a la cuestión de Chile, «Aquel do- 
cumento, agrega Revon, acredita que el Gobierno de los Estados Unidos ha 
ofrecido a Chile sus buenosojicios, los cuales han sido rehusados,"» Son lamenta- 
bles los errores de información de los escritores europeos con referencia a 
«las cosas de América: en diciembre de 1891 no habia mas cuestión de Chile 
que un desgraciado conflicto suscitado entre este pais i los Estados Unidos 
con motivo de una riña popular ocurrida dos meses antes en el peor 
barrio de Valparaíso, con daño de algunos marineros del crucero Baltintore, 
de los Estados Unidos; ni de parte de éstos hubo entonces otros buenos ofi- 
cios ofrecidos a Chile que cuatro o seis cruceros o acorazados que Mr. Blaine 
ordenó despachar contra este pais. Mediante esto, Chile tuvo que pagar 
mas tarde una buena suma de pesos a titulo de indemnización, no obstante 
la prolija investigación judicial que acreditó la inculpabilidad de las autori- 
dades locales en aquel súbito tumulto callejero. 



tizando ante la Europa asombrada un sueño o una 
pía, con la seguridad de producir consecuencias a 
rabies. Pero, dejando hipérboles de lado, no es po 
negar que aquella asamblea sirvió al progreso d 
ciencia en cuanto afirmó colectiva i solemnemente la 
dencia, ya bien ¡ de antiguo acentuada entre todo 
Estados americanos, de rechazar para la solución d< 
diferencias el procedimiento violento de la guerra i a 
tár el jurídico del arbitraje. Sobre esto, no hubo 
crepancia en la conferencia de Washington; que, ; 
bien, todas las repúblicas allí representadas, si divit 
en cuanto a la fórmula i a las particularidades de 
cacion, hicieron pujas de adhesión al principio mí 
en tesis jenera!. 

Por sí solas, aquellas declaraciones i protestas nc 
podido dejar de ejercer alguna influencia, de propag 
doctrinal, cuando menos. Puede mui bien suponerst 
influencia en los casos, varias veces repetidos postf 
mente, de tratados particulares en que uno de lo: 
tados americanos ha estipulado o ratificado con 
el procedimiento arbitral para la solución de cuesti 
determinadas, ya surjidas entre los dos, sin atinjencií 
carácter político, en condiciones especiales, como la 
dicadas por los delegados de Chile en la ref< 
conferencia de Washington, en abril de 1890. 

Así ha sucedido, después de aquélla, entre Vene: 
i los Estados Unidos de Norte América, entre el 
¡ Bolivia, entre Nicaragua i Costa Rica, entre Chile 
Estados Unidos, entre Chile i Francia, i entre Chilf 
República Arjentina, dos veces mas. 
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Convenciones de Panamá i de Parts (1882- 1883). — 
En el orden de los tiempos i de los sucesos, tendrían 
estas convenciones su lugar un poco antes, después del 
fracaso referido de aquel congreso de Panamá a que 
dio oríjen la convención colombiano-chilena de Bogotá, 
de 1880, antes transcrita (p. 21). 

Cuando en los primeros dias de enero de 1882 el re- 
presentante de Colombia, invitante al dicho congreso de 
Panamá, se encontró allí solo con los representantes de 
Costa Rica, de Guatemala i del Salvador, advirtió que, 
por parte de esta última república i de Colombia, se 
había ya celebrado en París la citada convención parti- 
cular de 24 de diciembre de 1880, que había reprodu- 
cidó literalmente los dos primeros i sustanciales artículos 
de la de Bogotá, i propuso a las otras dos la adopción 
de un procedimiento semejante. Por parte de Costa 
Rica, se aceptó la idea; pero, no se comprendió en la 
aceptación el inciso 2. del art. 2. de la referida conven- 
ción de Bogotá, el cual obligatoriamente hacia del presi- 
dente de los Estados Unidos de Norte América arbitro 
preconstituido i permanente de cualquiera cuestión entre 
*la$ partes, toda vez que no hubiera acuerdo para desig- 
nar otro, lo que siempre estaría a la voluntad de cual- 
quieta de aquéllas. Ni en el congreso posterior paname- 
ricano de Washington había de llegarse a tanto. 

El inconveniente i los peligros de aquella disposición 
fueron fácilmente reconocidos por los representantes de 
Colombia i Costa Rica. Por eso, en la convención que 
firmaron en Panamá el 1 1 de enero de 1882, reprodu- 
jeron de la antes transcrita convención de Bogotá el art. 
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i.° i el primer inciso del art. 2.\ i sustituyeron el otro por 
uno que establecía, 1 en cuanto a la designación de arbi- 
tro, esta disposición, absolutamente exclusiva de los 
Estados Unidos i no menos inaceptable ante las incerti- 
dumbres i sorpresas del porvenir: 

«Si, transcurridos diez meses desde que una de las Altas 
Partes Contratantes hubiere exijido de la otra el nombra- 
miento del arbitro, éste no se hubiere verificado de co- 
mún acuerdo, se tendrá por hecho, sucesivamente i en 
orden alfabético, en los Gobiernos de las Repúblicas his- 
pano-americanas que no tengan interés alguno en la cues- 
tión, ni otra cualquiera (cuestión) con alguna de las Partes.» 

Sobre que no dejaría de ofrecer alguna dificultad 
la formación de la nómina alfabética, teniendo nombres 
compuestos algunas de aquellas repúblicas, el procedi- 
miento adoptado en la disposición transcrita importaba 
siempre, en cierto modo, la preconstitucion del arbitro 
con sus inconvenientes reconocidos, fuera de los otros 
inherentes a la naturaleza misma de toda convención de 
arbitraje jeneral i permanente. Lo comprendió de esta 
suerte el Salvador, i por eso, procuró modificar en aquella 
parte dicha convención, estableciendo que, en todo caso, 
«el arbitro plenamente autorizado para ejercer las fun- 
ciones de tal será el que se designe de común acuerdo». 

Así lo pactó en tres convenciones posteriores que, por 
medio de su plenipotenciario en París, el publicista Don 
J. M. Torres Caicedo, celebró en aquella ciudad: con el 
representante de Santo Domingo, el 3 de julio de 1882; 
con el del Uruguay, el 7 de febrero de 1883; i con el de 
Costa Rica misma, el 27 de octubre siguiente. 28 

» 

a 8 Tratados de Costa Rica, colección citada, t. I, p. 361 i t. II, p. 390. 
Tratados del Salvador, pp. 298 i 318. 



1 

1 
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Congreso jurídico ibero-americano de Madrid (1892). 
■* — Por iniciativa de la Academia Matritense de Jurispru- 
dencia i Lejislacion i con ocasión de las solemnes fiestas 
con que el gobierno español quiso conmemorar el cuarto 
centenario del descubrimiento' de América, reunióse en 
Madrid un congreso jurídico compuesto particularmente 
de representantes de las naciones española, portuguesa 
i latino-americanas. 

Inauguró el congreso sus sesiones en Madrid, bajo la 
presidencia de Don Antonio Cánovas del Castillo, pre- 
sidente del consejo de ministros, el 24 de octubre de 
1892, i las clausuró el 16 de noviembre siguiente. Tuvo 
carácter internacional, así por las materias que en él se 
trataron como por los individuos que lo compusieron, a 
saber: cien delegados i representantes de los tribunales, 
de las universidades i academias jurídicas i del gobierno 
de España; i ciento cuarenta i tres mas, que formaban 
la representación extranjera, de la cual hacian parte los 
ajentes diplomáticos i consulares del Portugal, del Bra- 
sil i de las repúblicas hispano-americanas, con delegados 
de muchos de sus centros oficiales i científicos. 

De los cuatro temas previamente señalados para las 
discusiones, el primero era éste: 

«Bases, conveniencia i alcance del arbitraje interna- 
cional para resolver las cuestiones que surjan o estén 
pendientes entre España, Portugal i los Estados ibero- 
americanos. Forma de hacer eficaz este arbitraje.» 

Particular interés promovió ese tema, sobre el cual se 
presentaron tres diversas memorias i se pronunciaron 

« 

muchos i muí elocuentes dicursos. La tendencia huma- 
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nitaria favorable al ensanchamiento del arbitraje se ma- 
nifestó allí desde luego, llegándose hasta proponer con- 
tra el Estado ibero-americano que rechazara ese medio 
permanente de administrar la justicia entre naciones, una 
sanción material, mediante el establecimiento de cierta 
unión jurídica hispano-americana-portuguesa, de cuyos 
beneficios seria excluido el que en algún caso apelara a 
la guerra, como lo indicó en su memoria el profesor 
Torres Campos, de Granada. 

El congreso hizo sobre esto las prudentes reservas 
«que de suyo exije la naturaleza voluntaria del arbi- 
traje». Sobre el particular, se atuvo a lo estipulado so- 
bre arbitraje permanente por la España i el Ecuador en 
el tratado celebrado entre ambos países el 2 3 de mayo 
de 1888, cuyo art. i.° dice así: 

«Toda cuestión o- diferencias que se sucitasen entre 
España i el Ecuador, bien sobre la interpretación de los 
tratados existentes o bien sobre algún punto no previsto 
en ellos, si no pudiera ser arreglada amistosamente, será 
sometida al arbitraje de una potencia amiga, propuesta 
i aceptada de común acuerdo.» 

Con estos antecedentes, el mencionado congreso jurí- 
dico celebrado en Madrid por los pueblos de habla es- 
pañola i portuguesa, llegó a las siguientes conclusiones 
doctrinales, demasiado adelantadas para ser prácticas: 

«Primera. El arbitraje es conveniente, en el actual 
estado de la sociedad internacional, para decidir las con- 
tiendas que surjan entre naciones. 

«Segunda. Su aceptación por la América latina, Por- 
tugal i España, seria mui oportuna en los momentos 
presentes. 

« Tercera. AJ efecto, los Estados representados en el 



- 56 - 

Congreso deben concertar tratados especiales del arbi- 
traje, tomando por base el que se pactó entre España i 
el Ecuador el 23 de mayo de 1888, hasta que nuevos 
i anhelados progresos del derecho internacional público 
hagan posible la creación de un tribunal permanente 
destinado a evitar o poner fin a las cuestiones que exis- 
tan o puedan nacer entre los Estados mencionados. 

«Cuarta. Deben someterse al principio del arbitraje, 
sin excepción, todos los conflictos internacionales. 

«Quinta. Pudiendo enjendrar graves dificultades toda 
sanción material, no hai otras formas de hacer eficaz el 
juicio arbitral que aquellas que nazcan de una organiza- 
ción jurídica de los Estados ibero-americanos; pero, 
como la noble aspiración de llegar a organizaciones in- 
ternacionales, aun tratándose de pueblos que tienen 
tantos puntos de unión, ocasionaría serios obstáculos a 
ese ideal, por todos apetecido, conviene que quede 
como materia propia de nuevas labores doctrinales i 
como tema obligado de ulteriores Congresos, a fin de 
no entorpecer o dilatar la inmediata aceptación del prin- 
cipio del arbitraje. » 2 9 

Ha sido aquel congreso la última manifestación colec- 
tiva, si bien puramente doctrinal, hecha especialmente 
sobre arbitraje por los Estados latino-americanos. Es 
de creer que no habrá sido completamente estéril para- 
la difusión del principio i para la práctica de éste entre 
aquellos Estados i entre ellos i los Estados europeos, 
que mutuamente mantienen relaciones cada dia mas 
importantes, mas estrechas i mas regulares. 



*9 Torres Campos, El Arbitraje; Posada, El Congreso Jurídico ibero- ame- 
ricano, articulos en la Revista General de Legislación y Jurisprudencia , Ma- 
drid, 1892, t. 81, pp. 144 i 594. Annuaire de V Instituí de Droil Inlernalional, 
1894, t. XIII, p. 357. 
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IV 



TRATADOS CON CLAUSULA COMPROMISORIA PARTICULAR 

O JENERAL I PERMANENTE. 

No se comprenden en esta serie los compromisos o 
tratados definitivos de arbitraje, que tienen por objeto 
constituir éste, en sus elementos esenciales, cuando 
menos, determinando las cuestiones que son materia del 
mismo i designando, o estableciendo la manera de de- 
signar, el arbitro que ha de resolverlas. Tampoco se 
comprenden los tratados de límites, de toda clase, reser- 
vados también para otra serie, por la especialidad de 
sú carácter i de su importancia en América. 

Se comprenden aquí en particular aquellos tratados, 
sobre cualquiera materia, que llevan consigo la cláusula 
compromisoria, por la cual las partes, en previsión de 
dificultades que pueden suscitarse entre ellas sobre la 
iritelijencia o el cumplimento del respectivo tratado, se 
comprometen a solucionarlas por el medio jurídico del 
arbitraje, indicado mas o menos vagamente en la cláu- 
sula compromisoria; la cual, por eso, supone de ordinario 
nuevo acuerdo para constituir el compromiso, de modo 
que el cumplimiento de la cláusula queda así subordina- 
do a la honrada voluntad de las partes para precisar en 
el nuevo pacto las condiciones constitutivas del arbitraje 
prometido. Ha llegado a darse a la cláusula compromi- 
soria grande extensión, obligándose por ella las partes 
a emplear el procedimiento arbitral para la solución de 
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todas las cuestiones que puedan dividirlas, sin limitación 
de materias, o con alguna especial limitación. 

Las repúblicas hispanoamericanas desde su común 
oríjen adoptaron entre sí i han multiplicado después en 
sus tratados la cláusula compromisoria, amplia i perma- 
nente. Solo por excepción i en la forma mas restrinjida, 
consiguieron introducirla en algunos pactos con los Es- 
tados europeos, antes de los últimos quince años. En 
seguida, el movimiento favorable al principio del arbi- 
traje fué acentuándose mas entre aquéllos i la cláusula 
compromisoria ha ido jeneralizándose en sus pactos, 
como una práctica internacional. 

De los Estados Unidos de Norte América cabe decir 
que se han mostrado tan rehacios como los europeos, i 
acaso mas, para admitir en sus tratados la cláusula 
compromisoria, i por eso, se consideran aquí al respecto 
en la misma categoría unos i otros. 

Sin embargo, fueron los Estados Unidos de la Amé- 
rica del Norte la nación que inició — seguida de cerca 
por la Gran Bretaña, i luego después, por los Países 
Bajos, Prusia, Cerdefta, Francia, etc., etc. — la serie de 
tratados titulados de amistad^ comercio i navegación que 
aquellos Estados han suscrito en diversos tiempos con 
las nuevas repúblicas americanas, abarcando con aquel 
título casi todas las variadas relaciones internacionales. 

Dos meses antes de que, con la victoria final de Aya- 
cucho, acabara la dominación española en el continente 
americano, el plenipotenciario de los Estados Unidos en 
Colombia firmaba con el de esta última república en 
Bogotá, el dia 3 de octubre de 1824, el primero de 
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aquellos tratados, en el cual se introdujo la siguiente 

estipulación pacífica, muchas veces reproducida hasta 

nuestros días en pactos de aquellas repúblicas con otras 

naciones de Europa i de América: 

«Art. 31, núm. 4. Si (lo que a la verdad no puede 
esperarse) desgraciadamente alguno de los artículos 
contenidos en el presente Tratado fuese en alguna ma- 
nera violado o infrinjido, se estipula expresamente que 
ninguna de las dos Partes Contratantes ordenará o au- 
tarizará ningunos actos de represalia, ni declarará la 
guerra a la otra por quejas de injurias o daños, hasta 
que la parte que se crea ofendida haya presentado a la 
otra una exposición de aquellas injurias o daños, verifi- 
cada con pruebas i testimonios competentes, exijiendo 
justicia i satisfacción, i esto haya sido negado o diferi- 
do sin razón.» 30 

En mas de medio siglo, hasta después del arbitraje 
del Alabama i del voto parlamentario obtenido por 
Mancini en 1873 a favor de la cláusula compromisoria, 
rara vez salieron de la fórmula de aquel tratado de 
1824 los Estados Unidos de Norte América i las nacio- 
nes europeas, en sus tratos con las repúblicas hispano- 



30 Tratados de Colombia, colección citada, 1866, p. 22. Las últimas pala- 
bras, que en el texto inglés dicen unreasonably delayed, equivalen a las de 
reparación arbitrariamente diferida en el tratado análogo de 1892 ente Co- 
lombia i Alemania. Lo mismo en el de 2 de enero de 1858 entre el Salvador 
i la Francia (art. 33), arbitraircment differée; sin embargo, fundado en éstas 
palabras, que ha comprendido mal, yerra Merignhac diciendo que también 
en ese tratado se estipulaba la cláusula compromisoria. Son curiosos de ob- 
servar los errores en ()ue el desconocimiento de los hombres i de las cosas 
de América hace caer a muchos escritores europeos: así, el mismo Meri- 
gnhac, refiriéndose al ilustre estadista brasilero barón de Cotegipe (a quien 
llama Cotepige), lo hace figurar como «presidente del consejo chileno.» 
Obra citada, pp. 121 i 204. 
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americanas. Sí bien iba dirijida a estorbar precipitados 
actos de violencia i toda inconsiderada declaración de 
guerra, i podía así evitar ésta dando lugar a negocia- 
ciones pacíficas, la estipulación transcrita no era la for- 
mal cláusula compromisoria que, pasada en realidad de 
América a Europa, va jeneralizándose allí en nuestro 
tiempo i fijándose en el derecho convencional. 

Dichas repúblicas sí que pasaron mas adelante en los 
tratados que entre ellas ajustaron desde los primeros 
días de su vida internacional. En su incansable anhelo 
de unión i de paz, fatigaron su injenio ideando fórmulas 
de procedimientos amigables para arreglar sus diferen- 
cías, «sin ocurrir jamás, según sus términos, al ominoso 
i detestable medio de las armas.» Al efecto, estipularon: 
unas veces, requerimientos, plazos i notificaciones espe- 
ciales antes de declarar la guerra i con el fin de evitar- 
la; otras veces, ofrecimiento i aceptación de los buenos 
oficios o la mediación de otra república amiga i herma- 
na; las mas veces, la cláusula compromisoria especial o 
jeneral i permanente, en las mas variadas formas, con 
o sin limitaciones de materia, con indicación del proce- 
dimiento arbitral o sin ella, con o sin determinación del 
arbitro, individual o colectivo, designado nominalmente, 
o a propuesta, o en orden alfabético, o por sorteo entre 
los de una lista previamente organizada. 

Semejante por sus fines a los tratados especiales de 
arbitraje jeneral i permanente entre colectividades mas 
o menos numerosas, la cláusula compromisoria, aun con 
el mismo carácter de jeneralidad i permanencia, será 
siempre mas eficaz que aquéllos. Insertada, como va, 
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en condición de parte integrante de un pacto celebrado 
comunmente entre dos pueblos de vinculaciones cono- 
cidas o fáciles de prever, ha resultado mas útil que 
aquellos tratados jenerales ajustados en congresos nu- 
merosos, como el panamericano referido, por todas las 
naciones de un continente, a las cuales podían agregarse 
por adhesión todas las del mundo. 

Ciertamente que con la cláusula compromisoria no se 
ha logrado, ni se logrará en absoluto, impedir la guerra 
en América, ya que la pasión i el interies, cuando suben 
de punto, de hecho se sobreponen umversalmente al de- 
recho; pero, es evidente que la adopción de aquel me- 
dio pacífico ha ejercido benéfica influencia, i que sin él 
menos escasas habrian sido las contiendas armadas en- 
tre las repúblicas latino-americanas, presas mucho mas, 
si bien se observa, de discordias civiles, cada dia mas 
raras, que de guerras internacionales. 

En dos series cronolójícamente ordenadas van en se- 
guida indicados los casos que por inducción permiten 
confirmar la verdad de lo dicho i mostrar la tendencia 
del derecho sobre la materia. Seguramente no son 
todos; pero, probablemente son mas que los precedentes 
de ordinario enumerados en publicaciones análogas. 

Entre latino-americanos i europeos. 

* 

Méjico i Béljica. Noviembre 19 de 1839. Méjico. Tra- 
tado de amistad, comercio i navegación. 

«Art. 7. En el desgraciado caso de ocurrir entre las 
Altas Partes Contratantes algunas diferencias que pue- 
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• 

dan ser motivo de desavenencia e interrupción en sus 
relaciones de amistad, se convienen en que, si después 
de haberse apurado los medios de una discusión franca, 
pacífica i armoniosa, no se consiguiere el objeto de la 
conformidad i avenencia, se solicitará de común acuerdo 
el arbitraje de una tercera Potencia amiga de las dos, 
para evitar de este modo un rompimiento que las obli- 
gue a hacerse la guerra. »3 X 

Méjico i Estados Unidos de Norte América. Febrero 
2 de 1848. Guadalupe Hidalgo. Tratado de paz i amis- 
tad. — Este famoso tratado, que puso término a la gue- 
rra precedente de los Estados Unidos contra Méjico, 
anexando a aquéllos, fuera de Tejas, los vastísimos te- 
rritorios de Nuevo Méjico i California, mediante una 
nueva fijación de límites, contenia el siguiente art. 2 1 , 
expresamente confirmado mas tarde por las partes en 
su nuevo tratado de 1853: 

«Art. 2 1. Si desgraciadamente en el tiempo futuro se 
suscitase algún punto de desacuerdo entre los Gobiernos 
de las dos Repúblicas, bien sea sobre la intelijencia de 
alguna estipulación de este Tratado, bien sobre cual- 
quiera otra materia de las relaciones políticas o comer- 
ciales de las dos naciones, los mismos Gobiernos, a 
nombre de ellas, se comprometen a procurar, de la ma- 
nera mas sincera i empeñosa, allanar las diferencias que 
se presenten i conservar el estado de paz i amistad en 
que ahora se ponen los dos países, usando al efecto de 
representaciones mutuas i de negociaciones pacíficas. I 
si por estos medios no se lograse todavía ponerse de 
acuerdo, no por eso se apelará a represalia, agresión 
ni hostilidad de ningún jénero de una República contra 
la otra, hasta que el Gobierno de la que se crea agra- 
viada haya considerado maduramente, i en espíritu de 

31 Tratados de Méjico, colección citada, II, 197. 
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paz i buena vecindad, si no seria mejor que la diferencia 
se terminara por un arbitramento de comisarios nom- 
brados por ambas partes, o d,e una nación amiga. I si 
tal medio fuere propuesto por cualquiera de las dos 
Partes, la otra accederá a él, a no ser que lo juzgue 
absolutamente incompatible con la naturaleza i circuns- 
tancias del caso.» 3< 

Perú i Béljica. Mayo 16 de 1850. Londres. Tratado 
de amistad, comercio i navegación, i artículos adiciona- 
dos al mismo de igual fecha. 

«Artículo A de los adicionales, inciso i.° Si por un 
conjunto de circunstancias desgraciadas algunas diferen- 
cias entre los dos Altas Partes Contratantes ocasionasen 
una interrupción de sus relaciones de ^mistad; i si, des- 
pués de haber agotado los medios de una discusión 
amigable i conciliatoria, no lograsen enteramente el 
objeto de su mutuo deseo, el arbitraje de una tercera 
potencia, igualmente amiga de ambas, será adoptado 
de común acuerdo a fin de evitar por este medio un 
rompimiento definitivo.» 

La disposición del inciso transcrito fué literalmente 
reproducida en dos nuevos tratados análogos celebra- 
dos entre los mismos países: en Santiago de Chile el 25 
ele febrero de i86o(art. 26); i en Bruselas el 14 de 
agosto de 1874 (art. 19). 33 

Chile i Francia. Junio 30 de 1852. Santiago. Artí- 
culos adicionales al tratado de amistad, comercio i na- 
vegación celebrado entre Chile i Francia el 15 de sep- 
tiembre de 1846. 

Por estos pactos se estableció que los ciudadanos o 
subditos de los Estados contratantes no estarían respec- 

3» Tratados de Méjico, I, 194. — 33 Tratados del Perú, colección citada, 
II, 71, 82 i 101. 
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tivamente sujetos a ningún embargo, n¡ sus navios o 
efectos podrían ser retenidos por una expedición militar 
o destino especial de servicio público, sin ciertas indem- 
nizaciones, particularmente en casos de embargo jeneral 
o clausura completa de puertos por razón de guerra. 

«Art. 3. de los adicionales citados. A falta de un 
arreglo amistoso sobre el monto de estas indemnizacio- 
nes, la determinación de ellas se someterá a dos arbitros 
elejidos, el uno por el Gobierno autor del embargo, i 
el otro por el Ájente Diplomático, i a falta de éste, por 
el Cónsul Jeneral de la Nación a que pertenece el buque 
detenido. En caso de desacuerdo entre estos dos arbitros, 
i no pudiendo entenderse a cerca de la elección de un 
tercero en discordia, la decisión final i sin apelación será 
confiada al Gobierno de un tercer país amigo.» 34 

Chile con Gran Bretaña, Cerdeña i Frusta por el Zoll- 
werein alemán. Santiago. Octubre 4 de 1854, junio 28 
de 1856 i febrero i.° de 1862, respectivamente. Trata- 
dos de amistad, comercio i navegación. 

Todos esos tratados contienen la cláusula compromi- 
soria transcrita del franco-chileno anterior, annque am- 
pliada uniformemente a todos los casos de propiedades 
menoscabadas, destruidas o tomadas por las autoridades 
lejítimas para fines de interés público. 35 

Perú i España. Septiembre 24 de 1853. Madrid. Tra- 
tado de reconocimiento, paz i amistad. Quedó sin apro- 
bación por observaciones del Perú, las cuales, por lo 
demás, no alcanzaban a la estipulación del arbitraje. Con- 
tenia lo siguiente; 



34 Tratados de Chile, recopilación citada, I, 163. — 35 Tratados de Chile, 
I, 194, 255 i 307 
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«Art. 1 6. Deseando la República del Perú i Su Ma- 
jestad Católica conservar para siempre la paz i buena 
armonía que felizmente acaban de restablecerse por el 
presente Tratado, declaran solemnemente: que si (lo 
que Dios no permita) llegase a interrumpirse en lo ve- 
nidero la buena intelijencia entre las Altas Partes Con- 
tratantes, por cualquier motivo que sea, ninguna de ellas 
podrá autorizar contra la otra actos de hostilidad o de 
represalia por mar o tierra, sin haber presentado antes 
la parte que se cree ofendida a la otra una memoria 
justificativa de los motivos en que funde la injuria o 
agravio. I declaran también que, cuando se haya nega- 
do la correspondiente satisfacción o reparación en se- 
mejantes circunstancias, ociurirán al arbitraje de una 
tercera potencia para arreglar sus diferencias antes de 
llegar a un rompimiento. . .» 3<> 

Nueva Granada i Portugal. Abril 9 de 1857. Was- 
hington. Tratado de amistad, comercio i navegación. 

«Art. 2i,núm. 2. Si (lo que no es de esperarse) 
desgraciadamente llegaren a ser de cualquier modo vio- 
lados o infrinjidos alguno o algunos de los artículos del 
presente Tratado, ninguna de las dos Partes Contratan- 
tes podrá declarar la guerra a la otra, ni disponer o 
autorizar actos de represalia u hostilidad por agravios 
provinientes de injurias o de daños. La Parte que se 
considere ofendida presentará a la otra una exposición 
de dichas injurias o daños, probada con documentos 
competentes, i pedirá justicia i satisfacción. 

«3. Si la Parte requerida se negare a hacer justicia 
a la otra, o a darle la satisfacción pedida, ambas some- 
terán la cuestión al juicio de un Gobierno amigo de una 
i otra, i se conformarán con la decisión que éste pro- 
nuncie. 

36 Colección de los Tratados, etc., del Perú, formada por Ricardo Aranda 
(Lima, 1890-1896, 6 vol.) t. VI, p. 117. 

6 
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<<4- fi En todos los casos de controversia en que no 
puedan avenirse las dos Altas Partes Contratantes por 
medio de las vias diplomáticas, ocurrirán a la decisión 
de un arbitro para arreglar pacífica i definitivamente sus 
diferencias.» 37 

Costa Rica e Italia. Abril 14 de 1863. San José. 

Tratado de amistad, comercio i navegación. 

«Art. 5.°,, inciso 3. Sin embargo, para evitar tan gran 
calamidad (de un rompimiento entre ambas), las Partes 
Contratantes convienen en que, si desgraciadamente lle- 
garen a estar en peligro sus relaciones de mutua amis- 
tad, no podrán ellas jamas recurrir al uso funesto de las 
armas sin que la cuestión haya sido sometida previa- 
mente al juicio de una nación amiga i neutral, cuya de- 
cisión será obligatoria para ambas.» 38 

Venezuela i España. Mayo 20 de 1882. Caracas. 

Tratado de comercio i navegación. 

«Art. 14. Si, como no es de esperar, llegase a surjir 
entre Venezuela i España alguna diferencia que no se 
pudiere zanjar amigablemente por los medios usuales i 
ordinarios, las dos Altas Partes Contratantes convienen 
en someter la resolución de la diferencia al arbitraje de 
una tercera potencia amiga de ambas, propuesta i acep- 
tada de común acuerdo.» 39 

El Salvador i Suiza. Octubre 30 de 1883. Berna. 

Tratado de amistad, establecimiento i comercio. 

«Art. 13. En el caso en que se suscite una desave- 
nencia entre los dos países contratantes i no se pudiese 
arreglar amigablemente por la correspondencia diplo- 

37 Tratados de Colombia, 340.— 3* Tratados de Costa Rica, I, 197. — 
39 Tratados de Venezuela, p. j 35. Colección de Tratados, Convenios i Docu- 
mentos internacionales celebrados por la España desde el reinado de Doña 
Isabel II, publicada por el marqués de Olivart (8 vol., Madrid, 1890-1897), 
t. VIII, p. 221. 
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mática entre los dos Gobiernos, estos últimos convienen 
en someterla al fallo de un tribunal arbitral, comprome- 
tiéndose a respetar i a ejecutar legalmente la resolución. 
«El tribunal arbitral será compuesto de tres miem- 
bros. Cada uno de los dos Estados designará uno, es- 
cojido fuera de sus nacionales i de los habitantes del 
país. Los dos arbitros nombrarán el tercero. Si no se 
pudieren entender para esta elección, el tercer arbitro 
será nombrado por un Gobierno designado por los dos 
arbitros, o en su defecto, por la suerte.» ^ 

Venezuela i Béljica. Marzo i.° de 1884. Caracas. 

Tratado de amistad, comercio i navegación. 

Art. i.° Si se suscitase entre Béljica i Venezuela 
alguna diferencia, que no pudiese ser arreglada amiga- 
blemente, las Altas Partes Contratantes convienen en 
someter la solución del litijio al arbitraje de una potencia 
amiga, propuesta i aceptada de común acuerdo. 4 1 

El 5 de marzo de 1887 se ajustó en Bruselas entre el 
Ecuador i Béljica un tratado de amistad, comeróio i 
navegación, cuyo art. 2° reproduce a la letra el art. i.° 
del tratado entre Venezuela i Béljica, antes transcrito. 

Méjico i Suecia- Noruega. Julio 29 de 1885. Méjico. 
Tratado de amistad, comercio i navegación. 

«Art. 26. Las cuestiones que sobrevengan sobre la 
ejecución o interpretación del presente Tratado o sobre 
las consecuencias de cualquiera violación de él, se suje- 
tarán, cuando estén agotados los medios directos de 
arreglo o las discusiones pacíficas entre ambas Partes, a 
la decisión de comisiones de arbitraje, cuyos fallos se- 
rán obligatorios para los dos Gobiernos. 

«Los miembros de esas comisiones serán nombrados 
por las Partes Contratantes de consentimiento mutuo, i 

4° Tratados del Salvador, 307. — 4 1 Traducido del Code des Rélations Exté- 
rieures de la Belgiqtie, Praine-le-Comte, 1892, pp. 628 i 254. 
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a falta de él, cada una de ellas nombrará un arbitro o 
un número igual de arbitros, i los que sean nombrados 
con este carácter, designarán un tercero, que ejercerá 
sus funciones en caso de discordia. 

«El procedimiento para el arbitraje se fijará en cada 
caso por los Estados Contratantes, i en defecto de ellos, 
la comisión de arbitraje lo determinará antes de ejercer 
sus funciones. En todo caso, las mismas Partes Contra- 
tantes precisarán las cuestiones o negocios que se 
sometan al arbitraje.» 

En la fórmula anterior, que ha servido de norma a 
muchas otras, el tratado mismo determina de antemano 
las cuestiones que habrán de someterse al arbitraje, li- 
mitándolas a aquellas que versen sobre la interpretación, 
ejecución o violación del tratado a que'la cláusula com- 
promisoria accede, dentro de lo cual los arbitros son 
naturalmente jueces de su propia competencia. Por eso, 
la última parte del inciso final de aquel art. 26, según 
la cual deberían las partes precisar en cada caso dichas 
cuestiones, resultaba contraproducente i ocasionada a 
destruir o entrabar el compromiso, dejando su cumpli- 
miento subordinado a otro acuerdo de aquéllas sobre el 
particular. Visto lo cual, la frase o parte referida fué 
suprimida de la fórmula en diversos tratados posteriores 
que consignaron la cláusula compromisoria en términos 
análogos a los del art. 26, antes transcrito, con exclu- 
sion de su última indicada frase, a saber: 

Tratados de amistad, comercio i navegación celebra- 
dos entre: Uruguay e Italia^ Montevideo, 1 9 de sep- 
tiembre de 1885; Uruguay i Gran Bretaña^ Mon- 
tevideo, 13 de noviembre de 1885; Méjico i Gran 
Bretaña % Méjico, noviembre 27 de 1888; Méjico e lía- 



-6 9 - 

lia, Méjico, abril 16 de 1890; Colombia e Italia, octu- 
bre 27 de 1892; Paraguay e Italia, agosto 22 de 
1893.42 

Ecuador i Francia. Mayo 12 de 1888. París. Tratado 
de amistad, comercio i navegación. — Su art. i.° disponía: 
que, en caso de llegar a suscitarse entre ambos países 
una diferencia de naturaleza tal que pudiera turbar sus 
buenas relaciones, i no pudiese ella ser arreglada ami- 
gablemente, las Altas Partes Contratantes deberían so- 
meter el litijio a una potencia amiga, cuyo arbitramento 
seria aceptado de común acuerdo. 43 

Ecuador i España. Mayo 23 de 1888. Madrid. Tra- 
tado adicional al de paz i amistad concluido entre los 
mismos países en 1840. El nuevamente celebrado con- 
tiene la cláusula compromisoria en los términos siguien- 
tes, recomendados por el referido congreso ibero-ame- 
ricano de 1892: 

«Art. 1 ,° Toda cuestión o diferencias que se suscitasen 
entre España i Ecuador, bien sobre la interpretación de 
los Tratados existentes, o bien sobre algún punto no 
previsto en ellos, si no pudiera ser arreglada amistosa- 
mente, será sometida al arbitraje de una potencia amiga, 
propuesta i aceptada de común acuerdo. »*4 



4 a Los primeros de esos tratados fueron publicados por separado en Mé- 
jico i en Montevideo, respectivamente. El de Colombia, en el Complemento 
de las Instituciones políticas i jurídicas por Romero Girón i García Moreno, 
apéndice II, Madrid, 1895, p. 624. Sobre los últimos, véase la Revue Genérale 
de Droit International Public, París, 1895, t. II, p. 338. — 43 Revue de Droit 
International t Bruxelles, 1897, t. XXIX, p. 353. En la misma (t. XXVIII, 
p. 31) se cita un tratado análogo entre el Ecuador i Suiza, de 22 de junio 
de 1888. — *4 Revista General de Legislación y Jurisprudencia, Madrid, 1892, 
t. 81, p. 298. 
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Colombia i España. Abril 28 de 1894. Bogotá. Tra- 
do que contiene la cláusula compromisoria jeneral, con 
ta restricción: 

Que cuando la adopción del procedimiento arbitral 
» fuese posible, por tratarse de hechos que afecten la 
berania nacional o que por su naturaleza sean ¡ncom- 
ttibles con un arbitraje, ambos Gobiernos estarán en 
do caso obligados a aceptar la mediación o los bue- 
»s oficios de un Gobierno amigo. Cuando una diferen- 
1 entre Colombia ¡ España fuera sometida al juicio 
; un arbitro, las Altas Partes Contratantes establece- 
h, de común acuerdo, los límites i las formalidades 
;1 arbitraje. 45 

Honduras i España- Diciembre de 1894. Guatemala, 
ratado de amistad, cuyo art. 2° reproduce "te cláusula 
'mpromisoria en los términos del art. i.", antes trans- 
ito, del tratado entre Ecuador i España, de 23 de 
ayo de 1888. * 6 

Perú i España. Junio 18 de 1898, Lima. Tratado 
lícional al de paz i amistad celebrado entre los mismos 
uses en 1879. 

«Art. i." Toda controversia o diferencias que ocurrie- 
n entre el Perú i España a cerca de la interpretación 
: los Tratados vijentes, o que en lo sucesivo estén, 
rán resueltas por el inapelable fallo de un arbitro, pro- 
testo i aceptado de común acuerdo. Las desavenencias 
le pudieran surjir sobre puntos no previstos en dichos 
ratados o Pactos serán igualmente sometidas al arbi- 
aje; pero, sí no hubiere conformidad en cuanto a la 

ts Rcvue General citada, 1895, p. 337.— 4* Romero JGiron, obra citada, 
índice V, 1897, p. 413. 
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adopción de este procedimiento, por tratarse de asuntos 
que afecten la soberanía nacional o que de otro modo 
sean, por su naturaleza, incompatibles con el arbitraje, 
ambos Gobiernos están obligados, en todo caso, a acep- 
tar la mediación o buenos oficios de un Gobierno ami- 
go, para la solución pacífica de toda controversia. En 
todos los casos de arbitraje, la Altas Partes Contratan- 
tes establecerán, de común acuerdo, los trámites, térmi- 
mos i formalidades que el juez i las Partes deberán ob- 
servar en el curso i terminación de juicio arbitral. »*7 

Este importante tratado comprende, según puede ob- 
servarse en la primera parte del artículo transcrito, la 
cláusula compromisoria jeneral en los términos del re- 
ferido tratado de 1 888 entre Ecuador i España; pero, 
luego restrinje la extensión de la cláusula con casos de 
excepcioa indicados jenéricamente, para los cuales adop- 
ta la mediación o los buenos oficios en sustitución del 
• arbitraje, combinando los dos procedimientos, como el 
mencionado pacto de 1894 entre Colombia i España. 

República Arj entina e Italia. Julio 23 de 1898. Tra- 
tado especial del arbitraje jeneral i permanente.^ 8 

A última hora, el cable transatlántico ha transmitido 
a Buenos Aires el texto de este tratado, que acaban de 
suscribir en Roma los representantes de Italia i de la 
República Arjentina, i que luego será sometido a la 
aprobación de los respectivos gobiernos i congresos. 

Es, sin duda, bastante completo i bien elaborado. En 
él se han combinado las disposiciones que tienden a dar efi- 
cacia al arbitraje jeneral i permanente, i las que tienden 

» 

47 Memoria de Relaciones Exteriores, Lima, 1898, p. 53. — 4* Transmi- 
tido por cable al diario de Buenos Aires La Nacio?i. Por su especialidad co- 
rresponde a la serie precedente. 



evitar, en lo posible, los notorios inconvenientes de 
ta especie de pactos; inconvenientes que no dejan de 
r efectivos por ser menos graves o peligrosos cuando 
atan dos solas naciones que no tienen intereses políticos 
ectados, ni antagonismos de ningún jénero entre ellas. 
Para el ajuste del referido tratado, no se renovaron 
ta vez por parte del gobierno arjentino las observa- 
ones que en 1880 hizo a la referida convención arbi- 
al chileno-colombiana de aquel año i al proyectado 
ingreso de Panamá, que ella sujirió. Tampoco se man- 
vo por aquel gobierno la necesidad de excepcionar el 
impromiso arbitra!, excluyendo de é! sea las cuestio- 
:s que se hicieran incompatibles con la soberanía, sea 
s que comprometieran la independencia nacional, a jui- 
de alguna de las partes interesadas, como los de- 
gados arjentínos lo propusieron i lo adoptaron en la 
inferencia panamericana de Washington, en 1890. N¡ 
luellas cuestiones, ni las que pudieran afectar el honor 
los intereses vitales de la nación, ni otra cuestión at- 
aña de las consideradas en casos semejantes, han sido 
¡minadas del arbitraje en el último tratado ítalo-arjentino. 
as admite todas, sin excepción (art. 1 . D ). Determina aquél 
manera de constituir el tribunal de tres arbitros; pero, 
;ja eso i todo subordinado a la voluntad de cualquiera 
2 los contratantes que rehusara o eludiera la designa- 
on de arbitro por su parte(art. 3. ). Por lo demás, i con- 
irme a la doctrina jeneral, a falta de estipulación par- 
cular, el tratado confiere a los arbitros la facultad de 
recisar el objeto de la controversia, la extensión de sus 
oderes, los procedimientos que han de observar i los 
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puntos de hecho i de derecho que han de resolver; i los 
declara competentes también para decidir sobre su pro- 
pia constitución, sobre la validez del compromiso i sobre 
la interpretación del mismo (arts. 2. i 7. ). 

Cualesquiera que fueran los obstáculos que en la prác- 
tica hubiera de encontrar, será imposible desconocer la 
importancia suma de ese tratado i la trascendencia que 
ha de tener, como precedente internacional, entregado 
al examen i a la observación de las naciones. Después 
de los varios proyectos fracasados sobre la misma es- 
pecial materia, el feliz éxito del que ahora se ha forma- 
do significaría un gran paso avanzado en los caminos 
del derecho. En todo caso, no estará demás, insertado 
íntegro en estas notas. Dice así: 

«Art. i.° Las Altas Partes Contratantes se obligan a 
a someter a juicio arbitral todas las cuestiones, de cual- 
quier naturaleza, que por cualquiera causa surjieran en- 
tre ellas en el período de duración del presente Tratado, 
i respecto a las cuales no se haya podido obtener una 
solución amistosa merced a tentativas directas. No im- 
porta que esas cuestiones tengan su oríjen en hechos an- 
teriores a la estipulación del presente Tratado. 

«Art. 2. En cada uno de los casos, las Altas Partes 
Contratantes concluirán una convención especial con el 
fin de determinar el objeto preciso de la controversia, la 
extensión de los poderes de los arbitros i toda otra mo- 
dalidad oportuna relativa al • procedimiento. Faltando 
esas convenciones, corresponderá al Tribunal la especi- 
ficación, como base para las recíprocas pretensiones de 
las Partes, de los puntos de derecho i de hecho que de- 
berán ser resueltos para decidir la cuestión. Para toda 
otra providencia valdrán, en ausencia de convenciones 
especiales o en su silencio, las reglas que se enuncian 
mas abajo. 



«Art. 3. El Tribunal estará compuesto de tres jue- 
i. Cada uno de los Estados Contratantes designará 
o. Los arbitros así nombrados escojerán el tercer ár- 
ro. Si no pudieran convenir en la elección, el tercer 
jitro será nombrado por un tercer Estado, a quien se 
rá la demanda correspondiente. Ese Estado será de- 
;nado por los arbitros ya nombrados. A falta de 
uerdo para el nombramiento del tercer arbitro, la de- 
mda será hecha al Presidente de la Confederación 
iza o al Rei de Suecia i Noruega. El tercer arbitro, 
i elejido, será de derecho el presidente del Tribunal. 
imo tercer arbitro no podrá ser nombrada sucesiva- 
;nte la misma persona. Ninguno de los arbitros podrá 
r subdito de los Estados contrayentes, ni tener su 
micilio o residencia en sus territorios. No deberán 
íer interés en las cuestiones que sean objeto del 
bitraje. 

«Art. 4. Cuando un arbitro, por cualquier razón, no 
eda asumir o no pueda continuar las funciones para 
e fué nombrado, se proveerá a su sustitución por el 
smo procedimiento empleado para su nombramiento. 

«Art. 5. A falta de acuerdos especiales entre las 
; rtes, corresponde al Tribunal: 

«Designar la época í el lugar de sus propias sesiones, 
sra de los territorios de los Estados contrayentes; 

«Elejir el idioma de que deberá hacerse uso; 

«Determinar las modalidades de las instrucciones, las 
rmas i los términos que han de prescribirse a las Par- 
5, los procedimientos a seguirse, i en jeneral, tomar 
das las providencias que sean necesarias para el ejer- 
:io de sus propias funciones, i resolver todas las difi- 
Itades de procedimiento que pudieran surjír en el cur- 
de los debates. Las partes se obligan a poner a 
aposición de los arbitros todos los medios de informa- 
>n que de ellos dependan. 

«Art. 6.° Un mandatario de cada una de las Partes 
¡stírá a las sesiones i representará a sus propios Go- 
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biernos en todos los asuntos que tengan relación con el 
arbitraje. 

«Art. y.° El Tribunal es competente para decidir so- 
bre la regularidad de su propia constitución, sobre la va- 
lidez del compromiso i sobre su interpretación. 

«Art. 8.° El Tribunal deberá decidir según los prin- 
cipios del derecho internacional, a menos que el com- 
promiso no imponga la aplicación de reglas especiales, 
o no autorice a los arbitros para decidir como amigables 
componedores. 

«Art. 9. A menos que se expresen disposiciones en 
contrario, todas las deliberaciones del Tribunal serán 
válidas cuando obtengan la mayoría de votos de todos 
los arbitros. 

«Art. 10. La sentencia deberá decidir definitivamen- 
te cada punto del litijio; deberá ser redactada en orijinal 
duplicado, i suscrita por todos los arbitros. Rehusándo- 
se a suscribirla algunos de ellos, los restantes deberán 
hacer mención de esto, i la sentencia tendrá efecto con 
tal que esté suscrita por la mayoría absoluta de los ar- 
bitros. No podrán ser alegados en la sentencia votos 
motivados en contrario. La sentencia deberá ser notifi- 
cada a cada una de las Partes por medio de su repre- 
sentante cerca del Tribunal. 

«Art. 11. Cada una de las Partes proveerá a sus 
propios gastos i a la mitad de los gastos jenerales del 
Tribunal Arbitral. 

«Art. 12. La sentencia legalmente pronunciada deci- 
de, en los límites de su alcance, la contienda entre las 
Partes. Ella deberá contener la indicación de los térmi- 
nos dentro de los cuales deberá ser ejecutada. Sobre las 
cuestiones que pudieran surjir en la ejecución de la sen- 
tencia, deberá cecidir el mismo Tribunal que la ha pro- 
nunciado. 

Art. 13. La sentencia es inapelable, i su ejecución 
queda confiada al honor de las dos naciones signatarias 
del presente Tratado. Está implícita, por otra parte, la 
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manda de revisión ante el mismo Tribunal que la 

onunció, i antes de que la misma sentencia haya sido 

;cutada: 

«i. a Si se ha juzgado con la base de un documento 

so o equivocado; 

«2.° SÍ la sentencia ha sido, en todo o en parte, el 
jeto de un error de hecho, positivo o negativo, que 
>ulte de los actos o de los documentos de la causa. 
«Art. [4. El presente Tratado tendrá la duración de 
íz años a contar desde el canje de las ratificaciones, 
no fuera denunciado seis meses antes de su venci- 
ento, se le considerará renovado por un nuevo perío- 

de diez años, ¡ así sucesivamente. 
«Art. 15. El presente Tratado será ratificado i fasra- 
caciones serán cambiadas en Buenos Aires dentro de 
s meses a contar desde la fecha. 
«Hecho en Roma, en dos ejemplares, hoi veintitrés 

julio de mil ochociento noventa í ocho.» 

Estados latino- americanos entre si. 

Chile i Perú. Abril 26 de 1823. Santiago. Tratado 
auxilios al Perú para sostén de su independencia. 
Después de la espedicion organizada i despachada 
r Chile en 1820 para libertar al Perú, habiendo nue- 
mente ese país «solicitado auxilios del Gobierno de 
lile para sostener su independencia i continuar la gue- 
1 contra la nación española; deseoso el Gobierno de 
i¡le de cooperar a la gran causa de la libertad ame- 
ana ¡ dar pruebas del alto interés con que mira la 
srte de aquel Estado, su aliado, aumentando los es- 
:rzos que ha hecho anteriormente para libertar al 
rú,» según lo reza el preámbulo del tratado, prome- 
auxilíar a ese pais con tropas i buques i con la quinta 
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parte de un primer empréstito que Chile acababa de 
obtener en Londres, por el monto nominal de 1.000,000 
de libras esterlinas. El tratado contenia la cláusula com- 
promisoria en estos términos: 

«Art. 12. Aunque los artículos de este Tratado se 
han procurado concebir en términos claros i precisos, 
sin embargo, si contra lo que és de esperar, ocurriere 
alguna duda, las Partes Contratantes procurarán resol- 
verla amigablemente, . . Si bajo este supuesto las dudas 
no se conciliaren amigablemente, se someterán a la de- 
cisión del Director Supremo de las Provincias Unidas 
del Rio de la Plata o Gobernador de la Provincia de 
Buenos Aires, de S. M. el Emperador del Brasil, del 
Presidente de los Estados Unidos de Norte América, o 
del Presidente de Colombia, por el orden con que van 
nombrados; i de la decisión que cualquiera de éstos pro- 
nunciase, las antedichas Partes Contratantes no recla- 
marán en manera alguna.» 49 

Así, en Chile i por Chile como acreedor, se firmó el 

primer tratado particular celebrado en América con 

cláusula compromisoria de arbitraje. Este, sin embargo, 

1 

no llegó a efectuarse: la deuda resultante a favor de 
Chile, objeto de diversos arreglos posteriores, fué por 
fin totalmente cancelada, aunque solo en 1856. 

Colombia i Perú. Septiembre 22 de 1829. Guaya- 
quil. Tratado definitivo de paz i amistad. 

Una comicion mixta debería recorrer, rectificar i fijar 
la línea divisoria entre los dos países (art. 6.°), i una co- 
misión análoga debería liquidar la deuda que el Perú 



49 Recopilación de Tratados i Vonvenctones, etc. de Chile, formada por A. 
Bascuñan Montes (2 vol., Santiago, 1894), t. I, pp. 6,168, 209,223. Tratados 
del Perú, IV, 3. 



1 
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ntrajo a favor de Colombia por los auxilios que ésta 

prestó durante la guerra de independencia contra el 
iemÍgo común (art. io.°). 

«Art. 19. Las Repúblicas del Perú i de Colombia, 
¡seando mantener la paz i buena intelijencia que feliz- 
ente acaban de restablecer por el presente Tratado, 
•claran solemne i formalmente: 

«Primero. Que, en caso de duda sobre la intelijencia 
: alguno o algunos de los artículos contenidos en el 
cho Tratado, o de no convenirse amistosamente en la 
solución de los puntos en que discordaren las comi- 
ines que han de establecerse en virtud de los arts. 6." 
i o." de dicho Tratado, presentará la una Parte a la otra 
s razones en que funda la duda; ¡, no conviniéndose 
itre si, someterán ambas una exposición circunstanciada 
d caso a un Gobierno amigo, cuya decisión será per- 
ctamente obligatoria a una i otra; 

«Segundo. Que, sean cuales fueren los motivos de 
sgusto que ocurran entre las dos Repúblicas, por que- 
s de injurias, agravios o perjuicios cualesquiera, nin- 
jna de ellas podrá autorizar actos de represalia, ni 
aclarar la guerra contra la otra, sin someter previa- 
ente sus diferencias al Gobierno de una potencia ami- 
1 de ambas.» — Declaraciones complementarias; 

«Primera. El infrascrito Ministro Plenipotenciario de 

República de Colombia, al firmar el Tratado de paz 
incluido felizmente este dia con la del Perú, declara 
je, debiendo su Gobierno transijír todas las diferencias 
je pueden ocurrir entre ambas Repúblicas, a virtud de 
cho Tratado, por medio de un arbitro justo e impar- 
al, elije desde ahora a la República de Chile como 
bitra i conciliadora para dichos casos, esperando se 
•este gustosa a una obra tan trascendental al bien de 

causa americana en jeneral. — En fé de lo cual, etc. 
ed.ro Gual.» 5° 

5a Tratados de Colombia, 1866, p. 72. Id. del Perú, III, 230. 
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A esta declaración del representante de Bolívar, que 
así instituyó a Chile arbitro perpetuo i jeneral, se agre- 
gó una segunda sobre restitución de honores al Liber- 
tador. Ambas fueron comprendidas por los dos gobier- 
nos en la aprobación i canje del tratado. 

Bolivia i Perú. Noviembre 8 de 1831. Arequipa. 
Tratado de paz i amistad, «concluido bajo la mediación 
del Gobierno de la República de Chile.» 

«Art. 1 8. Los créditos que se presenten por cada uno 
de los dos Estados serán liquidados i reconocidos por 
dos comisarios bolivianos i otros dos peruanos, nombra- 
dos por sus respectivos Gobiernos. Si estos comisarios 
no convinieren sobre la justicia o lejitimidad de alguno 
o algunos de sus cargos, se sujetarán a la resolución de 
un arbitro. Desde ahora, ambos Gobiernos nombran i 
reconocen en calidad de tal, al de los Estados Unidos 
de Norte América, cuyo consentimiento solicitarán opor- 
tunamente. 

«Art. 20. Si por cualquiera de las Partes Contratan- 
tes se infrinjiere alguno o algunos de los artículos con- 
tenidos en este Tratado, ocurrirán a la potencia que los 
garantice para que declare cuál de ellas ha recibido la 
injuria, i en unión de ésta, exija de la otra la satisfacción 
o indemnización debida. 

« Art. 21. Las Partes Contratantes recabarán del 
Gobierno de Chile, o en caso de negarse éste, del de 
los Estados Unidos de Norte América, o en su defecto, 
de ' cualquiera nación libre europea, que garantice el 
cumplimiento de todos i cada uno de los artículos del 
presente Tratado. »5 X 

Méjico i Centro América. Abril 18 de 1832. Guate- 
mala. Tratado de paz i amistad. 



51 Tratados de Bolivia, 107. Id. del Perú, II, 180. 
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«Art. i.° Habrá paz i amistad perpetua entre las Re- 
públicas federal de Centro-América i de los Estados 
Unidos Mejicanos; sus diferencias o pretensiones opues- 
tas, se terminarán por medios amigables o por el arbi- 
tramento de otra nación amiga. »5 2 

Perú i Ecuador. Julio 12 de 1832. Lima. Tratado de 
amistad i alianza, por el cual debían las partes invitar a 
Bolivia i Chile, a formar una cuádruple alianza para 
defenderse mutuamente contra cualquiera agresión ex- 
traña. 

«Art. 7. Cualquiera desavenencia que se suscitare 
entre la República peruana i el Estado del Ecuador, será 
transada por todos los medios conciliatorios que dicte 
la unión íntima a que se comprometen, sometiendo la 
cuestión a la decisión de una potencia arbitra, en el caso 
inesperado de que sus Plenipotenciarios no obtuviesen 
el debido avenimiento.» 53 

El Ecuador i la Confederación Perú- Boliviana. No- 
viembre 20 de 1836. Quito. Tratado de amistad i de 
alianza en sostén de la independencia de los contratantes. 

«Art. 6.° Cualquiera desavenencia que se suscite en- 
tre la República de Bolivia i los Estados Ñor i Sur- 
Peruanos i la del Ecuador, o vice-versa, será amiga- 
blemente transijida directamente por los respectivos 
Gobiernos o por sus Ajentes Diplomáticos. En caso de 
no poder conseguir por estos medios un avenimiento 
amistoso, se someterá la cuestión a una potencia amiga 
que juzgará como arbitra, comprometiéndose las Partes 
Contratantes a someterse a su decisión.» 54 

Guatemala i Nicaragua. Julio 24 de 1839. León. Tra- 
tado de amistad i alianza. 



5* Tratados de Méjico, II, 230.— 53 Tratados del Perú, V, 15 i 995.- 
54 Id. V, 26. 
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Rota la confederación centro-americana i con la mira 
de reunir pronto una Convención de Estados para la 
reorganización de la República, que acababa de disol- 
verse, Guatemala i Nicaragua estipularon en el citado 
pacto: que no se declararían la guerra por ningún pretes- 
to, causa o motivo; que la que se creyere ofendida haga 
las debidas reclamaciones, mostrando el agravio o per- 
juicios recibidos; i que, «en caso de serle negadas las 
explicaciones que pida, o de no satisfacerle éstas, debe- 
rán precisamente remitir la disputa al juicio de la Con- 
vención, o nombrar de acuerdo un Estado mediador que* 
esclarezca, transija i allane las diferencias que hubieren 
ocurrido» (art. 8.°). Si la mediación no diese resultado, 
la cuestión debería remitirse «al juicio de la Convención 
o de otro Estado que nombrarán en clase de arbitro.» 
(Art. 9.°).55 

Perú i B olivia. — Abril 19 de 1840. Lima. Conven- 
ción preliminar de paz i amistad, después de la confede- 
deracion Perú-Boliviana, organizada por el jeneral boli- 
viano Santa Cruz, que habia intervenido militarmente en 
el Perú, i rota por la espedicion chilena vencedora en la 
batalla de Yungay (1839). 

«Art. 6.° En prueba inequívoca de que las dos Altas 
Partes Contratantes desean establecer sólidamente sus 
mutuas relaciones, con arreglo a la justicia i equidad 
universal, convienen en someter al ilustrado Gobierno 
de la Nueva Granada, cuya aquiescencia solicitarán, la 
decisión de las cuestiones pendientes entre las dos Re- 
públicas, relativas a la intervención de 1835 i hechos 
posteriores; comprometiéndose ambas Partes Contra- 
tantes a requerir del mismo Gobierno de la Nueva Gra- 
nada un acto de garantía para afianzar el cumplimiento 
de las decisiones arbitrales. 

«Art. 7. En caso de que el Gobierno de la Nueva 

55 Tratados de Guatemala, 539. 
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Granada no se prestase al arbitraje i garantía, o a uno 
de los dos actos, se solicitará la prestación de algún 
otro Gobierno americano. »s 6 

Venezuela i Nueva Granada. — Julio 23 de 1842. 
Caracas. Tratado de amistad, comercio i navegación. 

«Art. 4" SÍ por desgracia llegaren a interrumpirse en 
algún tiempo las relaciones de amistad í buena corres- 
pondencia que felizmente existen entre las dos Repúbli- 
cas, ¡ que se procuran hacer duraderas por el presente 
Tratado, las Altas Partes Contratantes se comprometen 
solemnemente a no apelar jamas al doloroso recurso de 
las armas, antes de haber agotado el de la negociación, 
exijiéndose i dándose explicaciones sobre los agravios 
que la una juzgue haber recibido de la otra, o sobre las 
diferencias que entre ellas se susciten; i hasta que se 
niegue expresamente la debida satisfacción después de 
que una potencia amiga i neutral, escojida por arbitro, 
haya decidido en vista de los alegatos o exposición de 
motivos, i de las contestaciones de la una i de la otra 
parte, sobre la justicia de la demanda. »& 

Guatemala i Honduras. Julio 19 de 1845. Guatema- 
la. Convenio de amistad i alianza. 

«Art. 8.° En caso de que entre los dos Estados Con- 
tratantes ocurriese algún motivo de desavenencia, el 
ofendido reclamará al ofensor la debida satisfacción; si 
con esto no cesare la causa de la desavenencia, cada 
uno de los Estados propondrá tres personas, de las que 
el otro eíijírá una, i reunidos los dos electos, decidirán 
la Cuestión con vista de los documentos i alegatos res- 
pectivos. Habiendo conformidad en los arbitros, los Es- 
tados contendientes quedarán sometidos a su decisión; 

56 Tratados del Perú, II, ¡63. Esta convención no impidió que la guerra 
se siguiera entre los mismos países, dando lugar a un nuevo tratado preli- 
minar de paz, concluido en Puno el 7 de junio de 1842 por mediación de 
Chile.— 57 Tratados de Venezuela, 47. Id. de Colombia, 93. 
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mas, en el caso de discordia, sortearán un tercero entre 
los otros que hubiesen sido propuestos por ambos Esta- 
dos, i a éstos les será obligatoria la decisión de dicho 
tercero, aun en el caso de que por algunas de las Partes 
se considere injusta, o por ambas igualmente. En este 
caso, el primero de los Estados Contratantes que por su 
inconformidad levantase armas contra el otro, será res- 
ponsable por los daños i perjuicios que le causare, i se 
reputará injusta su demanda.» 5 8 

Costa Rica i el Salvador. Diciembre 10 de 1845. San 

José. Tratado de paz, amistad i alianza. 

. «Art. 5. En caso que entre los Estados Contratantes 
hubiere (lo que Dios no permita) algún agravio directo 
i conocido, se reclamará el procedimiento de que nazca 
la queja por primera, segunda i tercera vez, hasta con- 
seguir el restablecimiento de la armonía i buena inteli- 
jencia que los dos se han prometido i se prometen. No 
obteniéndose esto, ambos Gobiernos se someterán a la 
decisión imparcial del Gobierno de uno de los Estados 
de la Union Centro Americana, que de común acuerdo 
elijan; el fallo será inapelable, i se conformarán con él 
aun cuando, a su parecer, no sea justo. En todo caso, la 
justicia se considerará estar contra el primero que tome 
las armas, el cual será responsable de los males i per- 
juicios que se causen.» 59 

Solivia i Perú. Octubre 10 de 1848. Sucre. Tratado 
de paz i comercio. — Pendiente desde 1825 la cuestión 
promovida por el Perú a Bolivia sobre reconocimiento 
de gastos hechos en las campañas de 1823 i 1824 para 
conquistar la independencia común, ambas partes con- 
vinieron por este tratado de 1848 «en constituir en ar- 
bitro, que decida la expresada cuestión, i en su caso, en 

58 Tratados de Guatemala, 514. — 59 Tratados de Costa Rica, I, 1. Id. del 
Salvador, 54. 
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someterse al fallo de este arbitro, a uno de los Gobier- 
nos de Nueva Granada o de Venezuela. Ambas Partes 
de común esfuerzo negociarán que uno de los mencio- 
nados Gobiernos se preste a desempeñar esta confianza, 
en beneficio de la paz de las dos Repúblicas Contra- 
tantes» (art. 2. ). 60 

Costa Rica i Honduras. Enero 4 de 1850. San José. 
Tratado de paz, amistad i comercio. 

«Art. 15. Las dos Repúblicas se comprometen a no 
hacerse jamas la guerra i a no dar auxilios a las agre- 
siones que acaso se promovieren contra la una o la 
otra. Sus diferencias, si ocurrieren, las decidirán siempre 
por un arbitramento, i solo que una de ellas no se ajuste 
a éste, le será permitido a la otra el uso de las armas.» 61 

Guatemala i Honduras. Febrero 13 de 1856. Guate- 
mala. Tratado de paz i amistad. — Declararon termina- 
das i relegadas al olvido todas las desavenencias ante- 
riores entre las partes, agregando: 

«Ademas, establecen como regla permanente de con- 
ducta que en ningún evento se harán guerra la una a la 
otra, ni consentirán que desde sus respectivos territorios 
se las hostilice ni ofenda con prestesto ni motivo alguno; 
i, en el caso de que sobrevengan algunas diferencias, se 
harán las correspondientes explicaciones, recurriendo, si 
no pudieren avenirse, al arbitramento de algún Gobierno 
de nación amiga.» 62 

Nueva Granada i Ecuador. Julio 9 de 1856. Bogotá. 
Tratado de amistad, comercio i navegación. 6 3 

El art. 3. reproduce literalmente, sobre arbitraje je- 
neral i permanente, el art. 4. antes transcrito del tratado 

&> Tratados de Bolivia, 141. Id. del Perú, II, 294 — 61 Tratados de Costa 
Rica, 1, 115.— 6a Tratados de Guatemala, 521. — 63 Tratados de Colombia, 299. 
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de amistad, comercio i navegación celebrado entre Nueva 
Granada i Venezuela en 1842. 

Nueva Granada i Perú. Marzo 8 de 1858. Bogotá. 
Tratado de amistad, comercio i navegación. 

Reproduce, en sustancia, sobre arbitraje jeneral i 
permanente, lo estipulado en el art. 21, antes transcrito, 
del tratado análogo celebrado entre la Nueva Granada 
i el Portugal en 1857. Con efecto, el del año siguiente 
entre la Nueva Granada i el Perú dispone: 

«Art. 40. Las Repúblicas de la Nueva Granada i del 
Perú, deseando hacer tan duraderas como las circuns- 
tancias lo permitan las mutuas relaciones que existen 
de tiempo atrás entre ellas, convienen en lo siguiente:. . 

«3. Si (lo que no es de esperarse) desgraciadamente 
llegaren a ser de cualquier modo violados o infrinjidos 
alguno o algunos de los artículos de este Tratado, por 
cualquiera de los dos Gobiernos, la Parte que se consi- 
dere ofendida presentará a la otra una exposición de 
injurias o daños, probada con documentos competentes, 
i pedirá justicia i satisfacción. Si la Parte requerida se 
negare a hacer justicia a la otra, o a darle la satisfacción 
pedida, ambas someterán la cuestión al juicio de un Go- 
bierno amigo de una i otra, i se conformarán con la de- 
cisión que éste pronuncie. 

«4. En todos los casos de controversia en que no 

Duedan avenirse las dos Partes Contratantes por medio de 

as vias diplomáticas, ocurrirán ala decisión de un arbitro 

para arreglar pacífica i definitivamente sus diferencias. 

«Ninguna de las Partes Contratantes podrá declarar 
la guerra a la otra, ni disponer o autorizar actos de re- 
presalia u hostilidad sino en el caso de que la otra haga 
imposibles todo avenimiento por la via diplomática i la 
decisión arbitral de un Gobierno amigo.» 6 * 

64 Tratados de Colombia, 311. Id. del Perú, III, 254. 



Nicaragua i Costa Rica. Abril 30 de 1858. Rivas. 
atado de paz, amistad, alianza ¡ comercio, preparato- 
1 de la unión centro-americana. 
Deseando consolidar sus relaciones i propender a su 
ion, para tener fuerza i poder contra toda extraña 
;res¡on, las dos Repúblicas ajustaron en la -ciudad de 
vas aquel tratado de 30 de abril, cuya aceptación de- 
in solicitar de las otras de Centro-América, i se obli- 
iron por él a procurar la reunión de una Dieta repre- 
ntativa de las cinco repúblicas. Sobre arbitraje, esti- 
llaron la cláusula compromisoria así: 
«Art. 25. En el caso supuesto en el artículo anterior 
e interrumpirse por cualquier causa las relaciones 
listosas de las partes), si la interrupción de la inteli- 
ic¡a i armonía entre las Repúblicas de Costa Rica i 
caragua fuese consiguiente a la infracción de alguno 
algunos de los artículos que comprende el presente 
■atado, se declara i establece que tal infracción no 
toriza represalias ní medidas hostiles, hasta que la 
irte ofendida explique sus ofensas; i, si no se considera 
tisfecha, las sujete al juicio imparcial de dos Estados 
: la Union Centro- Americana, nombrados uno por cada 
irte.» 6 5 

Ecuador i Perú. Enero 25 de 1860. Guayaquil. Tra- 
do de paz, amistad i alianza contra cualquiera agresión. 
«Art. 23. Con el importante objeto de prevenir i ha- 
r mas difícil e imposible la guerra entre el Perú i 
;uador, convienen en que ninguna de estas dos nacio- 
¡s hará uso de sus armas contra la otra, sin que antes 
iya demandado justicia del Gobierno de quien hubiese 
cíbido la queja o agravio, i sin que la desavenencia 
¡ someta a la decisión de una potencia neutral.» 6fl 

H Tratados de Costa Rica, II, 151.— « Tratados del Perú, V, 295. 
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Nicaragua i Costa Rica. Marzo 7 de 1861. Managua. 
Tratado de alianza i unión i representación común. 

Este tratado, que debía también ser presentado a las 
otras repúblicas de Centro-América para los efectos de 
su adhesión, creaba, con el fin de uniformar la política 
exterior de las partes contratantes, un Consejo compues- 
to de un delegado de cada una. Principalmente en caso 
de guerra exterior, tenia aquel Consejo importantes i 
variadas atribuciones, i siempre, las de un tribunal arbi- 
tral. A este respecto, el tratado disponía: 

«Art. 5. Suscitándose diferencias entre las Repúbli- 
cas aliadas, se abstendrán de toda via de hecho, i las 
someterán a la decisión del Consejo, que en semejantes 
casos tendrá el carácter de tribunal arbitral: el primer 
acto del tribunal, en cada caso, será el nombramiento 
de un tercero en discordia. » 6 7 

Guatemala i Nicaragua. Septiembre 20 de 1862. 

Guatemala. Tratado de paz, amistad i comercio. 

«Art. 7. Ambas Repúblicas convienen en que en 
ningún caso se harán la guerra; i si ocurriere alguna di- 
ferencia, se darán previamente las explicaciones debi- 
das, recurriendo en todo evento, caso que no puedan 
avenirse, al arbitramento de algún Gobierno de nación 
amiga.» 68 

La precedente estipulación fué literalmente reprodu- 
cida en el art. 2. del nuevo tratado celebrado entre las 
mismas partes en Guatemala, el 13 de febrero de 1874. 

Bolivia i Perú. Noviembre 5 de 1863. Lima. Trata- 
do de paz i amistad. 

«Art. 27. Las Repúblicas de Bolivia i del Perú, obe- 
deciendo a sus comunes antecedentes sociales, a las exi- 

67 Tratados de Costa Rica, II, 161. — 68 Tratados de Guatemala, 543 i 546. 
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encias de la actualidad i a los principios que deben re- 
ir en todos los pueblos de América, declaran: que 
as cuestiones que pudieran desgraciadamente suscitarse 
entre ellas, bien sea por la mala intelijencia de alguno de 
los artículos del presente Tratado, o por cualquier otro 
motivo, no se decidirán jamas por la fuerza armada. De- 
claran: que la guerra no será el medio de hacerse recí- 
proca justicia, ni de obligarse al cumplimiento de este 
Tratado ni de los que en adelante se celebren; i en el 
caso de que desgraciadamente llegase a interrumpirse 
la buena armonía que existe i que procurarán conservar 
por todos los medios posibles, se dirijirán una exposi- 
ción fundada que contenga las exijencias de la una con- 
tra la otra; i, si ni así se obtuviese la debida reparación, 
convienen desde ahora en someter la decisión de las dife- 
rencias que sobrevinieren, al arbitraje de alguno de los 
Gobiernos de éste o del otro continente; si no pudiesen 
convenir en cuanto a la elección de arbitro, cada una de 
las Repúblicas designará el suyo para que ambos arbitros 
resuelvan la cuestión i escojan el tercero dirimente que, 
en caso de discordia, ponga término a ella. 

«Se obligan solemnemente desde ahora las dos Altas 
Partes Contratantes, bajo la garantía del honor nacio- 
nal, a cumplir la resolución arbitral sin oponer excepción 
alguna. » 6 9 

Costa Rica i Colombia. Marzo 30 de 1865. Bogotá. 

Tratado de amistad, comercio i navegación. 

«Art. 14. Si en algún tiempo se interrumpen las 
amistosas relaciones entre las dos Repúblicas, niguna 
de ellas podrá hacer la guerra a la otra, ni ejecutar 
actos de hostilidad sin intentar previamente las vias di- 



69 Tratados de Bolivia, 146. Id. del Perú, II, 303. En esta última colec- 
ción, el articulo transcrito lleva el número 26, por haberse dejado sin apro- 
bación en ambos paises uno de los articulos anteriores de aquel tratado de 
1863, cuyas ratificaciones se canjearon en Lima el 21 de enero de 1865, 
últimos dias del mencionado congreso americano reunido en aquella ciudad. 
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plomáticas. Agotadas éstas, será obligatorio nombrar 
un arbitro a quien le sea sometida la cuestión, i solo en 
el caso de no hacerlo, o de no cumplir con la decisión 
de éste, la República que se repute ofendida podrá 
obrar libremente.» 7° 

Chile > Ecuador i Solivia. Mayo 16 de 1867. Lima. 
Tratado sobre principios de derecho público. 

Ligadas por el tratado de alianza de 5 de diciembre 
de 1865, celebrado entre Chile i el Perú para repeler la 
agresión española, al cual se adhirieron poco después 
el Ecuador i Bolivia, las cuatro repúblicas quisieron apro- 
vechar de las circunstancias para constituir i estrechar 
de una manera permanente sus íntimas relaciones, a la 
sazón existentes, después del bombardeo de Valparaíso 
i combate del Callao, con que la escuadra española se 
despidió del Pacífico. 

Con aquel fin, los representantes de Chile, Ecuador i 
Bolivia en Lima firmaron allí, el mismo dia, amas de una 
convención diplomática i consular, el citado tratado tri- 
partido sobre principios de derecho público internacio- 
nal, que hace recordar los de unión i confederación ame- 
ricanas, antes mencionados. En él se establecía lo si- 
guiente, en orden a la adopción del arbitraje como me- 
dio jeneraí i permanente de dirimir las cuestiones que 
en lo futuro pudieran suscitarse entre los aliados: 

«Art. 11. Las Repúblicas Contratantes,^ obedeciendo 
a sus antecedentes sociales, a las exijencias de actuali- 
dad i a los principios que se proponen implantar en 
América, declaran: que todas las cuestiones que, con 
cualquier motivo, pudieran suscitarse entre* ellas, ya por 

7° Tratados de Costa Rica, I, 213. 

8 



— gó- 
mala intelijencia de algunos de los artículos del presente 
Tratado, ya por pretendidas infracciones del mismo, ya 
por ofensas, injurias o daños de que se quejase un Es- 
tado en contra de otro, o por disputa de límites, jamas re- 
currirán a las armas, i la guerra nunca será entre ellas el 
medio de hacerse justicia ni de obligarse al cumplimien- 
to de lo pactado. Así, dado que, por desgracia, lo que 
no es de esperar, llegase a interrumpirse la buena ar- 
monía que hoi existe entre ellas, se observará el si- 
guiente procedimiento: — Se dirijirán las Repúblicas en 
desacuerdo una exposicic . fundada que exprese las exi- 
jencias de cada cual i las razones en que las apoyen. 
Si por este medio no lograsen avenirse, buscarán los 
buenos oficios o la mediación de una de las otras. Si 
esta providencia no diese tampoco ningún resultado, se 
someterán al fallo inapelable de un arbitro. Cuando las 
naciones interesadas no puedan conw.jtr en el nombra- 
miento de arbitro, se hará éste por una Asamblea es- 
pecial de Plenipotenciarios ad hoc, nombrados por las 
tres naciones contratantes; Asamblea que se reunirá en 
el territorio de la República que designe aquella que 
primero hubiere solicitado el nombramiento. »7* 

Costa Rica i Nicaragua. Julio 30 de 1868. San José. 
Tratado de paz i amistad. 

«Art. i.° Habrá paz constante i amistad perpetua i 
sincera entre la República de Costa Rica i la República 
de Nicaragua. 

«Art. 2. De consiguiente, jamas, en ningún caso, di- 
chas Repúblicas se harán la guerra. Si ocurriere alguna 
diferencia entre ellas, se darán previamente las explica- 
ciones debidas, i si éstas no alcansaran a zanjar las di- 

71 Tratados del Perú, II, 360. Aquellos tratados tripartitos a que, «por cir- 
cunstancias transitorias,» no concurrió el Perú, fueron con lijeras modifica- 
ciones renovados entre el Perú, Chile i Bolivia, el 3 de octubre del mismo 
año de 1867, en Lima. Por lo demás, ni los primeros ni los últimos llegaron 
a ser ratificados. 
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ficultades i restablecer la buena intelijencia, ocurrirán 
en toda eventualidad al arbitramento del Gobierno de 
una nación amiga.» 72 

Perú i Colombia. Febrero 10 de 1870. Lima. Trata- 
do de amistad, comercio i navegación, celebrado en 
sustitución del análogo suscrito dos años antes en Bogotá. 

En el nuevo tratado de 1870 se estipula también el 
arbitraje jeneral i permanente con notables particulari- 
dades en orden al modo de proceder a la constitución 
del recurso i en orden a la designación del arbitro, el 
cual ha de ser elejido por la parte requerida, de entre 
varios presentados al efecto por la parte requiriente. 

«Art. 32. Las dos Repúblicas convienen en que, si 
desgraciadamente llegan a interrumpirse las relaciones de 
amistad entre ellas, no apelarán a las armas antes de ago- 
tar la via de negociación i en tanto que no se haya perdido 
la esperanza de obtener por ésta la satisfacción debida. 

«Cuando ocurriere aquel caso, el Gobierno que se 
crea agraviado después que se hagan valer las razones 
que le asisten, i solicitado inútilmente una justa avenen- 
cia, consignará en un manifiesto los fundamentos de su 
queja i lo presentará en el Despacho de Relaciones Ex- 
teriores del Gobierno a quien se impute la ofensa, anun- 
ciando la intención de someterla a la decisión de un 
tercero (de cinco Gobiernos que se designará) si antes 
de seis meses, contados desde el dia en que su manifies- 
to haya sido presentado, no se han dado las explicacio- 
nes satisfactorias sobre el punto o puntos que fueren 
motivos de queja. 

«El Gobierno a quien se impute la ofensa debe con- 
testar dentro de dichos seis meses, i terminará su expo- 
sición designando por su parte uno de los cinco Go- 
biernos propuestos, para que sirva de arbitro. 

7a Tratado de Costa R ; ca, I, 233. 
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«Si el Gobierno ofendido no se diere por satisfecho 
con las explicaciones del otro, ambos se dirijirán al de- 
signado por arbitro, sometiéndole, con las piezas justifi- 
cativas necesarias, la materia sobre que deba recaer la 
decisión. 

«Si el Gobierno acusado eludiere la propuesta de ar- 
bitramento o el nombramiento de arbitro, éste se elejirá 
por el actor de entre los cinco Gobiernos que designó 
primitivamente. 

«En jeneral, en todos los casos de controversia en que 
no puedan avenirse las dos Partes Contratantes por me- 
dio de las vias diplomáticas, acudirán a la decisión de 
un arbitro para arreglar pacífica i definitivamente sus 
diferencias; i no podrá ninguna de ellas declarar la gue- 
rra ni autorizar los actos de represalia contra la otra 
sino en el caso de que ésta rehuse someterse a la deci- 
sión arbitral de un Gobierno amigo, o cumplir la senten- 
cia dada por éste.» 73 

Perú i Solivia. Febrero 6 de 1873. Lima. Tratado 
secreto de alianza. — Chile provocó la publicidad de este 
tratado con motivo de su conflicto con Bolivia a princi- 
pios de 1879, de donde resultó la guerra del Pacífico, 
que aquél no pudo evitar por mas que, como se verá, 
invocó reiteradamente el arbitraje. Sobre éste, el Perú 
i Bolivia estipularon lo siguiente en aquel tratado: 

«Art. 8.° Las Altas Partes Contratantes se obligan 
también: i.° A emplear con preferencia, siempre que 
sea posible, todos los medios conciliatorios para evitar 
un rompimiento o para terminar la guerra, aunque el 
rompimiento haya tenido lugar, reputando entre ellos, 
como el mas efectivo, el arbitramento de una tercera 
potencia.» 74 

73 Tratados del Perú, III, 276. — 74 Tratados del Perú, II, 440. 
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Perú i República Arj entina. Marzo 9 de 1874. Bue- 
nos Aires. Tratado de amistad, comercio i navegación. 

El art. 33 reproduce en todas sus partes el art. 32, 
antes transcrito, del tratado de 10 de febrero de 1870 
entre el Perú i Colombia, en que los contratantes esti- 
pulan el arbitraje jeneral i permanente como medio de 
arreglar sus diferencias, elijiéndose arbitro de entre cinco 
gobiernos propuestos por el actor. 75 

Chile i Solivia. Agosto 6 de 1874. Sucre. Tratado 
que establecía la línea divisoria de los dos países i una 
comisión pericial para determinar la ubicación de ciertos 
lugares, caso de ponerse en duda, i eximia de nuevos o 
mayores impuestos, dentro de cierta zona, «las personas, 
industrias i capitales chilenos» (art. 4. ). 

Julio 6 de 1875. La Paz. Protocolo complementario, 

aclaratorio del tratado anterior. Dispuso: 

«Art. 2. Todas las cuestiones a que dieren lugar la 
intelijencia i ejecución del Tratado de 6 de agosto de 
1874 deberán someterse al arbitraje.» ? 6 

75 Tratados de la República Arjentina, 11,456. Id del Perú, II, 19. — 
76 Tratados de Chile,jII, 101 i 104. Excepcionalmente, nada pudo para 
evitar la guerra del Pacífico (1879-1884) la cláusula compromisoria del men- 
cionado pacto de 1875, cuyo cumplimiento pidió en vano Chile a Bolivia, 
como medio de solucionar el conflicto surjido entre ambos países por haber 
el último gravado con un nuevo impuesto la esportacion de salitres de la 
Compañía Chilena de Antofagasta i decretado en seguida la confiscación de 
bienes de ésta. Bolivia, ligada secretamente con el Perú por el referido tra- 
tado de 1873, i fiada en ello, rehusó tenazmente el arbitraje internacional, 
«exijido con insistencia i a todo trance» por parte de Chile, según el go- 
bierno mismo boliviano hubo de reconocerlo en su circular de 31 de marzo 
de 1879, si b' en creyendo justificar su negativa con solo calificar de pretexto 
la invocación del arbitraje por parte de Chile. El representante de este pais 
en Bolivia, antes de retirarse, habia pedido inútilmente, en nota de 8 de fe- 
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El Salvador i Guatemala. Mayo 8 de 1876. Santa 
..na. Tratado de paz ¡ amistad. 

«Art. 1 1 . Si alguno de los artículos de este Tratado 
íese de alguna manera violado o infrinjido, se estipula 
xpresamente que ninguna de las dos Partes Contra- 
intes ordenará o autorizará actos de represalia, ni de- 
arará la guerra sino es hasta que se hallen agotados 
>dos los medios pacíficos de satisfacción i avenimiento, 
stos medios serán la exposición en memorias de las 
fensas o daños, verificados con pruebas n testimonios 
jmpetentes presentados por el Gobierno que se crea 
graviado; i, si no se le diese la debida satisfacción, en- 
mces se someterá la decisión del asunto al arbitra- 
lento de alguno de los Gobiernos de Centro-América 
cualquiera del continente americano.» 

La estipulación anterior, reformatoria de otra análo- 
a contenida en un tratado concluido entre las mismas 
artes el 24 de enero de 1872, llegó a ser una fórmula 
s cláusula compromisoria jeneralmente adoptada en 
>s pactos subsiguientes celebrados entre las repúblicas 
;n tro- americanas. Así se la encuentra: en el de 20 de 
ilio de 1876, entre Guatemala i Cosía Jilea; en el de 31 
e marzo de 1 878, entre el Salvador i Honduras; en el de 
7 de noviembre de 1883, entre el Salvador i Nicara- 
•ta;en el de 27 de diciembre de 1883, entre Nicaragua 
Guatemala; en el 6 de mayo de 1885, renovación entre 



ero de aquel año, que el gobierno boliviano contestara francamenle si 
ceptaba o nó el arbitraje establecido en el pacto de 1875.J Todo lo cual 
idieron recordar, i recordaron sin contradicción, los representantes de 
lile en las conferencias de Arica, octubre de 1880, en presencia de los de 
ilivia i del Perú, alhdos, i de los de Estados Unidos de Norte América, 
ediadores. Véanse: Memoria de R. E., Santiago, 1879; ' Tratados del Pe - 
1, IV, 131-301. 
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él Salvador i Guatemala] i en el de 20 de octubre de 

1894, entre Nicaragua i Honduras, , 77 

Paraguay i Uruguay. Abril 20 de 1883. La Asunción. 

Tratado de paz, amistad i reconocimiento de deuda. 

«Art. 8.° Si, a pesar de los propósitos de que actual- 
mente se hallan animados los Gobiernos de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay i de la del Paraguay, tendentes 
a conservar i estrechar las relaciones de amistad feliz- 
mente existentes entre ambos, llegasen a surjir cuestio- 
nes de carácter grave i capaces de comprometer esas 
relaciones, objeto principal del presenta Tratado, en tal 
caso ambas Altas Partes Contratantes se obligan, antes 
de acudir a medios extremos, a someterlas a juicio arbi- 
tral de una o mas potencias amigas. »? 8 

Venezuela i el Salvador. Agosto 27 de 1883. Cara- 
cas. Tratado de amistad, comercio i navegación. 

«Art. 42. Las Altas Partes Contratantes se obligan so- 
lemnemente a arreglar todas sus diferencias por la via 
diplomática, sin ocurrir al empleo de las armas ni hosti- 
lizarse por ningún motivo; i todas las cuestiones de na- 
turaleza grave, capaces de producir la guerra, en que 
no puedan avenirse, las someterán al fallo inapelable 
de uno o mas arbitros nombrados de común acuerdo. 
Si ambos Gobiernos no se acordaren en la designación 
del arbitro, el ofendido propondrá al Gobierno a quien 
se disputa la ofensa una terna para que, en el término 
de seis meses contados desde el dia de la notificación, 
elija de ella el arbitro que deba resolver el conflicto. »?9 

Costa Rica i Nicaragua. Enero 19 de 1884. San 

José. Tratado de paz, amistad, comercio i extradición. 



77 Tratados de Guatemala, 507, 550, 587, 594 i 602. Id. del Salvador, 195, 
207 i 285. Id. de Costa Rica, I, 341. Romero Girón, Complemento citado, 1896, 
apéndice III, p. 454. — 78 Publicado por separado, Montevideo, 1883. — 
79 Tratados del Salvador, 320. 



- 9 6- 

« Art. i .° Habrá perfecta paz, perpetua i sincera amis- 
tad entre las Repúblicas de Costa Rica i Nicaragua. 

«Art. 2. En ningún caso Costa Rica i Nicaragua se 
harán la guerra. Si entre ellas llegare a surjir alguna 
diferencia, se darán las debidas explicaciones; i, no pu- 
diendo avenirse en el asunto ocurrido, adoptarán preci- 
sa e ineludiblemente para terminarlo el medio humani- 
tario i civilizado del arbitraje. 

«Art. 3. La designación del arbitro se hará en un 
convenio especial determinando la cuestión i el procedi- 
miento que en el juicio arbitral deba observar el ar- 
bitro. . . » 

Se agregaban a ese artículo 3. minuciosas disposicio- 
nes sobre la manera de designar el arbitro, por orden 
alfabético de las naciones hispano- americanas, en caso 
de desacuerdo de las partes; i sobre el procedimiento del 
nombrado, quien podría dentro del plazo señalado pro- 
nunciar su laudo con cualquier antecedente que por las 
dos partes o por una sola se le hubiere suministrado. 80 

En un tratado análogo concluido entre Costa Rica i 
el Salvador y el 28 de noviembre de 1885, se incluyeron 
los dos primeros artículos i solo el principio del tercero, 
antes transcrito, tomados del referido tratado de 1884 
entre Costa Rica i Nicaragua. 81 

Guatemala^ el Salvador i Honduras. Septiembre 1 2 

de 1885. Guatemala. Tratado de paz, amistad i comercio. 

«Art. 30. Si alguno de los artículos de este Tratado 
fuese violado o infrinjido, se estipula expresamente que 
ninguna de las Partes Contratantes ordenará o autori- 
zará actos de represalia. 

«Para todo caso de desavenencia, cualesquiera quesean 
los motivos, los tres Gobiernos estipulan solemnemente 
consagrar el arbitraje como medio necesario i civilizado 

8 ° Tratados de Costa Rica, II, 353. En un nuevo tratado suscrito entre 
las mismas partes el 9 de octubre de 1885 se eliminó el art. 3. del de 1884. 
Véase en la misma colección, II, 379. — 8l Tratados de Costa Rica, II, 309. 
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de evitar la guerra. Procurarán previamente poner en 
práctica todos los medios pacíficos de satisfacción i ave- 
nimiento. Estos medios serán: exposición, en memorias, 
de las ofensas o daños, verificados con pruebas o testi- 
monios competentes presentados por el Gobierno que 
se crea agraviado; i, si no se diesen las debidas explica- 
ciones i satisfacción, entonces, como queda estipulado, 
se someterá la decisión del asunto al arbitramento del 
Cuerpo Diplomático acreditado en Centro- América». 82 

Guatemala, Costa Rica, Honduras, Nicaragua i El 
Salvador. Febrero 16 de 1887. Tratado de paz i amistad. 

«Art. i.° Habrá paz perpetua i amistad leal i sincera 
entre las Repúblicas de Guatemala, Costa Rica, Hondu- 
ras, Nicaragua i El Salvador. 

«Si desgraciadamente ocurriere alguna diferencia en- 
tre dos o mas de dichas Repúblicas, procurarán termi- 
narla entre ellas de un modo amigable i fraternal; mas, 
si ese arreglo no se alcanzare, adoptarán precisa e 
ineludiblemente, para concluir la desavenencia, el medio 
del arbitraje. 

«I a fin de que el nombramiento de arbitro no pueda 
ser obstáculo nunca al cumplimiento de lo pactado, se 
estipula que si, cuatro meses después de publicada por 
uno de los Gobiernos contendientes, en su periódico ofi- 
cial, la nota en que exija al otro u otros la elección de 
arbitro, no se pusieren de acuerdo para la designación 
del Gobierno o persona que haya de llenar las funciones 
arbitrales, se sortearán tres de entre los Gobiernos de 
las naciones siguientes (orden alfabético): 

«Alemania, República Arjentina, Béljica, Chile, Espa- 
ña, Estados Unidos de América, Francia, Gran Bretaña, 
Méjico i Suiza. 

«El primero de los sorteados será el arbitro; si éste 
no aceptare, lo reemplazará el segundo; i, si ni éste se 
prestare a desempeñar el cargo, entrará como arbitro el 

8« Tratados de Guatemala, p. 434. 
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tercero de los sorteados, El sorteo se hará ante Repre- 
sentantes de las Partes en contienda, por Delegados de 
los otros Gobiernos Centro-Americanos, a los cuales 
puede requerir con ese objeto cualquiera de los conten- 
dientes. > 

Por un nuevo tratado concluido el 24 de noviembre 
de 1888 entre las mismas cinco repúblicas de Centro- 
América, se reiteró sustancialmente la anterior cláusula 
compromisoria. Lo mismo en tratados posteriores conclui- 
dos particularmente: entre Guatemala i El Salvador % el 1 5 
de noviembre de 1890, el cual restrinjió la absoluta je- 
neralidad del arbitraje, reproduciendo los arts. 2. , 3. i 
4. del plan, antes transcrito, adoptado en la referida con- 
ferencia panamericana de Washington aquel mismo año 
de 1890; entre El Salvador i Honduras, el 19 de enero 
de 1895; * entre Honduras i Guatemala, el 2 de marzo 
siguiente. 8 3 

Méjico i el Ecuador. Julio 10 de 1888. Washington. 
Tratado de amistad, comercio i navegación. 

«Art. 10. Vivamente interesadas las Partes Contra- 
tantes en evitar hasta la posibilidad de un conflicto en- 
tre ambas, convienen en estudiar i negociar un tratado 
que tenga por objeto establecer bases para someter a 
arbitramento, ya sea de comisarios nombrados por am- 
bas Partes, o de una o mas naciones amigas, las cues- 
tiones que desgraciadamente puedan suscitarse en lo 
futuro entre las dos Repúblicas, ya fuere sobre algún 
punto de desacuerdo respecto a alguna de las estipula- 
ciones de este Tratado, o ya sobre cualquier otro refe- 
rente a sus relaciones políticas o comerciales.» 8 4 

83 Tratados de Guatemala, 442 i 612. Id. de Costa Rica, II, 31 i 57. Ro- 
mero Girón, Complemento citado, apéndice III, 1896, pp. 385 i 392. — 
84 Publicado por separado en Méjico, 1890. 
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Ecuador i Costa Rica. Abril 19 de 1890. Washing 
ton. Tratado de amistad, comercio i navegación. 

«Art. i." Todas las cuestiones que se susciten entrt 
el Ecuador i Costa Rica, de cualquier naturaleza qu< 
sean, no obstante el celo que constantemente emplearár 
sus respectivos Gobiernos para evitarlas, i que no pu 
dieran arreglarse amistosamente, se someterán a arbí 
traje. En consecuencia, en ningún caso i por ningún mo 
tivo podrá declararse la guerra entre ambas naciones 

«Art. 2. La designación del arbitro, cuando llegue 
el caso, será hecha en una Convención especial, en h 
que también se determinarán claramente la cuestión er 
litijio i el procedimiento que en el juicio arbitral debí 
observarse.» 8 5 

Costa Rica i El Salvador. Noviembre 27 de 1890 
San José. Convención de alianza i adopción de principio! 
comunes de derecho público. 

«Art. 4. Costa Rica í El Salvador declaran asimismc 
bárbaro e inicuo el medio de la guerra para dirima 
cuestiones en que no esté directamente interesado el 
honor nacional. 

«Art. IO; Cuando una de las Partes Contratantes se 
considerare agraviada por la otra i ésta no le diere ex- 
plicación satisfactoria, la cuestión será dirimida por ur¡ 
arbitro nombrado por ambas Partes. 

«Si éstas, pasado un mes de suscitada la cuestión, 
no se hubiesen puesto de acuerdo en el nombramiento 
de arbitro, se entenderá nombrado en primer término ei 
Señor Presidente de los Estados Unidos de la América 
del Norte; si éste no aceptase el cargo, le sustituirá el 
de la República de Chile; i a éste, sí hubiera igual mo- 
tivo, el de la República Arjentina. 

*s Tratados de Costa Rica, II, 405. Es de observarseque este tratado fui 
firmado en Washington el mismo dia en que los firmantes concurrían a 
clausurar las sesiones del referido congreso o conferencia panamericana 
que acababa de adoptar el pian jeneral de arbitraje antes transcrito. 



II arbitro en el orden aquí designado que aceptare 
cera ¡ resolverá la cuestión que se le someta, ya 
i solicitud de ambas, ya de cualquiera de las Par- 
i su fallo será irrevocable.» 

i misma estipulación, con la misma designación de 
ros en el orden sucesivo indicado, aparecen consig- 
s: en el art. l,° del tratado de paz, unión i amistad 
¡rado en Tegucigalpa el 20 de enero de 1 89 1 entre 
1 Rica i Honduras 86 ; i en el art. i." del de 15 de 
3 de 1 895 entre Costa Rica i Guatemala.-»^ 
r éjico i El Salvador. Abril 24 de 1893. Méjico. Tra- 

de amistad, comercio i navegación. 
Vrt. i." Si desgraciadamente ocurriere entre las dos 
> Partes Contratantes alguna controversia o desa- 
nda, procurarán resolverla de un modo amigable i 
mal por la via diplomática; mas, si tal arreglo no 
canzare, no obstante el celo que emplearán sus 
;ctivos Gobiernos, ellas se comprometen formal i 
nnemente a terminar tal controversia por el medio 
sado del arbitraje, siempre que ella fuese suscepti- 
¡e resolverse por este medio. 

Jna vez hecha la designación del arbitro í aceptada 
íste, las Partes Contratantes ajustarán una conven- 
especial para fijar con precisión i claridad la cues- 
en lítijio i el procedimiento que en el juicio arbitral 

de observarse. 

ü no pudieran avenirse en los puntos que deba con- 
■ la referida convención, las Partes someterán todos 
suntos que juzgaren ütijiosos a la decisión del ár- 
, quien tendrá en este caso la facultad de fijar pre- 
ente los trámites del juicio arbitral. 
ii no hubiere acuerdo en el nombramiento del árbi- 
as Altas Partes Contratantes nombrarán comisiones 

'ratados de Costa Rica, II, 411 ¡ 415. — a 7 Romero Girón, Cotnpletntnte 
apéndice III, 1896, p. 475. 
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de arbitraje compuestas de uno o mas individuos, en 
número igual por cada Parte, a quienes se someterán 
las cuestiones en disputa i cuyo fallo definitivo será obli- 
gatorio para ambos Gobiernos. Los arbitros así desig- 
nados tendrán la facultad de nombrar un tercero en dis- 
cordia. 

«Art. 25. Las Altas Partes Contratantes se compro- 
meten expresamenre a que, si alguno o algunos de los 
artículos del presente Tratado fueren violados o infrin- 
jidos, ninguna de ellas dispondrá ni autorizará actos de 
represalia de ningún jénero. Las controversias que con 
tal motivo se suscitaren, serán resueltas de conformidad 
con los procedimientos (arbitrales) estipulados en el art. 
i.° de este Tratado.» 88 

Brasil i Bolivia. Julio 31 de 1896. Rio de Janeiro. 

Tratado de amistad, comercio i navegación. 

«Art. 35. Las Altas Partes Contratantes, en el since- 
ro empeño de mantener inalterables sus relaciones, con- 
cuerdan en que sean decididos por arbitraje, de confor- 
midad con los principios recomendados en la Conferen- 
cia Internacional de Washington (abril de 1890) i en el 
Reglamento aprobado por el Instituto de Derecho In- 
ternacional, en la sesión de la Haya en 1875, con ^ as 
modificaciones que en el porvenir fueren recomendadas 
por el mismo Instituto, todas las cuestiones que de hoi 
en adelante puedan sobrevenir entre las dos naciones, 
aún cuando provengan de hechos anteriores al presente 
Tratado.» 8 ? 

Colombia i Venezuela. Noviembre 21 de 1896. Bogo- 
tá. Tratado de paz, amistad i alianza. 

«Art. 9. Cualquiera desavenencia que llegare a sus- 
citarse entre las Partes Contratantes será resuelta por 
los medios conciliatorios que dicte la unión íntima a que 

88 Publicado por separado en Méjico, 1893. — 89 Memoria de Relaciones 
Exteriores de Bolivia, Sucre, 1896, p. 203. 



nprometen, sometiéndose la cuestión a la decisión 
a potencia arbitra, en el caso inesperado de que 
lenipotenciarios no obtuvieran el debido aveni- 
o.» 90 

búblicas de Centro- América entre sí (1872-1895). 
dos de paz i amistad, con bases para el restableci- 
o de la unión política. 

;uelta en 1 839 la República Federal de Centro- Amé- 
íunca han abandonado la idea de reconstituirla los 
Estados que la componían. Se han considerado 
miembros segregados de un mismo cuerpo político 
.1 o parcialmente, han repetido sus proyectos de 
>n, siempre frustrados por los celos o antagonis- 
>rovinc¡ales i por la imposibilidad de encontrar una 
la que, estableciendo la unión de todos, conserve 
ependencia i soberanía de cada uno. En diversos 
los concluidos al efecto entre todas o algunas de 
las repúblicas centro -americanas, se ha instituido 
utoridad común, consejo o dieta, a la cual han 
ado darla representación internacional de todas i 
ciones mas o menos extensas o restrinjidas. Entre 
siempre se han contado las propias de una corte 
al encargada de dirimir los conflictos que entre di- 
epúblicas se suscitasen; pero, es de observarse que 
es casos no se trataría propiamente de un arbitraje 
acíonal sino de una institución nacional. 
tratado de 1839 entre Guatemala i Nicaragua i el 
36 1 entre Nicaragua i Costa Rica, anteriormente 
onados, corresponden a aquel orden de ideas, lo 
d que los siguientes: 

jmero Girón, Complemento citado, apéndice V, 1897, p. 511. 
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Febrero 17 de i8y2. Union de Centro América. Entre 
Costa Rica, Honduras, Guatemala i El Salvador. 

«Art. 3. La conservación de la paz en las Repúbli- 
cas Centro-Americanas es un deber estricto de sus res- 
pectivos Gobiernos i pueblos, i las desavenencias que 
entre ellas se susciten, cualesquiera que sean los moti- 
vos, serán arregladas conciliatoriamente, interponiendo 
sus oficios los Gobiernos que no tuvieren parte en la 
cuestión; i, en caso de no haber avenimiento, se sujeta- 
rán al juicio arbitral de la autoridad centro-americana 
que se establezca, o al de un tribunal de arbitros com- 
puesto de Representantes de los Gobiernos centro-ame- 
ricanos neutrales. El Gobierno o Gobiernos que infrin- 
jieren este principio cometerán el delito de lesa nación 
centro-americana. 

«Art. 26. Los Gobiernos centro-americanos se com- 
prometen a llevar a cabo las estipulaciones del presente 
convenio en aquellos puntos que s~an o se consideren 
perentorios para la conservación de la paz erí Centro- 
América desde el momento del canje, proveyendo inme- 
diatamente a la formación del tribunal arbitral colectivo 
de que se habla en este pacto para que resuelva sobre 
las disidencias i dificultades contrarias a él, mientras apa- 
recen el Congreso Nacional i la Autoridad Centro-Ameri- 
cana que en lo sucesivo se encargarán de su desarrollo 
i ejecución. 

«Art. 28. Todas i cada una de las Repúblicas Centro- 
Americanas se obligan a plantear, sostener i cumplir 
todos i cada uno de los principios i estipulaciones con- 
tenidos en el presente Pacto; i cualquiera infracción de 
él, será objeto del juicio arbitral colectivo de los Go- 
biernos o de la Autoridad Nacional, comprometiéndose 
a cumplirlo i a hacerlo cumplir en su caso.»9 I 

Febrero 28 de 1876. Guatemala. Entre Costa Rica, 
Nicaragua, El Salvador, Honduras i Guatemala. 

9 1 Tratados de Costa Rica, II, n. 
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«Art. i.° Habrá una paz sólida e invariable i una amis- 
tad i alianza sinceras entre las cinco Repúblicas Centro- 
Americanas de Costa Rica, Nicaragua, El Salvador, Hon- 
duras i Guatemala. Si, lo que a la verdad no es de 
esperarse, desgraciadamente sobreviniere alguna cues- 
tión o dificultad entre dos o mas de las cinco Repúbli- 
cas, que amenace producir un rompimiento, los Gobier- 
nos respectivos se darán ante todo mutuas explicaciones 
i pondrán en práctica todos los medios conducentes a 
alejar el conflicto. 

«En caso de que estos medios no fueren bastantes a 
lograr ese fin, se comprometen a no hacerse jamas la 
guerra i a someter sus diferencias al arbitraje de las otras 
Repúblicas hermanas, dirijiéndoles los documentos jus- 
tificativos de su conducta, para que ellas, con pleno 
conocimiento de causa, propongan la manera de resol- 
verlas i, en su caso, declaren de parte de quien está la 
justicia; mas, si todas las Repúblicas estuvieren directa 
o indirectamente interesadas en el objeto de la cuestión, 
ésta, después de agotados todos los medios expresados 
para resolverla, será sometida al arbitraje de uno o mas 
Gobiernos amigos. »9 2 

Octubre 15 de i88g. San Salvador. Entre El Salvador, 
Guatemala, Costa Rica, Honduras i Nicaragua. 

En ese tratado, como base preliminar del restableci- 
miento de su unión política, procuraban primeramente 
las cinco repúblicas de Centro- América unificar su repre- 
sentación exterior, a fin de ser reconocidas i tratadas 
como una sola entidad ante las demás naciones. A este 
fin, creaban un solo poder ejecutivo nacional, asistido 
de un consejo jeneral de de delegados o dieta, con cuyo 
acuerdo debería proceder aquél. La cláusula compromi- 
soria decia así: 

9 a Tratados de Costa Rica, II, 23. 



- 105 - 

Art. 9. En ningún caso i por ningún motivo se harán 
. la guerra los diferentes Estados Centro-Americanos. Si 
entre ellos ocurriere alguna diferencia i no pudieren 
avenirse, no obstante la mediación del Ejecutivo Nacio- 
nal, adoptarán precisa e ineludiblemente, para terminar 
la dificultad, el medio civilizador i humanitario del 
arbitraje. Si no pudieren convenirse las Partes en el 
nombramiento del arbitro dentro de sesenta dias que 
les señalará el Presidente del Ejecutivo Nacional, la 
cuestión será sometida al arbitramento de los Delega- 
dos a la Dieta de los Estados que no tuvieren interés 
en la contienda, presididos por el Jefe del Ejecutivo Na- 
cional; i, si éste lo fuere de uno de los Estados interesa- 
dos, los Delegados que compongan aquel Tribunal 
elejirán entre ellos el que deba presidirlos.» 93 

Noviembre 16 de 1891. Managua. Entre Nicaragua i 
Costa Rica. 

Según ese tratado, que debia someterse a la adhesión 
de las otras repúblicas centro-americanas, Id dieta se 
compondría de un delegado por cada república i le co- 
rrespondería, en jeneral, formar planes adecuados a la 
unificación de lejislaciones (art. 10), i en particular, diri- 
mir las cuestiones que pudieran suscitarse entre ios go- 
biernos representados, «deseosos, según el preámbulo, 
de estrechar sus vínculos de fraternidad i de consolidar- 
los en un pacto que impida toda guerra entre dichas 
Repúblicas. » 

«Art. 4. Solo la conformidad de votos de los Dele- 
gados, en su mayoría por lo menos, produce en la Dieta 
decisión o acuerdo; i todo empate o cualquiera dificultad 
que impida una resolución categórica del Cuerpo, se 
vencerá por tercero en discordia, de nombramiento de 
la Dieta. 

93 Tratados de Guatemala, 478. 
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«Si para este nombramiento no hubiere mayoría, se 
sorteará el tercero, en sesión de la Dieta, entre los Pre- 
sidentes de las Repúblicas Centro-Americanas que no 
tengan interés en el asuntp, ni cuestión semejante con 
otro país. 

«Cuando el determinado por la suerte fuere de algu- 
na de las Repúblicas signatarias, su aceptación es obli- 
gatoria; mas, si por alguna causa quedare sin efecto el 
sorteo, se practicarán nuevos hasta que alguno sea 
eficaz. 

«No pudiendo obtenerse este resultado con los Pre- 
sidentes Centro-Americanos, el tercero en discordia será 
el Presidente de los Estados Unidos de Norte América 
o el de los Estados Unidos Mejicanos; i en su defecto, 
aquel de los Presidentes de las Repúblicas hispano-ame- 
ricanas que, designado por la suerte, admitiere el cargo. 

«Art. 8.° El ministerio cardinal de la Dieta es dirimir, 
en calidad de arbitro, toda cuestión de cualquiera clase 
e importancia que se suscite entre una República i otra 
u otras de las representadas en la Dieta, dado que los 
Gobiernos a quienes la diferencia incumba no hayan 
podido avenirse en una solución amigable i que alguno 
de ellos lo haga presente a la Dieta, la que entonces, 
sin pérdida de tiempo, tomará a su cargo el asunto: oirá 
a las partes interesadas que, dentro del prudente plazo 
que la Dieta fije, ocurran ante ella, por medio de ájente 
debidamente autorizado, a alegar su derecho, i decidirá 
a mayoría de votos lo que estime justo o equitativo.» 94 

Mayo 2j de 1892. San Salvador. Entre Guatemala, El 
Salvador, Honduras i Nicaragua. 

Creaba también, para la ejecución de los principios 
comunes adoptados, una delegación de los Estados o 
dieta centro-americana. Sobre arbitraje disponía: 

«Art. i.° Las Altas Partes Contratantes reconocen i 

94 Tratados de Costa Rica, II, 119. 
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se garantizan, como base de su derecho público interna- 
cional, los siguientes principios: ... 3. El arbitraje, co- 
mo único medio de dirimir o resolver todas las cuestio- 
nes o desavenencias que pudiesen suscitarse entre las 
Repúblicas signatarias, cualesquiera que sean su causa, 
naturaleza u objeto. 

«Art. 3. La Dieta Centro-Americana tiene las atribu- 
ciones siguientes: ... 2. a Dirimir, como arbitro, las cues- 
tiones que se le sometan, cuando no alcance la media- 
ción pacífica a poner término al conflicto. 

«Art. 7. Cuando los Gobiernos disidentes no quieran 
someter sus cuestiones al arbitraje de la Dieta Centro- 
Americana, la designación del arbitro, los términos de 
la cuestión i las reglas que deban observarse hasta el 
pronunciamiento del laudo, serán objeto de un Tratado 
especial. — Este Tratado deberá firmarse dentro del tér- 
mino de cuatro meses después de haberse hecho noto- 
rios los motivos de desacuerdo.» 95 

Junio 20 de 1895. Amapala. Entre El Salvador, Hon- 
duras i Nicaragua. 

Tratado de unión que, para el ejercicio de la sobe- 
ranía transeúnte, hizo de los tres Estados una sola enti- 
dad política, bajo la dirección de una dieta jeneral de 
tres miembros, con el nombre de República Mayor de 
Centro- América con que todavía subsiste. Estatuia: 

«Art. 7. En caso de que a la Dieta no fuere posible 
arreglar amistosamente la cuestión pendiente (entre las 
signatarias i cualquiera otra nación), ni obtener que se 
sujete a arbitramento, dará cuenta a todos los Gobier- 
nos, a fin de que, de conformidad con lo que la mayoría 
resuelva, acepte o declare la guerra, según proceda. 

«Art. 8.° Si desgraciadamente la cuestión se suscitare 
entre los Gobiernos signatarios, la Dieta se constituirá 

95 Tratados de Guatemala, 488. 
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en Tribunal para resolver la dificultad con vista de las 
pruebas i alegatos que le presenten los Gobiernos inte- 
resados. Pero, si alguno de éstos no se conformare con 
el laudo, estarán obligados a nombrar de común acuerdo 
un arbitro que la resuelva definitivamente con solo la 
vista de los antecedentes i resoluciones de la Dieta. 

«En caso de que no puedan ponerse de acuerdo para 
el nombramiento del arbitro, éste será designado por la 
Dieta, escojiéndolo entre los Presidentes de las demás 
Repúblicas americanas. »? 6 

El arbitraje en las Constituciones políticas. 

Tan jeneral i tan hondadamente ha penetrado en las 
repúblicas latino-americanas la idea del arbitraje como 
medio de solucionar jurídicamente sus diferencias, i tan 
eficaz al respecto han considerado aquéllas la cláusula 
compromisoria, que no se han limitado a insertarla en 
cien tratados ni se han satisfecho con votos parlamen- 
tarios que la recomendaran, como los que en otras par- 
tes se han producido en los últimos tiempos. 

En algunas de esas repúblicas, dicha cláusula ha sido 
objeto de disposiciones constitucionales que la imponen 
a los esfuerzos de los poderes públicos en la jestion de 
los pactos que concluyan con otras naciones, juzgán- 
dola particularmente adecuada a las condiciones i con- 
forme a la índole de las democracias americanas. 

El Brasil mismo, que bajo el réjimen imperial no habia 
dado fácil acojida al principio arbitral, lo adoptó sin res- 
tricciones en su primera constitución republicana, no au- 
torizando al Gobierno para declarar la guerra sino en el 

9 6 Romero Girón i García Moreno, Complemento citado, apéndice III, 
1896, p. 463. 
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caso de no tener lugar o no dar resultado el arbitraje. 
Venezuela. Constitución política de 1874: «Art. 112. 
En los tratados internacionales de comercio i amistad, 
se pondrá la cláusula de que «todas las diferencias entre 
las partes contratantes deberán decidirse, sin apelación 
a la guerra, por arbitramento de potencia o potencias 
amigas.» — Esta disposición ha sido literalmente repro- 
ducida después i figura en el art. 141 de la nueva cons- 
titución venezolana, de 21 de junio de 1893. 

Ecuador. Constitución de 31 de marzo de 1878: «Art. 
i 1 6. En toda negociación para celebrar tratados inter- 
nacionales de amistad i comercio, se propondrá que las 
diferencias entre las partes contratantes deban deci- 
dirse por arbitramento de potencia o potencias amigas, 
sin apelar a la guerra.» 

Santo Domingo. Constitución de 20 de mayo de 1880: 
«Art. 97. Los poderes encargados por esta Constitu- 
ción de declarar la guerra, no deberán hacerlo sin antes 
proponer el arbitramento de una o mas potencias ami- 
gas. Para afirmar este principio, deberá introducirse en 
todos los tratados internacionales que celebre la Repú- 
blica, esta cláusula: «Todas las diferencias que pudieran 
suscitarse entre las partes contratantes, deberán ser so- 
metidas al arbitramento de una o mas naciones amigas, 
antes de apelar a la guerra.» 

Estados Unidos del Brasil. Constitución de 24 de fe- 
brero de 1 89 1: «Art. 34. Compete privativamente al 
Congreso Nacional:.. 1 1°. Autorizar al Gobierno para que 
declare la guerra, si no tuviere lugar o no diere resul- 
tado el arbitraje, i para hacer la paz». — Solo en estos 
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términos compete al Presidente de la República decla- 
rar la guerra, según el art. 48, núm. 7. de la misma 
Constitución. 

República Mayor de Centro- América. Tratado de Ama- 
pala, antes mencionado, concluido el 20 de junio de 1895 
entre El Salvador, Honduras i Nicaragua, en el cual se 
establecieron las bases constitutivas de la unión de 
dichas repúblicas, con aquella denominación i bajo la 
dirección suprema de una dieta común: «Art. 4. inciso 
2. En todo tratado de amistad que la Dieta celebre, 
consignará expresamente la cláusula de que todas las 
cuestiones que se susciten serán resueltas, ineludible- 
mente i sin excepción, por medio de arbitramento.» 



V 



CASOS VARIOS DE ARBITRAJE 

En los dos primeros tercios de este siglo, antes del 
caso del Alábanla, rara vez se solucionaron por arbi- 
traje las cuestiones internacionales en que eran parte los 
Estados latino-americanos. 

Desde su oríjen, como queda demostrado, introduje- 
ron jeneralmente aquéllos la cláusula compromisoria en 
los pactos que entre ellos ajustaban, i por excepción, 
lograron también insertarla en los que concluían con los 
Estados Unidos de la América del Norte o con los Es- 
tados europeos; pero, con esa cláusula o sin ella, pocas 
veces llegó a constituirse entre ellos el compromiso. Las 
cuestiones se han solucionado: en ocasiones, por la gue- 
rra; mas comunmente, por avenimiento de las partes, 
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cuando éstas eran latino-americanas; de ordinario, por 
cesión a la fuerza, que ha sido lo mas jeneral, cuando 
alguno de aquellos débiles Estados se ha visto estre- 
chado por alguna gran potencia, ante cuyas amenazas o 
actos de apremio ha tenido que someterse. 

Entre latino-americanos i europeos (considerados co- 
mo éstos para el caso los anglo-americanos), los arbi- 
trajes han sido algo mas frecuentes en los últimos tiem- 
pos, pero no mas variados. Con excepción de uno que 
otro caso afectante a las relaciones directas de los Es- 
tados, las cuestiones sometidas por ellos a la decisión 
arbitral han versado sobre reclamaciones pecuniarias sos- 
tenidas en favor de determinados subditos, que se han 
dicho ofendidos en sus personas o perjudicados en sus 
intereses por obra de los ajenies del gobierno en cuyo 
país .estaban establecidos. 

Otras veces, con ocasión de guerra o disturbios civi- 
les, tales reclamaciones han constituido grupos mas o 
menos numerosos, i se ha acostumbrado fundarlas prin- 
cipalmente imputando neglijencia a las autoridades en 
impedir los daños causados por excesos de milicianos 
dispersos o de populacho alzado. 

Para esos casos nacieron i se han multiplicado en 
América los tribunales arbitrales internacionales deno- 
minados comisiones mixtas; clase particular del orden 
judicial, llamada primitivamente a suplir la falta de ga- 
rantía que en el primer período de organización de las 
nuevas repúblicas debieron naturalmente ofrecer sus 
tribunales ordinarios, nacidos muchas veces de gobier- 
nos irregulares. Tales comisiones, constituidas por los 
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interesados mismos, a virtud de convenciones jeneral- 
mente unilaterales i para fallar reclamaciones de cual- 
quiera especie, deducidas a veces a posteriori^ se han 
prestado a los mayores abusos. La tendencia del dere- 
cho, que va afianzando en la conciencia de los pueblos 
el procedimiento arbitral ordinario para la jeneralidad de 
las cuestiones internacionales, conduce a la desaparición 
de aquellas comisiones, contra las cuales no han dejado 
de protestar los paises latino-americanos, rechazándolas 
por resultar ellas medio inadecuado para resolver recla- 
maciones de particulares, de carácter meramente judicial, 
que por su naturaleza corresponden a los tribunales 
ordinarios, siendo en ellos legalmente admisibles. 

Todo concurre a ese resultado: por una parte, el pro- 
greso de la cultura jeneral i la consolidación de un orden 
regular de gobierno debilitan cada día mas las primiti- 
vas razones de existencia de aquella jurisdicción excep- 
cional; i por otra parte, la incorrección de los procedi- 
mientos i la arbitrariedad de las resoluciones de las 
dichas comisiones mixtas, quitando mucho a la moral sin 
dar cosa que valga a la jurisprudencia, han aumentado 
la resistencia a ese odioso sistema en términos de que, 
llegado el caso, los gobiernos latino-americanos han pre- 
ferido muchas veces, antes que aceptarlo, ceder a la 
imposición de grandes potencias, pagando directamente 
cantidades convenidas a título de indemnización a los 
particulares reclamantes. 

La tendencia jurídica favorable a la desaparición de 
aquel réjimen, se manifiesta positivamente en muchos 
de los tratados concluidos entre Estados europeos i Es- 
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tados latino-americanos, a semejanza de otros celebra- 
dos por éstos entre sí. En muchos de esos tratados con- 
cluidos en los últimos tiempos se ha introducido una 
cláusula especial, a virtud de la cual los gobiernos se 
obligan a no insistir por la via diplomática en patrocinar 
reclamaciones de particulares no acojidas por el go- 
bierno reclamado, dejando espedita a los reclamantes la 
via de la justicia ordinaria, sin odiosos privilejios. 97 

En el estrecho campo de las relaciones internaciona- 
les cultivadas entre los Estados latino-americanos i los 
Estados europeos, casi no caben entre ellos otras cues- 
tiones susceptibles de arbitraje que las indicadas, refe- 
rentes a los intereses comerciales i a la protección de 

97 De esos progresistas tratados, el último ha sido tal vez el celebrado en 
Santiago, entre Chile i España, en agosto 29 de 1896 (Memoria de R. E. y 
Santiago, 1897, p. 248). En cuanto a los casos de comisiones mixtas, que 
por si solas darian materia para algunos volúmenes, no tienen lugar en estas 
notas. Una idea de lo que han sido i de los escándalos que han provocado, 
pueden los europeos formarse leyéndola comunicación de Seijas insertada en 
el Annuaire de I Instituí de Droit International, 189^ sesión de Hamburgo. 
Tales comisiones han sido por algunos llamadas americanas porque fue- 
ron los Estados Unidos de la América del Norte sus introductores para ser- 
vir con ellas a las reclamaciones de particulares, las cuales aquéllos fueron 
los primeros en deducir i parecen dispuestos a ser los últimos en abando- 
nar, imponiéndolas hasta ahora sistemáticamente. De las referidas conven- 
ciones arbitrales sobre establecimiento de comisiones mixtas ha celebra- 
do Chile: de 1882 a 1886, con Francia, Italia, Gran Bretaña, Alemania, Bél- 
jica, Austria-Hungria i Suiza, después de la guerra del Pacifico; en 1892, con 
los Estados Unidos, después de la revolución de 1891; i de 1893 a 1896, con 
Gran Bretaña, Francia i Suecia-Noruega. Las celebradas con Italia i Gran 
Bretaña funcionaron en Santiago, terminando las dos primeras por transac- 
ción entre los gobiernos, tras de enojosas disidencias entre los arbitros, a que 
el sistema es ocasionado, ademas. La celebrada con los Estados Unidos fun- 
cionó en Washington. Todas las otras quedaron sin efecto por arreglo directo 
entre los gobiernos contratantes. • . . . . 

10 



— 114 — 

los nacionales. No sucede lo mismo entre unos i otros 
de aquellos Estados latino-americanos, principalmente 
entre los colindantes. El trato diario a que da lugar la 
vecindad misma, i la multiplicidad de intereses, muchas 
veces diverjentes o encontrados, que de sus respectivas 
situaciones se derivan, suscitan entre aquellos Estados 
frecuentes conflictos, que de súbito apasionan en alto 
grado, pero que luego terminan jeneralmente por un 
amigable avenimiento. Sus casos arbitrales, si bien sue- 
len versar sobre actos ofensivos i puntos tocantes a la 
soberanía, revistiendo, por lo tanto, mayor importancia, 
han sido menos frecuentes que los casos, no tan graves, 
ocurridos entre ellos i los europeos. 

Todo, sin contar las cuestiones de límites, las cuales 
han llegado a constituir una especialidad americana. 

Entre latino-americanos i europeos. 

Méjico i Francia. — Marzo 9 de 1839. Veracruz. Tra- 
tado i convención adicional de paz i arbitraje. Presas i 
daños a las personas. 

Negándose por el gobierno de Méjico ciertas indem- 
nizaciones reclamadas por el de Francia a nombre de 
subditos de éste que se decían perjudicados con motivo 
de revueltas civiles en aquella república, se produjo 
ruptura de relaciones, seguida de hostilidades entre am- 
bos países. Una escuadra francesa bloqueó a Veracruz, i 
primeramente embargó i después capturó ciertos buques 
mejicanos. La república declaró la guerra i expulsó de 
su territorio a los residentes franceses. Dicha escuadra 
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bombardeó i tomó la fortaleza de San Juan de Ulúa, 
frente a aquel puerto (1838). 

La lejitimidad o ¡lejitimidad de aquellos actos i, en 
consecuencia, las responsabilidades que de ellos podian 
derivarse, dieron lugar en los arreglos para la paz a 
cuestiones que por los mencionados pactos se convino 
en someter al arbitraje de una tercera potencia. 

Por acuerdo posterior, comunicado por notas diriji- 
das al gobierno inglés, se confirió el cargo de arbitro a 
S. M. B. Aceptado aquél, la reina Victoria dictó, con 
fecha 1 .° de agosto de 1 844, una brevísima sentencia, 
por la cual puso término a dichas cuestiones declarando 
lejímos los actos ejecutados por una i otra parte, i sin 
lugar, en consecuencia, las restituciones o indemnizacio- 
nes recíprocamente reclamadas. Así lo dispuso, sin en- 
trar en exposición de antecedentes o alegaciones i sin 
mas que considerar que, a su juicio de arbitro, todo se 
habia pasado hallándose los dos países en verdadero 
estado de guerra.9 8 

Venezuela i Holanda. — Agosto 5 de 1857. Caracas. 
Convención de arbitraje sobre el dominio de la isla de 
Aves, oriente de Curazao. 

«Art. i.° La cuestión del derecho de dominio i sobe- 
ranía en la isla de Aves será sometida al arbitramento 
de una potencia amiga, previamente escojida de común 
acuerdo. » 

Por convenio posterior, comunicado por notas diriji- 
das al gobierno español, se confirió el cargo de arbitro a 
S. M. C. En ese carácter, la reina de España, Doña Isa- 

9 8 Tratados de Méjico, I, 415-425. 



dirimió la cuestión por sentencia motivada de 30 
io de 1865, en la cual declaró, conforme con el 
r del Consejo de Ministros i después de oído el 
en del Consejo de Estado, que la propiedad de 
*n cuestión correspondía a Venezuela, quedando a 
de ésta , cierta indemnización a favor de los pes- 
s holandeses.^ 

é i los Estados Unidos de Norte América. No- 
e 10 de 1858. Santiago. Convención de arbitraje 
:aptura de plata procedente de la venta del carga- 
del bergantín Macedonian, 

permiso especial del virei español del Perú, con- 
mediante el pago de cierta cantidad de dinero que 
iebia invertir en la guerra contra Chile, el Mace- 
trajo de Cantón al Perú mercaderías pertene- 
, en todo o en parte, a subditos españoles; ¡, 
encontrara aquel país invadido por la expedición 
jora enviada a él por Chile, i bloqueado por la 
ra chilena el puerto del Callao, el bergantín se 
con nuevo permiso al puerto de Arica i vendió 
te de su cargamento, cuyo precio, ascendente a 
a de 70,400 pesos en plata acuñada o en barra, 
litido al interior, a la ciudad de Arequipa. Durante 
:, en el lugar de Sitaría, el 9 de mayo de 18-21, 
valor fué tomado por una partida militar desta- 
e la escuadra chilena, que cruzaba entonces por 
ta, a las órdenes de su více-almírante lord Co- 
, a quien se entregó la plata. 

ados de Venezuela, colección cilada, 86. Seijas, obra citada, IV, 
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A los veinte años, en 1841, vino por primera vez a 
iniciar reclamación con aquel motivo el gobierno de 
Washington. Después de larga discusión sobre la lejiti- 
midad o ilejitimidad de la captura, ambos gobiernos, 
que desde 1848 aceptaron la idea del arbitraje, convi- 
nieron «en nombrar a S. M. el Rei de los Belgas para 
que, como arbitro, decidiera con plenos poderes i proce- 
diendo ex cequo et bono», sobre si era o nó justo, en todo 
o en parte, el reclamo, i sobre la cantidad que, en caso 
de la afirmativa, deberia Chile pagar como indemnización, 
procediéndose de la misma manera respecto de intere- 
ses. El fallo debia pronunciarse en vista de la corres- 
pondencia cambiada, de las pruebas presentadas i de un 
memorial de cada parte. 

Sentencia del rei Leopoldo de Béljica, expedida el 
15 de mayo de 1853. Sin atender a otra circunstancia 
que a la de tratarse de propiedad privada capturada 
en tierra, aceptó en su parte principal la reclamación, 
declarando: que Chile debia pagar, como correspon- 
dientes a ciudadanos americanos, solo tres quintos del 
capital reclamado, o sea, 42.240 pesos o dollars; i que 
debia pagar esa suma con intereses a razón del. 6% al 
año, pero solo desde que se inició la reclamación en 
1 84 1, i hasta que las partes estuvieron de acuerdo sobre 
la necesidad de un arbitraje en 1848. Los otros dos 
quintos correspondían a negociantes españoles asociados 
a la empresa del bergartin norte-americano. 100 

100 Tratados de Chile, recopilación citada, I, 293. Pieces principales de 
la correspondence échangée entre les Ministres du Chili et des Etats-Unis 
a^Amérique, Bruxelles, 1861. La sentencia, en la Memoria de R. E. de Chile, 
Santiago, 1863, p. 65. 



Brasil i Gran Bretaña. 1862. Por ofensas a la ma- 
1. A consecuencia de un atropello a la policía brasilera 

barrio de la Tijuca, tres oficiales del buque de S. 
B. la Forte, desembarcados sin uniforme en Rio de 
eíro, fueron arrestados el 17 de junio de aquel año, 
estado de embriaguez, según el parte de policía, 
ígo que se verificó la verdadera condición de aqué- 
, fueron tratados con toda consideración i puestos 
uídamente en libertad; no obstante esto, el gobierno 
les insistió en pedir satisfacción, produciéndose un 
flicto que llegó a tomar proporciones alarmantes. 
Vunque el caso no era, como los anteriormente enu- 
■ados, de indemnización pecuniaria por razón de per- 
ios, verdaderos o supuestos, sufridos por particulares; 
que él afectaba el honor o el decoro de la marina 
ánica, fué el mismo año sometido a la decisión arbi- 

del rei de los belgas. Por sentencia de iS de junio 
1863, favorable al Brasil, el rei Leopoldo declaró 
: en la manera como las leyes brasileras habian sido 
cadas a los oficiales ingleses no había habido ofensa 
1 marina británica. 101 

°erú i Estados Unidos de Norte América. Diciem- 
20 de 1862. Captura de los buques anglo-ameri- 
os Lizzie Thompson i Georgiana. 
'or convención de aquella fecha, se sometieron al 
itraje del rei de los belgas las reclamaciones de los 
ládanos perjudicados por la captura; pero, el rei Leo- 

Apontamentospara o direito internacional ou collecyio completa dos tratados 
radospelo Brasil, por Antonio Pereira Pinto (Rio de Janeiro, 1864-1869, 
1.), IV, 376. 
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poldo no aceptó el cargo. — En dos convenciones subsi- 
guientes (1863 i 1868) las partes crearon comisiones ar- 
bitrales para la solución de sus dificultades. 102 

Perú i Gran Bretaña. 1864. Indemnización por 
prisión i expulsión de subdito. A consecuencia de un 
atentado contra la vida del presidente del Perú, jeneral 
Castilla, en 1860, se instruyó un largo proceso, del cual 
resultaron sospechas contra el capitán inglés White. Des- 
pués de algunos meses de prisión, i a falta de suficiente 
o plena prueba, aquél fué libertado de la prisión, pero 
obligado a salir del Perú. 

El gobierno inglés reclamó por todo ello para su sub- 
dito una indemnización de 4.500 libras esterlinas. La 
cuestión fué finalmente sometida a la decisión arbitral 
del Senado de Hamburgo, el cual declaró, por sentencia 
de 12 de abril de 1864, inadmisible la reclamación, con- 
siderando regular i conforme a las leyes del país el pro- 
cedimiento seguido por los tribunales peruanos. 

República Arj entina i Gran Bretaña. Julio 15 de 
1864. Buenos Aires. Protocolo de arbitraje sobre per- 
juicios reclamados por clausura del puerto de Buenos 
Aires a seis buques ingleses de la marina mercante, que 
habían tocado en Montevideo, cuyo bloqueo tenia esta- 
blecido el gobierno arjentino. 

Enero 18 de 1865. Buenos Aires. Protocolo por el 
cual, de común acuerdo, las partes contratantes elijieron 
al presidente de Chile arbitro para decidir la cuestión 
mencionada en el protocolo precedente. 

ios W. B. Lawrence, en la Rertue de Droit International, Bruxelles, 1874, 
t. V, p. 126. 



Por sentencia de i." de agosto de 1870, el Presidente 
la República de Chile, don José Joaquín Pérez, de 
lerdo con el voto motivado de la Corte Suprema de 
e pais, declaró que el gobierno arjentino no estaba 
¡gado a indemnizar los perjuicios reclamados por los 
pectivos subditos británicos. 

A lo cual se referia el ministro arjentino en Chile, D. 
lix Frías, en 1871, diciendoa su gobierno: 
«El señor presidente de esta República se dignó 
inundar su fallo en el asunto que los gobiernos de S. 
B. i de la República Arjentina sometieron a su deci- 
n, como juez arbitro; i seria ciertamente de desear 
2 en adelante los pueblos americanos recurrieran a 
e medio elevado i noble de poner término a las cues- 
les que los dividen i de evitar los conflictos que pu- 
ran ellos suscitar». '°i 

Brasil i Gran Bretaña. Abril 22 de 1873. Rio de 
leiro. Acuerdo de arbitraje sobre reclamaciones por 
to de servicios. 

El subdito inglés conde de Dundonald reclamaba del 
bierno del Brasil diversas cantidades, como hijo del 
ebre marino lord Cochrane, por derechos que éste 
}ia adquirido sirviendo a aquel pais en la guerra de 
independencia contra el Portugal (1823-1825), como 
co antes había servido en el Pacífico comandando la 
cuadra chilena en la guerra de independencia de Chile 
el Perú contra España. 
Desde 1869, la reclamación fué patrocinada por el 

'3 Tratados de la República Arjentina, colección citada, II, 36. Memoria 
í. E., Buenos Aires, 1871, p. 68. 
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gobierno inglés, i a propuesta del mismo, se celebró el 
citado acuerdo de arbitraje. Los representantes diplo- 
máticos de Italia i de los Estados Unidos de Norte Amé- 
rica en Rio de Janeiro fueron designados arbitros, con 
facultades de designar un tercero en discordia; i por 
sentencia pronunciada de común acuerdo el 6 de octubre 
de 1873, admitieron ciertos puntos de la reclamación i 
declararon que por ellos debia el gobierno del Brasil 
entregar al conde Dundonald, como representante del 
finado almirante lord Cochrane^ la suma de 38.675 libras 
esterlinas, quedando con esto pagado todo crédito a 
favor del mismo a título de «sueldos, cuota-parte de 
presas, o a otro título cualquiera proviniente de los ser- 
vicios prestados por lord Cochrane a dicho gobierno.» I0 4 

Chile i los Estados Unidos de Norte América. — Di- 
ciembre 6 de 1873. Santiago. Protocolo de arbitraje 
sobre indemnización por detención del Good Return. 

En 1832 las autoridades chilenas del puerto de Tal- 
cahuano detuvieron allí algún tiempo el buque ballenero 
norte-americano Good Return, por sospechas de ha- 
ber violado las leyes aduaneras de la república. Con 
este motivo, se suscitó entre el gobierno de Chile i el 
de los Estados Unidos una prolongada discusión, la cual 
terminó por el sometimiento de la cuestión al juicio de 
arbitros, como Chile lo había antes propuesto, declaran- 
do que: «aceptaba con placer la idea del arbitraje, que 
ha considerado siempre como el único medio justo, legal 
¡ lójico de zanjar todas las dificultades internacionales.» 

En consecuencia, ambas partes convinieron en nom- 

xo 4 Relatorio dos Negocios Estrangeiros, Rio de Janeiro, 1874, P- 4 3 6. 
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brar al Señor Levenhagen, ministro residente del im- 
perio alemán en Chile, «para que, como arbitro arbitrador 
i ariiigable componedor, decidiera con plenos poderes, 
procediendo ex cequo et 6ono y » sobre si era o nó justo, en 
todo o en parte, el reclamo, i sobre la cantidad que, en 
caso de la afirmativa, debería Chile pagar como indemni- 
zación, procediéndose de la misma manera respecto de 
intereses i clase de moneda. I0 5 

Perú i Japón. Junio 25 de 1875. Tokio. Protocolo 
de arbitraje sobre reclamación de perjuicios por deten- 
ción de buques i arresto del capitán. 

Procedente de Macao con 225 coolíes contratados 
como trabajadores para el Perú, tocó de arribada en un 
puerto del Japón el 10 de julio de 1872 la barca perua- 
na Marta Luz. Algunos de los coolíes se escaparon a 
tierra; i, como se dijera que en jeneral eran llevados por 
la fuerza i tratados cruelmente a bordo, las autoridades 
japonesas ordenaron el proceso del capitán, el desem- 
barco de los coolíes i la detención del buque, que mas 
tarde fué vendido para evitar gastos, depositándose el 
precio líquido a favor de los dueños o interesados. 

Deducida reclamación de perjuicios por parte del Perú 

i sostenida por parte del Japón su irresponsabilidad por 

procedimientos que consideraba ajustados a derecho, la 

. cuestión fué deferida al emperador de Rusia, designado 

105 Tratados de Chile, recopilación citada, 81. Por impedimento del Sr. 
Levenhagen, fué nombrado arbitro en 1874 e l conde de Sanminiatelli, en- 
cargado de negocios de Italia en Chile; pero, no llegó a dictarse sentencia 
por haberse transijido la cuestión, como en el caso, enteramente análogo, de 
la fragata Franklin. Véanse: Boletín délas Leyes, 1859, *• XXVIII, p. 74; i 
Memoria de R. E. y 1875, p. XXI. Chile tuvo que pagar 18.229 pesos. 
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al efecto por el citado protocolo para decidir, como ar- 
bitro, esto: «si la reclamación del Perú era fundada, i si lo 
era, qué indemnización seria pagada por el Japón.» 106 

Por sentencia de 17-29 de mayo de 1875, declaró el 
arbitro imperial que la reclamación del Perú a favor de 
sus nacionales perjudicados no era fundada. 

Nicaragua i Francia. — Octubre 15 de 1879. Con- 
vención de arbitraje sobre reclamaciones por embargos 
de armas i municiones de ciudadanos franceses, practi- 
cados por las autoridades del puerto de Corinto, en 
Nicaragua, a bordo del buque Le Phare. 

Designada como arbitro la Corte de Casación de 
Francia, dictó ésta la sentencia motivada de 29 de julio 
de 1880, por la cual se declaró responsable al gobierno 
de Nicaragua i se fijó en 40.320 francos, con mas inte- 
reses del \2 G /o al año, la suma de lo que dicho gobierno 
debía pagar al ciudadano reclamante. IO ? 

Santo Domino o i Holanda. — Marzo de 1 881.. Con- 
vención de arbitraje sobre reclamaciones por haber en 
1877 ' as autoridades de aquella república confis.cado el 
buque holandés Havana-Packer, importador de armas i 
municiones, i detenido a su capitán. 

Sometida a arbitraje la respectiva reclamación i de- 
signado arbitro el presidente de la república francesa, 
M. Grévy, el fallo de éste terminó la cuestión. Io8 

Nicaragua i Gran Bretaña. Julio 2 de 1 881. Por 
sentencia de esta fecha, el emperador de Austria i rei 

106 Memoria de R. E. y Lima, 1874, P- 55- — xo 7 Seijas, obra citada, II, 517. 
Rouard de Card, Les destinées de Varbitragey etc., p. 112. — ">8 Rouard de 
Card, obra citada, p. 123 
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de Hungría, Francisco José, falló en el carácter de arbi- 
tro, que al efecto se le había conferido, una cuestión 
suscitada entre Nicaragua i Gran Bretaña, concerniente 
á la intelijencia del tratado de Managua, concluido el 
28 de enero de i86o. I0 9 

Haití i Estados Unidos de Norte América. — Mayo 
28 de de 1884. Protocolo de arbitraje sobre reclama- 
ción por arresto i condenación del capitán i tripulantes 
de la barca norte-americana William i venta de ésta 
por las autoridades de Haití, acusados aquéllos de pira- 
tería i trata en 1 8ó 1 . 

Las reclamaciones del capitán Pelletier, patrocinadas 
por el gobierno de los Estados Unidos, fueron por aquel 
protocolo deferidas a Mr. William Strong, antiguo juez 
de la Corte Suprema de ese pais, para que, en el carác- 
de arbitro, decidiera dichas reclamaciones, según los 
principios del derecho internacional. 

El antiguo majistrado sentenció el 20 de junio de 
1885 que el capitán, condenado a cinco años de prisión 
por los tribunales de Haití, tenia derecho a cobrar por 
perjuicios la gruesa suma de 57.250 libras esterlinas; 
pero, después de una investigación ordenada por el go- 
bierno de los Estados Unidos con motivo de las pro- 
testas del de Haití, el Secretario de Estado, Mr. Bayard, 
declaró: que no debia sostenerse la reclamación, «porque 
la República de Haití habia podido inflijir a Pelletier el 
castigo de que éste se quejaba, castigo moderado, 

«^Documentos publicados en el Staatsarchiv, XL, núms. 7660-7663, cita- 
dos por L. Trisower en la Revue de Droit International, Bruxelles, 1884, 
t. XVI, p. 99. 
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atendida la gravedad del crimen; ¡ en seguida, agregó, 
porque la causa de Pelletier era tan profundamente infa- 
me que no podía dar lugar a ninguna acción acción, ni 
judicial ni diplomática.» 

Otros casos de compromiso arbitral entre las mismas 
naciones, correspondiendo siempre a los Estados Unidos 
el papel de actor, patrocinante de reclamaciones de par- 
ticulares: uno, con motivo de la inejecución de un con- 
trato para la fundación de un banco en Puerto Príncipe, 
sometido también en 1884 a la decisión arbitral del mis- 
mo Mr. William Strong, como el caso anterior del 
capitán negrero; i el otro, con motivo de la condenación 
judicial de un ciudadano anglo-americano, reducido a 
prisión sin ser admitido al beneficio de la cesión de bie- 
nes, caso sometido al examen de Mr. Morse i resuelto 
arbitralmente por éste en sentencia de 4 de diciembre 
de 1888, que condenó al gobierno haitiano a pagar la 
suma de 60.000 dollars. II0 

Chile i Francia. Julio 23 de 1892. Santiago. Proto- 
colo sobre constitución de un arbitraje anteriormente 
prometido por Chile para verificar la validez, el monto 
i la prelacion de los créditos presentados por los acree- 
dores del Perú, sustentados con garantía del guano, con el 
objeto de repartir entre ellos ciertos fondos depositados 
por Chile en el Banco de Inglaterra, provinientes de la 
venta de aquella sustancia. 

Este asunto dio lugar a muchas, largas i mui compli- 
cadas negociaciones diplomáticas en Chile, en el Perú i 
en Europa, antes i después del citado protocolo franco- 

«° Rouard de Card, obra citada, 124, 132 i 133. 
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hileno de 1892; sin embargo, de este último se deriva 
1 tribunal arbitral que dos años después se constituyó 
n Berna, i que todavía funciona en Suiza, con el objeto 
xpresado, bajo condiciones requeridas por el Consejo 
ederal en memorándum de 24 de marzo de 18^41 
ceptadas por los gobiernos interesados de Francia, 
'hile, Gran Bretaña i Perú. 

Aquellas condiciones, bajo las cuales el Consejo Fe- 
eral de Suiza autorizaba la aceptación del arbitraje 
frecído al Tribunal Federal, eran las siguientes: 

«El Tribunal arbitral se compondrá del Señor Dr. 
lafner, Presidente actual del Tribunal Federal, i de dos 
úembros del mismo. El Tribunal Arbitral determinará 
[ procedimiento que deba seguirse; resolverá sobre su 
ropia competencia i sobre todas las cuestiones prejudi- 
ales; tendrá facultad de pronunciarse sobre la admisión 
e cualquiera a intervenir en el juicio, como parte o in- 
:resado, i de proceder a los llamamientos o vistas defi- 
ítivas de las causas que juzgue necesarios. En una pala- 
ra, fijará todas las condiciones del arbitraje.» 111 

Ecuador i Estados Unidos de Norte América. Fe- 
rero 28de 1893. Convención «con el objeto de someter 
[ arbitraje del representante inglés en Quito las recla- 
laciones de Julio R. Santos, nativo del Ecuador, natu- 
ilizado ciudadano de los Estados Unidos.» 112 

Méjico i Estados Unidos de Norte Atnérica. Marzo 

■ " Tratados de Chile, recopilación citada, II, 3'-6. Arbitrage Franco-ckt- 
n: Mimoire presente par le gouvernement du Chili (Lausanne, 1897, z vol 
. in 4. ), t. I, p. 53; t. II, p. 302.— «■ Annvaire de tigislation ¿trangére, 25 = 
mee, París, 1896, p. 821. 
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2 de 1897. Washington. Convención de arbitraje por 
ofensas a las personas. 

Por vejámenes i prisión indebida, de que se decían 
víctimas dos ciudadanos norte-americanos, Oberlander i 
Messenger, a consecuencia de procedimientos empleados 
contra ellos por autoridades mejicanas en la frontera de 
California, a mediados de 1892, el gobierno de los Es- 
tados Unidos reclamó de Méjico indemnización. 

Por la citada convención de Washington, se nombró 
al ministro plenipotenciario de la República Arjentina 
en España, Don Vicente G. Quezada, arbitro para que 
fallara dicha cuestión; i por sentencia motivada, espe- 
dida en Madrid. el 19 de noviembre de 1897, aquél de- 
claró: «que el Gobierno de los Estados Unidos Mejica- 
nos no estaba obligado a pagar indemnización de nin- 
guna especie a Mr. Charles Oberlander ni a la Señora 
Bárbara M. Messenger.» n 3 

Perú i Estados Unidos de Norte América. Mayo 1 7 
de 1897. Washington. Convención de arbitraje para 
fijar el monto de indemnización reclamada por ofensas 
a un ciudadano. 

Siendo el ciudadano anglo-americano Mac Cord em- 
pleado del Perú como superintendente del ferrocarril de 
Moliendo a Arequipa, durante la revolución de 1885, 
fué condenado a una multa i tenido en arresto algunas 
horas, acusado de haber servido a uno de los bandos en 
lucha, facilitándole su movimiento de ataque contra el 
otro. Tres años después de haber reasumido su em- 

«3 Publicada en Chile en el diario de Santiago El Ferrocarril, núm. co- 
rrespondiente al 8 de febrero de 1898. 



— 128 — 

m 

\ 

pleo, fué separado de él i sustituido por otra persona. 

Todo esto dio lugar a una reclamación mantenida con 
inflexible tenacidad por los Estados Unidos. En la men- 
cionada convención se estipuló: «Que la cuestión del 
monto de dicha indemnización se someta al mui hono- 
rable Sir Samuel Henry Strong P. C. Justicia Mayor de 
la Suprema Corte del Canadá, a quien por la presente 
se nombra arbitro para que conozca de dicha causa ¡ 
determine el monto de la espresada indemnización. ll ± 

Chile i Francia. Julio 3 de 1897. Santiago. Reclama- 
ción a favor del ciudadano francés Fréraut, por inejecu- 
ción de contratos. 

«Art. i.° Los Gobiernos de Chile i Francia designan 
al Señor Don Eduardo H. Strobel (ex-ministro de los 
Estados Unidos de Norte América en Chile) para que, 
como arbitro arbitrador i amigable componedor, decida 
con plenos poderes, procediendo ex cequo et bono, sobre 
los puntos siguientes: 

«A) ¿Es o nó justa, en todo o en parte, la reclama- 
ción del ciudadano francés Señor Carlos Fréraut, pre- 
sentada contra el Gobierno de Chile con el patrocinio 
diplomático de la Legación de Francia? 

«B) Si es justa, en todo o en parte ¿qué cantidad 
debe el Gobierno de Chile pagar al Señor Fréraut, o a 
quien sus derechos represente, como indemnización i 
completa cancelación de dicho reclamo?» 

La cuestión, determinada por los antecedentes mis- 
mos de la controversia (art. 2. ), no llegó a fallarse por 
haberse en definitiva transijido directamente entre el Go- 
bierno de Chile i el reclamante. 1 * 1 

"4 Memoria de R. E., Lima, 1898, p. 58. — "5 Memoria de R. E. f Santiago, 
1897, P- 347. 
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Estados l atino- americanos entre sí. 

Perú i Ecuador. Marzo 16 de 1853. Lima. Tratado 
de paz, amistad i arbitraje. Fué celebrado después de 
repetidas conferencias tenidas con el objeto de estrechar 
las relaciones de ambos Estados i de aclarar i concluir 
las dificultades suscitadas entre ambos a consecuencia 
de la espedicion armada contra el Ecuador por el jene- 
ral i ex-presidente de este país, Don Juan José Flores. 

«Art. 5. La adjudicación i pertenencia de los buques, 
armas, municiones i pertrechos que, habiendo pertene- 
cido al armamento de D. Juan José Flores, se refujiaron 
al puerto de Paita, se someterán a la decisión arbitral 
del Gobierno de Chile, quedando ambas Partes Contra- 
tantes sujetas a lo que éste decidiere como arbitro.» Il6 

Chile i Perú. Septiembre 27 de [871. Lima. Protocolo 
de arbitraje sobre liquidación de cuentas de la escuadra 
aliada para repeler la agresión española en 1865. 

A fin de dejar constituido el arbitraje, «propuesto por 
Chile i aceptado por el Perú,» convinieron las partes en 
nombrar «al Enviado Extraordinario i Ministro Plenipo- 
tenciario de la República Arjentina en Chile, Señor D. 
Félix Frías, arbitro arbitrador i amigable componedor 
para que con tal carácter dirima las cuestiones pendien- 
tes i en que no están de acuerdo los comisionados chi- 
leno i peruano, en el arreglo i liquidación de las cuentas 
de la escuadra aliada, a que es referente el pacto de 
alianza de 5 de diciembre de 1865» (art. i.°). 

El arbitro arbitrador podía ademas decidir todas las 
otras cuestiones que existieren, o en el curso del juicio 

«6 Tratados del Perú, V, 132. 

II 
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se suscitaren, en orden a las mismas cuentas, i determi- 
nar el saldo final (art. 2. ), para lo cual adoptaría el pro- 
cedimiento que creyere mas conveniente (art. 3.0), den- 
tro del plazo de un año, que se le fijaba para pronunciar 
el laudo i liquidación definitivos (art. 4. ). 

Por renuncia del Señor Frías i falta de aceptación del 
Señor Levenhagen, ministro de Alemania eñ Chile, fué 
designado arbitro el Enviado Extraordinario i Ministro 
Plenipotenciario de los Estados Unidos de Norte Amé- 
rica en Chile, Señor Cornelio A. Logan. La sentencia de 
éste reconoció a favor de Chile la suma de 1 . 1 30.000 
soles o pesos, cuyo saldo definitivo convino en pagar el 
Perú conforme a lo establecido en el protocolo suscrito 
en Lima el 26 de junio de 1875. Ir ? 

Perú i Bolivia. Agosto 26 de 1895. Lima. Protocolo 
de arbitraje sobre ofensas a la soberanía, violaciones de 
territorio,[etc. 

A fines de 1895, diversas partidadas de fuerza ar- 
mada peruana pasaron las fronteras i cometieron daños 
i atropellos en territorio boliviano, apresando allí a al- 
gunos emigrados políticos del Perú, sindicados de estar 
fraguando nuevos movimientos revolucionarios contra el 
gobierno de aquel país, sin ser internados o expulsados 
por el de Bolivia. 

Estos i otros puntos conexos dieron lugar a destem- 
plado cambio de notas entre los dos gobiernos i a des- 
ordenadas manifestaciones populares que recíprocamente 
se produjeron contra el Perú en Bolivia i contra Bolivia 
en el Perú. La mediación del delegado pontificio i de 

"7 Tratados del Perú, IV, 110 i 114. 
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otros miembros del cuerpo diplomático de Lima alejó 
la guerra i dio lugar al protocolo de 26 de agosto por 
el cual convino el Perú en desagraviar a Bolivia expre- 
sándole especialmente su sentimiento por lo ocurrido, 
reparando los daños causados en territorio boliviano i 
sometiendo a juicio a los atropelladores. 

Todo esto no bastó para satisfacer a Bolivia; i, recor- 
dando que en 1890, en un caso análogo, a la inversa, 
había ella saludado la bandera peruana, insistió en que 
ahora el Perú saludara la bandera boliviana por medio 
de un cuerpo del ejército, al ser aquella izada en la casa 
de la legación, en Lima. El Perú se negó a esto. 

El punto era considerado de dignidad nacional, lo 
que no impidió que por dicho protocolo se dejara él en- 
tregado a una decisión arbitral, conviniéndose: 

« 1 .° Someter al fallo arbitral de un gobierno sud-ame- 
ricano la siguiente cuestión: Los hechos lamentados por 
el Perú en 1890 ¿fueron de la misma naturaleza i gra- 
vedad que los lamentados por Bolivia durante la última 
guerra civil peruana, hasta hacer necesaria igual satis- 
facción de saludo a la bandera?» 

Septiembre 7 de 1895. Sucre. Convenio sobre consti- 
tución del arbitraje establecido en el precedente proto- 
colo. Seguido de disposiciones reglamentarias, contenia 
un primer artículo en estos términos: 

«Art. i.° Desígnase en calidad de arbitro al Excmo. 
Gobierno de los Estados Unidos del Brasil; i si él no 
aceptare el cargo confiado a su alta rectitud, será susti- 
tuido por el de la República de Colombia, sobre igual 
base i con las mismas informaciones, tan pronto como 
sea conocida su excusa». 118 — Está pendiente el laudo. 

1x8 Memoria de R. E. de Bolivia, Santiago de Chile, 1895, pp. 401-402. 
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Chile i el Perú. Abril 1 6 de 1898. Santiago. Proto- 
>lo de arbitraje sobre condiciones de un plebiscito. 
Por el tratado de paz de 20 de octubre de 1883, 
lile ¡ el Perú estipularon que un plebiscito decidiria, 
1 votación popular, a quién quedarían definitivamente 
dominio i soberanía del territorio de las provincias de 
acna i Arica. Para dar cumplimiento a esa estipulación, 
■ habiéndose las partes puesto de acuerdo a cerca de 
3 condiciones en que el plebiscito debía verificarse, el 
endonado protocolo dispuso lo siguiente: 

«Art. i.° Quedan sometidos al fallo del Gobierno de' 
1 Majestad la Reina Rejente de España, a quien las 

tas Partes Contratantes designan con el carácter de 
bítro, los puntos siguientes: 

«i.° Quiénes tienen derecho a tomar parte en la vo- 
:¡on plebiscitaria destinada a fijar el dominio i sobe- 
lía definitivos de los territorios de Tacna i Arica, de- 
-minando los requisitos de nacionalidad, sexo, edad, 
tado civil, residencia o cualesquiera otros que deban 
unir los votantes. 

«2. Si el voto plebiscitario debe ser público o se- 
:to.» "9 

Cosía Rica i República Mayor de Centro América. 
aril 26 de 1898. A bordo del buque de guerra de los 
tados Unidos Alert t en el océano Pacífico, fuera de 
uas territoriales, a la altura del Cabo Blanco, Costa 
ca. Convención de arbitraje sobre ofensas a la sobe- 
lía, violación de territorio, etc. 

Fuerzas de Nicaragua se habían internado hasta un 
jar de la frontera que Costa Rica consideraba parte 

'9 Memoria de R. E., Santiago, 1898, p. 59. El simple memorándum con- 
tado en esa Memoria fué formalizado como tratado en la fecha indicada. 
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de su territorio. Poco después, un cónsul de Costa Rica, 
sindicado de complicidad en un movimiento revoluciona- 
rio que estalló en Nicaragua, fué allí reducido a prisión. 
Por otra parte, algunos de aquellos revolucionarios, 
emigrados a Costa Rica, combinaban allí la invasión 
de Nicaragua, sin ser estorbados en sus planes. Tropas 
de uno i otro Estado avanzaron a la frontera. 

La mediación de Guatemala, interpuesta entre el 
gobierno de Costa Rica i la dieta de la República Ma- 
yor de Centro América, en representación de Nicara- 
gua, impidió la guerra, que parecia inminente, a lo que 
sin duda no fué extraña la cláusula compromisoria tan- 
tas veces estipulada entre aquellos Estados. Todas las 
cuestiones pendientes, por mucha que fuera su gravedad, 
quedaron por dicho tratado sometidas a arbitraje en 
los términos siguientes: 

«Art. 3. Ocurriendo al medio civilizador i culto del 
arbitramento, que aún los pueblos guerreros recomien- 
dan para dirimir las cuestiones internacionales, las Altas 
Partes Contratantes convienen en someter las mutuas 
quejas i reclamos que les asistan al fallo de un Tribu- 
nal compuesto de tres Centro-Americanos, uno nombra- 
do por la República de Costa Rica, uno por la Repúbli- 
blica Mayor de Centro-América, i un tercero por la 
República de Guatemala en su carácter de pacífica me- 
diadora. 

«Art. 5. Las reclamaciones que una i otra de las 
Partes tengan que hacerse, sea cual fuere su carácter i 
alcance, serán sometidas libremente al Tribunal Arbi- 
tral para que las considere i falle, conforme al derecho 
de jentes, en los términos que considere justos i equi- 
tativos.» 120 

120 Memoria de R, E. de Costa Rica, San José, 1898, p. 103. 
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CUESTIONES DE LÍMITES 

Europa no existen verdaderas cuestiones de lími- 
ernacionales. La ocupación territorial, efectiva Í 
;ta, que se remonta allí hasta los oríjenes mismos 
nacionalidades, ha determinado históricamente las 
■as de los diversos Estados, sin dar entre ellos 
a graves disidencias o conflictos, 
ha sucedido lo mismo en América. Cada una de 
nteras de cada uno de sus Estados ha sido objeto 
:usiones semi seculares, al rededor de las cuales 
o acumulándose libros, folletos i notas de canci- 
que forman una literatura especial considerable, 
epararse de su antigua metrópoli, los nuevos Es- 
latino-americanos adoptaron por limites de sus 
rios los que correspondían a las respectivas gober- 
es coloniales, nó según la regla de la ocupación 
Íno en conformidad a una posesión fundada solo 
:umentos o títulos emanados de la administración 
>la, que es lo que en derecho público americano 
llamado uti possidetis de 1810. Esa ha sido la re- 
no habia otra aplicable que mejor correspondiera 
íecesidades del nuevo orden de cosas; pero, como 
iones fronterizas a que se refieren aquellos títulos 
*el abarcaban inmensos territorios, en partes imper- 
lente conocidos o absolutameute inexplorados, 
tos o habitados por tribus indianas, resultaba que 
es títulos eran por lo jeneral vagos o contradic- 
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torios. Para precisarlos i esclarecerlos se han rebuscado 
antecedentes en las viejas crónicas de la conquista, se 
han revuelto todos los archivos en España i en América 
i se han mantenido en actividad comisiones exploradoras 
o periciales, que han cruzado en todos sentidos este con- 
tinente i recorren todavía todos sus rincones; con todo 
lo cual han ganado no poco la historia i la jeografía. 

Por mucho que hayan cundido en la América latina la 
población i las fuerzas expansivas de la civilización, las 
rejiones disputadas forman todavía en ella, i formarán 
durante muchos años mas, vastos desiertos. Todavía los 
lindes, que en los Pirineos, por ejemplo, van separando 
poblaciones, razas, lenguas, nacionalidades, etc., van 
separando en dichas rejiones americanas soledades ho- 
rrorosas o pobres tribus salvajes. Esos territorios, como 
los que forman la inmensa hoya del alto Amazonas, 
disputados en partes por mas de dos Estados, pueden 
ser i han sido considerados a modo de comunidades na- 
turales proindiviso, constituyendo títulos declarativos i 
no adquisitivos de dominio los actos divisorios que jurí- 
dicamente solucionan cuestiones de deslindes, en las 
cuales las partes son recíprocamente demandantes i de- 
mandados. Una sentencia arbitral en esas condiciones 
no afecta la integridad territorial de ninguno de los 
comprometidos. 

Tales cuestiones se consideran singularmente apropia- 
das a las soluciones arbitrales. De hecho, i aunque hayan 
sido objeto de ardientes controversias, nunca han encen- 
dido la guerra por sí solas. Nunca han sido objeto de 
excepciones en tratados de arbitraje jeneral i permanente. 
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¡lispano-amerícana ha dejado de fir- 
sus pactos la cláusula compromi- 
on la vecina su respectiva cuestión 
i la discusión no haya conducido a 
rreglo directo entre los respectivos 
rreglo convenido no haya resultado 
Dse la cuestión por disidencias a cer- 
pón o ejecución del mismo, el hecho 
:es se ha apelado al arbitraje i que 
.Hado éste como medio de solucionar 
a dificultad fronteriza. Lo han em- 
>mpIeto, según se verá, muchos Es- 
mos. Lo han adoptado lo mismo los 
i posesiones en América, respecto de 
sterminado, o está convenido que se 
iteras de la Honduras británica i de 
úropeas, en las cuales unas mismas 
echo aplicable una misma regla, 
le los hechos manifiesta que, como 
ilucionar una controversia de límites 
mericanos, nna vez agotada la discu- 
desacuerdo, es preferible el arbitraje, 
s arreglos directos, siempre renova- 
dos. Lo comprueban muchos de los 
ijo se anotan. Lo ocurrido entre el 
on motivo de su tratado arbitral de 
de las fronteras comunes, demuestra 
sos, lo peligroso que es abandonar 
>or un arreglo directo, continjente i 
l garantía que al primero da la res- 
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Se ha usado de una falsa metáfora, según la cual, dos 
naciones amigas que llevan su diferencia ante un arbitro 
de derecho, libremente elejídos por ellas, serian a modo 
de dos enemigos que van a la batalla. Por eso, para es- 
tablecer en todo caso preferencia del arreglo directo so- 
bre el arbitraje, se ha dicho que el último tiene el incon- 
veniente, que no tiene el primero, de dejar vencedores i 
vencidos, dándose a entender que de eso pueden oriji- 
narse funestas consecuencias. 

No parece bien fundado este razonamiento. Un pue- 
blo, que se resignará fácilmente a las consecuencias de 
una sentencia adversa, no soportará de igual modo las 
de un arreglo perjudicial, que él puede considerar arran- 
cado a la torpeza o a la debilidad de los gobernantes. 
De hecho, nunca se ha visto que una sentencia arbitral 
haya dejado enemistadas a las partes i siempre armadas, 
con la idea de renovar la contienda. Lo que sí ha solido 
verse es que arreglos o tratados impopulares, o con- 
cluidos por gobiernos dictatoriales, o aprobados irregu- 
larmente por escasas mayorías parlamentarias, han pro- 
vocado la resistencia i la revolución i han sido poco 
después rotos o desconocidos por nuevos gobiernos i 
nuevas mayorías, triunfantes contra aquéllos en el mismo 
país. Eso se ha visto, i es bien comprensible, mayor- 
mente cuando se advierte el estado anárquico en que 
han pasado durante un largo período algunas de estas 
repúblicas americanas. 

Cuando, después de muchos años de discusión por la 
via diplomática, se ha estipulado el arbitraje como me- 
dio de solucionar una cuestión de límites, la mera enun- 



ion de ésta ha bastado jeneralmente como determi- 
on de la materia de aquél. En algunos casos, en 
la discusión se ha concretado a cierta porción de 
itorio, señalada por límites bien conocidos, la mate- 
iometida a la jurisdicción arbitral ha podido preci 
e en el compromiso, reduciéndose a determinar, 
ejemplo, si el límite debe ser el rio A o el rio B. Po- 
o nó seccionarse convencionalmente la frontera dispu- 
i, i en el arbitraje estipulado para decidir la disputa, 
rá o nó eliminarse una sección precisa i determinada, 
tecto de la que obren circunstancias particulares; 
cuales, sin embargo, nunca podrán justificar la pre- 
nda del procedimiento brutal de la guerra sobre el 
:ed¡mÍento jurídico del arbitraje. Pero, en lo demás, 
íateria del compromiso ha sido comunmente designa- 
:n los tratados en términos jenerales, sometiéndose a 
ecision arbitral los desacuerdos suscitados en la fija- 
de la frontera, la determinación controvertida de la 
a divisoria, la cuestión de límites pendiente. Eso ha 
:ado efectivamente en varios casos, considerándose 
el solo enunciado de la cuestión i los antecedentes 
nulados en la discusión preparatoria precisaban su- 
ntemente la materia única del arbitraje, que en tales 
)s constituye la determinación de los puntos cuya 
m ha de formar la línea fronteriza. 
,a adopción de ese procedimiento no ha ofrecido in- 
venientes ni se divisan los peligros que entrañe, aten- 
)S los antecedentes de la discusión. Por eso, cuando 
, ha durado largos años, la sola designación de árbi- 
para dirimirla, i la aceptación de parte de él, consti- 
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tuyen i perfeccionan el compromiso, sin que para esto 
sean esenciales otras especificaciones, cuya falta el 
derecho suministra medios de suplir. Para iniciar sus 
funciones, si las diverjencias no se han producido, el ar- 
bitro esperará que se produzcan i se le presenten, sin 
nuevas fórmulas, que él mismo debió creer innecesarias 
cuando aceptó el cargo, i que vendrían a novar en el 
cuasi-contrato nacido del ofrecimiento i de la acepta- 
ción, ligando a las partes i al arbitro mismo. 

Alguna vez se ha insinuado el temor de que el arbi- 
tro encargado de dirimir en jeneral las diverjencias 
que se susciten en el prolongado proceso de una demar- 
cación fronteriza, o sea la cuestión de limites, pudiera 
quitar a un país i dar al contendor territorios no discu- 
tidos, antiguas ciudades alejadas de la frontera i, apu- 
rada la hipérbole, hasta la plaza mayor de la capital; 
pero, tal insinuación, que ningún político respetable se 
atrevería a consignar en un documento oficial, aparecería 
tan ofensiva para el arbitro como falta de seriedad i de 
altura en quien la hiciera. Eso es mas difícil decirlo que 
refutarlo. No es en ningún caso argumento de derecho. 

Tratándose de ajustar un arbitraje sobre deslindes, 
se comprende mui bien que una de las partes procure 
que la otra convenga en dejarle expresamente eliminada 
del compromiso una cierta porción territorial, que la pri- 
mera considera incuestionablemente suya, lo que la se- 
gunda no dejará de objetar, probando con esto solo el 
hecho de la cuestión. Así sucedió, por ejemplo, en las 
conferencias de 1894, preparatorias del tratado de lími- 
tes paraguayo-boliviano del mismo año. 
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Pero, si se comprende aquella pretensión antes del 
ajuste, aparecería de todo punto impertinente despt* es 
del tratado, no habiéndose en éste consignado expr eS 
mente la eliminación. Argumentarse ante el arbitro 
ciendo una de las partes que la línea fronteriza det> e 
cesariamente pasar por tales o cuales puntos o fl° 
de la rejion de tales otros, determinados o vag atT ^ 
indicados con denominaciones jenerales de ; -r n r$ \\j¿~ \ 
tro vertible, cabe dentro de todo procedimiv ' oj^^JL* jir>M<c> ( 
que consagre la libertad de la defensa i de ¡¿¿t*^ \ . \ 
cion de acciones o excepciones, por absurda ^ )>.*^\v***y\ 
can i sean; pero, pretender una de las part< < % kl 
comparecer i para comparecer ante el árb ' I 

otra parte acepte previamente su manera de ^ y 'M jft*** 
compromiso i la limitación que quiera dar a le 
disputados, seria la negación del arbitraje 11 " '/ 

tuyéndose a las decisiones judiciales las pe %f*# IH^ 

uno de los interesados. Nadie dejará de en * 

injusto, así en derecho civil como en derecho m 

La impertinencia i. la injusticia subirían 
aquella pretensión se llevara ante el tribunal nusm 
restrinjir las facultades que por derecho le correan 
den, negándole jurisdicción en la extensión necesa " 
para dirimir la cuestión i evitar la guerra, que es cabal- 
mente el objeto i el fin del compromiso. 

Todo ello se refiere a la competencia del arbitro* A 
éste, llegado el caso, corresponderá pronunciarse sobre 
las alegaciones de las partes i sobre todos los incidentes 
promovidos en el juicio. En jeneral, no hai por qué du- 
dar de que él cumplirá su cometido con arreglo a los 
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respectivo tratados, leal i rectamente interpretados por 
él mismo, sin permitir que, con calificaciones arbitrarias 
o impropias, sea rota la unidad de la cuestión, frustrado 
el arbitraje i burlado el arbitro. 

Todo ello parece bien claro i no requiere mayor di- 
lucidación en derecho, a juicio del común de los trata- 
distas; en conformidad, por lo demás, con el sentimiento 
jeneral de cuantos se interesan en impedir el descrédito 
de un recurso internacional que tantos* bienes ha hecho i 
promete a la humanidad. 

Antecedentes de lo que queda expuesto en orden al 
arbitraje sobre esta especial materia de límites territo- 
riales, se encontrarán en la serie de casos que en segui- 
da se anotan. 

Guatemala i Honduras británica. Abril 30 de 1859. 
Guatemala. — Convención de límites que la Gran Bretaña 
celebró por el establecimiento de Belice i posesiones 
británicas en la bahía de Honduras. 

Este tratado, después de fijar la línea divisoria entre 
los dos paises (art. 1 .°), dispuso el nombramiento de un 
comisionado de cada parte «con el objeto de señalar i 
de marcar los límites descritos en el artículo precedente» 
(art. 2. ). Dichos comisionados debian hacer «una decla- 
ración solemne de que examinarían i decidirían, según 
su leal saber i entender, i conforme a la justicia i equi- 
dad, sin miedo, favor o afección a su propio pais, todas 
las materias sometidas a su decisión.» I se agregaba': 
«En seguida, los comisionados, antes de proceder a nin- 
gún otro trabajo, nombrarán una tercera persona que 
decida, como arbitro o amigable componedor, en cual- 



jíer caso o casos en que ellos puedan diferir de opi- 
ion* (art. 3.°). ,! ' 

Las materias sometidas a la decisión de los comísio- 
ados, arbitros de derecho i de equidad, no tenían en el 
atado otra especificación que la jeneral comprendida 
i el objeto de su nombramiento, indicado en la sola 
ase antes transcrita. La competencia de los comisio- 
ados determinaba la del arbitro en las diverjencias de 
quéllos, sin limitaciones que pudieran hacer infructuoso 
[ compromiso. 

Méjico i Estados Unidos de- Norte América. Marzo 
."de 1889. Washington. — Diversos pactos de límites se 
an celebrado entre estos países después del referido 
atado de paz de Guadalupe Hidalgo, que en 1848 fijó 
na nueva frontera, mas acá de Nuevo Méjico i Califor- 
ta, i estableció la cláusula compromisoria para dirimir 
or arbitramento toda diferencia que sobre cualquiera 
latería se suscitare entre las dos naciones. (Art. 21, 
anscrito antes, p. 62). 

Por el mencionado tratado de marzo de 1889, estipu- 
iron aquellos Estados que todas las diferencias que se 
jscitaren en la parte de la linea fronteriza señalada por 
js rios Bravo del Norte i Colorado, provinientes de 
ualquier motivo que afecte esa línea, «se someterán 
I examen i decisión de una comisión internacional de 
mites, la cual tendrá jurisdicción exclusiva sobre dichas 
iferencias o cuestiones» (art. i.°). La comisión se com- 
ondria de un comisionado de cada parte (art. 2. }. Si 
,0 hubiere acuerdo entre los comisionados, ni entre los 

'" Tratados de Guatemala, colección citada, 261. Id. de Méjico, I, 433. 
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gobiernos, en seguida, debería la diferencia someterse 
a arbitraje conforme a lo estipulado en el mencionado 
art. 2 1 del tratado de Guadalupe Hidalgo, que se ten- 
dría presente (art. 8. ). 122 

Méjico i Guatemala (1882-1895). — Desde su indepen- 
dencia, estos dos países cuestionaban sus fronteras, con 
referencia principalmente al dominio de los territorios 
de Chiapas i Soconusco. Después de varios accidentes 
poco apremiantes, la cuestión se reprodujo con mayor 
interés en 1873, i desde 1877, entraron las partes a 
nombrar comisiones periciales, sin llegar a determinar 
la línea divisoria. Poco o nada se habia adelantado en 
esto antes de la celebración del siguiente tratado. 

Agosto 12 de 1882. Nueva York. — Tratado preliminar 
de límites i arbitraje, que dispuso: 

«Art. 4. En el evento de que las dos Partes Con- 
tratantes no pudieren ponerse de acuerdo respecto de la 
designación parcial o total de los límites, entre el Estado 
de Chiapas i su departamento de Soconusco, por parte 
de Méjico, i la República de Guatemala, por la otra; o 
de que los comisionados que cada Gobierno nombre 
para hacer de común acuerdo la demarcación de la línea 
divisoria, difieran en alguno o en algunos puntos rela- 
cionados con dicha demarcación, i hubiere necesidad de 
nombrar un tercero que dirima las diferencias que pue- 
dan suscitarse con este motivo, ambos Gobiernos con- 
vienen en hacerlo así i en que se invite para que funcione 
como tercero o arbitro al Presidente de los Estados 
Unidos de América. » I2 3 

En el tratado definitivo, celebrado en Méjico el 27 de 

ra2 Publicado por separado en Méjico, 1889. — "3 Tratados de Guate- 
mala, 322. 
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septiembre del mismo año, sobre las bases del prece- 
dente, no se habló, sin embargo, del arbitraje. 

El abandono de éste también entonces fué desgra- 
ciado: aunque se llamó definitivo aquel tratado o arreglo 
directo concluido entre los dos gobiernos en septiembre 
de 1882, su ejecución dio lugar, por diversidad de in- 
terpretaciones, a vias de hecho en las fronteras disputadas 
i a enojosas contradicciones que, a pesar de dos proto- 
colos intermediarios, todavía duraban en 1895, con ar ~ 
dientes manifestaciones belicosas. 

Abril i.° de 1895. Méjico. — Por el tratado de esa 
fecha i de esta ciudad, Guatemala i Méjico confirmaron 
el de 1882, si bien con algunas modificaciones. 

Volvieron a la idea del arbitraje. Fuera de que un 
arbitro debía fijar las indemnizaciones debidas por Gua 
témala con motivo de violaciones de la frontera (art. 2. ), 
se estipuló que, si los comisionados para la demarca- 
ción no se puesieren de acuerdo, «se sometería la 
disidencia a un arbitro facultativo» (art. 5. ). 124 

Honduras i Nicaragua. Octubre 7 de 1894. Tegu- 
cigalpa. — Convención de límites concluida entre ambos 
países «deseosos de terminar de una manera amiga- 
ble sus diferencias a cerca de la demarcación de límites 
divisorios que hasta hoi no ha podido verificarse, i de- 

"4 Romero Girón, Complemento citado, apéndice III, 1896, p. 466. En el 
citado tratado de septiembre de 1882, no se adoptó la base preliminar sobre 
el arbitraje, porque «el Ministro de Méjico rehuyó continuar el compromiso 
para que se invitara al Presidente de los Estados Unidos a fin de que funcio- 
nara como tercero o arbitro, si acaeciese desacuerdo; pero, no por eso negó 
el principio o la regla i base en su esencial carácter cuando se trata de arbi- 
traje.» V. Cuestiones entre Guatemala i Méjico, celeccion de artículos, Guate- 
mala, 1895, p. 13. 
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seosos también de que tan enojoso asunto se resuelva a 
satisfacción de ambos, con toda cordialidad i con la de- 
ferencia que corresponde a pueblos hermanos, vecinos 
i aliados.» 

Se organizaría una comisión mixta de límites encar- 
gada, en términos jenerales, de resolver las diferencias 
pendientes i de demarcar la línea divisoria de ambas 
repúblicas (art. i.°). La comisión «no reconocería valor 
jurídico a la posesión de hecho que por una u otra parte 
se alegare» (art. 2.°). Los puntos de la demarcación no 
resueltos por la comisión serian sometidos «al fallo de 
un arbitramento inapelable, que será compuesto de un 
representante de Nicaragua i otro de Honduras, i de un 
miembro del Cuerpo Diplomático extranjero acreditado 

en Guatemala, electo este último por los primeros, o 

* 

sorteado en dos ternas, propuestas una por cada parte» 
(art. 3. ). En defecto de aquellos diplomáticos, la elección 
de arbitro podría recaer en cualquier personaje público, 
según convenio; «i, si este convenio no fuere posible, se 
* someterá el punto o los puntos controvertidos a la deci- 
sión del Gobierno de España, i en defecto de éste, a la 
de cualquier otro de Sud-América» (art. 5.°). l2 5 

Honduras i El Salvador (1887-1895). — Por la con- 
vención de 9 de enero de 1887, se trató entre ambos 
países de arreglar su cuestión de límites. Concurrirían a 
la demarcación de la línea fronteriza un representante 
de cada parte asistido por un perito técnico i por un 
abogado. En los casos de desacuerdo entre los comisio- 
nas Romero Girón, Complemento citado, apéndice III, I896, p. 461. 

12 
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jos Estados se someterían a la decisión de un 
igo. I!6 

convención no fué definitiva. El 19 de enero 
>s mismos Estados hubieron de ajustar un 
d de límites, que contenia la cláusula compromi- 
s mismos términos del tratado análogo, antes 
o, concluido entre Honduras ¡ Nicaragua el 7 

de 1894. 1 " 

úa i Honduras. Marzo i.° de 1895. Guate- 
nvencion de límites, análoga a la precedente 
intre Honduras i Nicaragua en 1894. 
nueva convención, Guatemala i Honduras se 
a constituir una comisión técnica mixta para 
>dos los antecedentes, documentos i datos 

sobre los límites entre ambas repúblicas 
ludiendo hacer reconocimientos sobre el terre- 
de la frontera (art. 2."). Los trabajos de la 
irvirian de base a un tratado de límites que 
ría entre los dos gobiernos dentro de los se- 
despues de concluidos dichos trabajos (art. 5.°}, 
«bienios no pudieran ponerse de acuerdo en 
.lgunos de los puntos en discusión, someterían 

a un arbitro, que sería el presidente de El 
il de Nicaragua o el de Costa Rica, en el ór- 
indicacíon. En caso de excusa o impedimento 
presidentes, se sometería el punto o puntos 
a la decisión de S. M. el rei de España, i en 
éste, a la de cualquiera de los presidentes 

le Droit International, Bruxelles, 1887, t. XIX, p. 195. 
1 Girón, Complemento ditado, apéndice III, 1896, p. 420. 
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I 

de las repúblicas de Sud-América, en que convengan 
las cancillerías de ambos países (arts. 9. ¡ io.°) I28 

Nicaragua i Costa Rica. (1886- 1 897).— La cuestión de 
límites entre estas dos repúblicas, por el río San Juan 
i lago dé Nicaragua, se ha relacionado con el proyecto 
de apertura del canal interoceánico en aquella parte. 
Por eso ha revestido cierta particular importancia i ha 
sido objeto de variados incidentes i de muchos tratados, 
ninguno de los cuales llegó por arreglo directo a diri- 
mir las diferencias a firme. Al fin se obtuvo esto por 
sentencia arbitral. 

Prescindiendo de diversos pactos anteriores, cómo 
uno de 1854, que en términos jenerales sometía todas las 
cuestiones suscitadas entre los dos países al arbitraje 
casi incondicional del emperador de los franceses; con- 
viene anotar aquí: el tratado de 15 de abril de 1858, 
que estableció por arreglo directo los límites entre las 
dos repúblicas, cuya validez o nulidad fué objeto de 
sostenida disputa desde 1871; i la convención de 1869, 
relativa al mejoramiento del puerto de San Juan del 
Norte o Greytown, con una cláusula que sometía al ar- 
bitraje del gobierno de los Estados Unidos de Norte 
América cualquiera cuestión sobre los tratados de lími- 
tes antes celebrados. 

Diciembre 24 de 1886. Guatemala. — Por convención de ¡y 
aquella fecha, ajustada con intervención del ministro de 
R. E. de Guatemala, designado para interponer los bue- 
nos oficios de su gobierno, el de Costa Rica i el de Ni- 
caragua, «animados del deseo de poner término a la 

138 Rometo Girón, Complemento citado, apéndice III, 1896, p. 467. 
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cuestión por ellos debatida desde 1871, a saber: si es o 
nó válido el tratado firmado por ambos el dia 1 5 de 
abril de 1858,» convinieron en lo siguiente: 

«Art. i.° La cuestión pendiente entre los dos Go- 
biernos contratantes sobre validez del Tratado de lími- 
tes de 15 de abril de 1858, se somete a arbitramento. 

«Art. 2. Será arbitro de esa cuestión el Señor Pre- 
sidente de los Estados Unidos de América. — Dentro de 
los sesenta dias siguientes al canje de ratificaciones de 
la presente convención, los Gobiernos contratantes soli- 
citarán del arbitro nombrado la aceptación del cargo. 

«Art 3. En el inesperado caso de que el Señor Pre- 
sidente de los Estados Unidos no se digne aceptar, las 
Partes nombrarán para arbitro al Señor Presidente de la 
República de Chile, cuya aceptación se solicitará. . . . 

«Art. 6.° Si el laudo arbitral decide la validez del 
Tratado, la misma sentencia declarará si Costa Rica 
tiene derecho de navegar el rio San Juan con naves de 
guerra o destinadas al servicio fiscal De igual modo 
decidirá, en caso de ser válida dicha convención, todos 
los demás puntos de dudosa interpretación que cual- 
quiera de las Partes encuentre en el Tratado i que co- 
munique a la otra dentro de treinta dias, contados desde 
el canje de ratificaciones del presente.» 

En el mismo caso de la validez del referido tratado, 
se nombraría una comisión mixta que fijara i demarcara 
1<* línea fronteriza con arreglo al mismo (art. 10). I2 9 

El presidente de los Estados Unidos aceptó el cargo. 
Un arreglo directo entre los gobiernos, concluido en 
Managua el 26 de julio de 1887 i desaprobado después 
por la asamblea lejislativa de Nicaragua, pudo hacer 
fracasar el arbitraje; sin embargo, siguió éste su curso. 1 ^° 

is9 Tratados de Costa Rica, II, 391. — *3o Anmiaire de législation étrangére, 
17 a année, París, 1888, p 941. 
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Por sentencia arbitral de 22 de marzo de 1888, fa- 
vorable a Costa Rica, el presidente Cleveland declaró 
válido el referido tratado de 1858, i en consecuencia, 
dirimió también sus puntos de dudosa interpretación. 

Marzo 27 de 1896. — La sentencia fué acatada desde 
luego; pero, diversas causas retardaron o dificultaron su 
ejecución en e! terreno. Finalmente, mediante la amis- 
tosa intervención del gobierno de El Salvador, los de 
Nicaragua i Costa Rica ajustaron en San Salvador, el 
27 de marzo de 1896, una convención para él trazado 
de la línea fronteriza por medio de comisiones técnicas 
mixtas, con arreglo al tratado de 1858 i a la sentencia 
arbitral de 1888 (art. i.°). Dichas comisiones serian inte- 
gradas por un injeniero cuyo nombramiento se solicitaría 
del presidente de los Estados Unidos de Norte América, 
debiendo dicho injeniero decidir con amplias facultades 
i sin ulterior recurso cualquiera dificultad que surjiere 
(art. 2. ). Podría proceder con asistencia de las dos par- 
tes o de una sola. l $ l 

Mr. E. P. Alexander, designado por el presidente de 
los Estados Unidos ¡njeniero-árbitro, dictó sus dos pri- 
meros laudos en septiembre i en diciembre de 1897, 
respectivamente. El proceso tan laborioso de aquella 
demarcación sigue ahora en paz su curso regular. *3 2 

Cosía Rica i Colombia (1 880-1 896). — Por la con- 1/ 
vención de 25 de diciembre de 1880, suscrita en San 
José, las dos repúblicas, convencidas de que «era pre- 
ciso cegar la única fuente de las diferencias que entre 

x 3i Romero Girón, Complemento citado, apéndice V, 1897, p. 420. 
132 Memoria de R. E. de Costa Rica, San José, 1898, pp. 146-227. 
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as ocurren, la cual no es otra que la cuestión de limí- 
*, que desde 1825 habia sido objeto de diversos 
tados, todos ineficaces; i entendidas sobre la adopción 
e otro medio mas expedito, pronto i seguro de termi- 
■ la expresada cuestión de limites, mediante la desig- 
;ion, a perpetuidad, de una línea divisoria clara e in- 
ítrovertible por toda la extensión en que colindan sus 
¡pectivos territorios,» ambas naciones convinieron en 
1 artículos siguientes, que deferían a un arbitro, en 
minos jenerales, la cuestión de limites para la desig- 
cion de la respectiva linea fronteriza: 

«Art. i." Los Estados Unidos de Colombia i la Re- 
blica de Costa Rica comprometen en arbitraje la 
sstion de límites existente entre ellos, i la designa- 
>n de una línea que divida para siempre i con toda 
iridad el territorio de la primera del territorio de la 
junda, quedando cada una en pleno, quieto ¡ pacífico 
minio, por lo que respecta a ellas entre si, de todo el 
ritorio que a su lado deje la expresada línea, el cual 

ha de quedar con carga ni gravamen alguno especial 

favor del otro. 

«Art. 2. El arbitro que, dignándose aceptar el cargo 

tal, hubiere de ejecutar lo estipulado en el artículo 
terior, ha de verificarlo, para que sea valedero, den- 
> de diez meses a contar desde la fecha de su acep- 
:ion; sin que obste el que alguna de las Altas Partes 
mtratantes no concurra a deducir sus derechos por 
:dio de representante o abogado. 
«Art. 3. Para que la aceptación del arbitro se tenga 
r debidamente notificada a las Altas Partes Contra- 
lles i éstas no puedan alegar ignorancia de ella, basta 
e se publique en periódico oficial de la nación del 
jitro o en la de alguna de las Altas Partes Contra- 
rites. 
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«Art. 4. El arbitro, oidas de palabra o por escrito 
las Partes o Parte que se presenten, i considerados los 
documentos que pongan de manifiesto, o las razones 
que expongan, emitirá su fallo sin otra formalidad. . . . 

«Art. 5. En consonancia con los precedentes artícu- 
los i para su ejecución, las Altas Partes Contratantes 
nombran para arbitro a Su Majestad el Rei de los Bel- 
gas; para el caso inesperado de que éste no se digne 
aceptar, a Su Majestad el Rei de España; i para el 
evento, igualmente inesperado, de que también éste se 
niegue, al Excmo. Señor Presidente de la República 
Arjentina; en todos los cuales las Altas Partes Contra- 
tantes tienen, sin diferencia alguna, la mas ilimitada 
confianza. 

«Art. 6.° Aquel de los altos arbitros nombrados que 
llegare a ejercer el arbitraje, puede delegar sus funcio- 
nes, no dejando de intervenir directamente en la pro- 
nunciación de la sentencia definitiva. 

«Art. 7. Si desgraciadamente ninguno de los altos 
arbitros nombrados pudiere prestar a las Altas Partes 
Contratantes el eminente servicio de admitir el cometido, 
ellas de común acuerdo harán nuevos nombramientos, í 
así sucesivamente, hasta que alguno tenga efecto; por 
que está convenido, i aquí formalmente se estipula, que 
la cuestión de límites i la designación de una línea divi- 
soria entre los territorios limítrofes de Colombia i Costa 
Rica jamas se decidan por otro medio que el civilizado 
i humanitario del arbitraje, conservándose entre tanto el 
statu quo convenido.» *33 

Enero 20 de 1886. Paris. — Por muerte del rei de Es- 
paña, Don Alfonso XII, que había aceptado la designa- 
ción de arbitro, i porque ese fallecimiento (ocurrido el 
25 de noviembre de 1885) «pudiera dar lugar a duda 

133 Colección de Tratados Públicos de los Estados Unidos de Colombia, 
por Pedro Ignacio Cadena, Bogotá, 1883, 1,9. Tratados de Costa Rica, co- 
lección citada, II, 291. 



— 152 — 

respecto a la competencia de su sucesor o sucesora,» 
se ajustó en París, por los respectivos plenipotenciarios, 
la convención de 1886, adicional a la de 1880. Por 
ella las partes declararon que, no obstante aquel falle- 
cimiento, el gobierno de España era competente para 
seguir conociendo del arbitraje propuesto, i confirmaron 
la convención de 1880, precisando los territorios recla- 
mados i prorrogando el plazo para el fallo. x m 

Noviembre 4 de 1896. Bogotá. — Con el tiempo, i tar- 
dando la solución arbitral con motivo de nuevas dispu- 
tas ocasionadas por concesiones hechas por Colombia 
a la Compañía del Canal de Panamá, suscitóse entre 
Colombia i Costa Rica controversia a cerca de la caduci- 
dad o firmeza de las dos anteriores convenciones/ Con es- 
te motivo, ambas repúblicas celebraron, en aquella fecha, 
una tercera convención arbitral de límites, que revalidaba 
las anteriores con algunas modificaciones relativas a la 
designación de nuevo arbitro i al procedimiento; siendo 
entendido que, si la última convención no llegase, por 
cualquiera causa, a perfeccionarse, cada parte asumiría 
respecto a las otras la posición en que antes se hallaba. 

Por dicha convención de 1896, fué nombrado arbitro 
el presidente de la república francesa; en defecto de 
éste, el de los Estados Unidos Mejicanos; i en defecto 
de éste, el de la Confederación Suiza (art. 2. ). En el 
mismo artículo, las partes hicieron constar que, si no 
renovaban el nombramiento del gobierno de España, 

*34 Tratados de Costa Rica, I, 371. El representante de Costa Rica, Don 
Manuel M. de Peralta, expuso los derechos de su patria en una obra titula- 
da: Cosía Rica i Colombia de 157 j a 1881, Madrid, 1889. 
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era porque Colombia hallaba dificultad para exijir de 
dicho gobierno tantos servicios seguidos, habiendo poco 
antes suscrito con el Ecuador i el Perú un tratado de 
límites en que se nombraba arbitro a S. M. C. después de 
haber la misma desempeñado igual cargo en el laborioso 
arbitraje de la frontera colombiano-venezolana. x 35 

En mayo del presente año de 1898, la cuestión se 
hallaba de hecho sometida al arbitraje del presidente de 
Francia, i las partes preparaban sus respectivos alegatos, 
que han de ser presentados en diciembre del mismo. *3 6 

Colombia i Venezuela (1881-1891). — Por convención 
de 14 de septiembre de 1881, suscrita en Caracas, i a fin 
de poner término a la cuestión de límites que por espa- 
cio de cincuenta años venia dificultando las buenas rela- 
ciones entre los dos países, sin conseguir solucionarla en 
repetidas negociaciones, acordaron someterla a arbitraje 
en los términos jenerales siguientes: 

«Art. i.° Dichas Altas Partes Contratantes someten 
al juicio i sentencia del Su Majestad el Rei de España, 
en calidad de arbitro, juez de derecho, los puntos de 
diferencia en la expresada cuestión de límites, a fin de 
obtener un fallo definitivo e inapelable. . . .» *37 

Ocho meses después de que el arbitro haya aceptado 
el encargo, se le presentará por cada parte una exposi- 
ción o alegato documentado (art. 2 ). Los respectivos 

*35 Romero Girón, Complemento citado, apéndice V, 1897, p. 519. — *36 Me- 
moria de R. E. de Costa Rica, 1898, p. XX. — *37 Tratados públicos de Co- 
lombia, colección citada de 1883, I, 83. Tratados de Venezuela, p. 134. En 
21 de febrero de 1883, el gobierno español aceptó el cargo, i por real decreto 
de 19 de noviembre del mismo año, nombró una comisión examinadora e 
informante. Véase Seijas, obra citada, V, 534. 
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plenipotenciarios quedarán autorizados para recibir los 
traslados que el arbitro «juzgue conveniente pasarles, i 
cumplirán el deber o deberes que se les impongan por 
tales providencias, para esclarecer la verdad del derecho 
que representan» (art. 3 ). Las facultades del arbitro no 
tienen restricción que embarace el amplio desempeño de 
las funciones propias de su cargo. 

También creyeron las partes i creyó el arbitro que esa 
fórmula jeneral, que suponía la existencia de muchos 
antecedentes de discusión entre los gobiernos, bastaba 
como determinación de la materia del arbitraje, el cual 
se consideró perfecto desde la aceptación del arbitro. 

Por sentencia de 16 de marzo de 1891, el Rei de Es- 
paña dirimió la cuestión fijando el deslinde que, a su 
juicio, correspondía al uti possidetis de 18 10 entre Ve- 
nezuela i Colombia, según los títulos de cada una; i no 
obstante que la primera poseia establecimientos i funda- 
ciones en cierta parte de la costa juzgada a favor de 
Colombia, el laudo arbitral fué sin vacilación aceptado 
por las dos repúblicas i exactamente cumplido. *3 8 

La antigua querella cesó así i ambos pueblos han 
podido gozar, por aquella parte, de una paz sin cuidados. 

Guayana Holandesa i Guayaría Francesa. Noviem- 
bre 29 de 1888. — Por convención de esta fecha, la cues- 
tión de límites entre esos países de América fué someti- 
da a arbitraje en los términos siguientes: 

«El Presidente de la República francesa i S. M. el 
Rei de los Paises-Bajos, queriendo poner fin amistosa- 

*38 Libro Amarillo de Venezuela presentado al Congreso Nacional de 1895, 
pp. 242-292. 
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mente a la diferencia que existe relativa a los límites de 
sus colonias respectivas de la Guayana Francesa i de 
Surinam, mas arriba de la confluencia de los rios Awa i 
Tap&nahoni, que juntos forman el Maroni, han nombra- 
do sus plenipotenciarios Los cuales, debidamen- 
te autorizados, han convenido en los artículos siguientes: 

«Art. i.° El Gobierno de la República Francesa i el 
Gobierno de S. M. el Reí de los Paises-Bajos convienen 
en someter a un arbitro el encargo de proceder a la de- 
limitación antes mencionada. 

«Art. 2. Los dos Gobiernos se obligan a aceptar co- 
mo sentencia suprema i sin apelación la decisión que el 
arbitro dictare i a someterse a ella sin reserva alguna.» 

Designado posteriormente arbitro el emperador de 
Rusia, dictó éste su sentencia, lijeramente motivada, de 
25 de mayo de 1891. Fué ella favorable a Holanda, 
declarando que el límite entre los dos países era el Awa. 
En consecuencia, acatando la decisión, los puestos fran- 
ceses establecidos al otro lado de ese rio, repasaron és- 
3r te sin dificultad, para que los holandeses ocuparan el 
territorio que se les habia reconocido. J 39 

Venezuela i Guayana Británica. Febrero 2 de 1897. 
Washington. — Convención arbitral que la Gran Bretaña 
celebró, por su colonia de la Guayana, con Venezuela, 
para dirimirir así entre estos dos países su antigua cuestión 
de límites. En ella tomó parte directamente el gobier- 
no de los Estados Unidos de Norte América, en el sen- 
tido de instituir un tribunal de arbitraje internacional 
encargado de dictar sobre aquel litijio una decisión defi- 
nitiva e irrevocable. 

En virtud del art. 2. del tratado, el tribunal, que fun- 

*39 Rouard de Card, Les Destinées de V Arbitrage, pp. 91 i 232-235. 
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donará en París, deberá componerse de cinco jueces, 
de los cuales dos serian nombrados por parte de Vene- 
zueza i dos por parte de la Gran Bretaña. La elección 
del quinto juez, que será el arbitro neutral i supremo i 
presidente del tribunal, con voz decisiva, debería ser efec- 
tuada por los otros cuatro en votación secreta. En de- 
fecto de este medio, se solicitaría del Rei de Suecia i 
Noruega que nombrase a dicho arbitro supremo. 

En el mes de octubre de aquel año, fué elejido unáni- 
memente en ese carácter, por los cuatro primeros comi- 
sionados, el consejero privado de la corte de Rusia ¡ 
distinguido profesor de la Universidad Imperial de San 
Petersburgo, F. de Martens. 

«Se sabe que la cuestión en litijio es mui delicada i 
compleja, i seguramente, una de las mas arduas some- 
tidas a la decisión de arbitros; i, en cuanto a su objeto, 
es sin duda una de las mas importantes, como que se 
trata de un territorio de 33,000 millas cuadradas.» 1 ^ 

Se sabe igualmente que aquella cuestión de límites 
causó gran ruido, pudiendo comprometer las buenas rela- 
ciones entre la Gran Bretaña i los Estados Unidos. Casi 
todas la repúblicas americanas expresaron su deseo de que 
ella fuera sometida a arbitraje, como medio justo i con- 
veniente de solucionarla. 

*4° Revue de Droit International, Bruxelles, 1898, XXX, 117. El ilustre tra- 



tadista i profesor de derecho internacional, F. de Martens, había sido ya desig- 
nado en 1891, con el profesor A. Rivier, para formar parte del tribunal arbitral 
encargado de dirimir la cuestión de las pesquerías de Terranova entre Gran 
Bretaña i Francia; i cuando fué nombrado arbitro en la cuestión anglo-ve- 
nezolana, hacia algunos meses que en el mismo carácter habia fallado el 
caso del buque Costa Rica Packet, entre Gran Bretaña i Holanda. 
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«Recomiendo nuevamente a V. E. — decía el ministro 
de R. E. de la República Arjentina a su plenipotencia- 
rio en Londres — recomiendo nuevamente a V. E. que, si 
llega a presentarse una oportunidad propicia, reitere al 
Gobierno de S. M. B. la manifestación de los deseos 
del Gobierno de la República Arjentina a objeto de que 
Inglaterra i los Estados Unidos de Venezuela ocurran al 
arbitraje para dirimir la controversia de límites de la 

# 

Guayana.»^ 1 

Brasil i Guay ana Francesa, Abril 10 de 1897. — Por ¿2^ 
convención de esta fecha, se ha puesto término a la 
cuestión de límites suscitada i mantenida, primeramente, 
entre el Portugal i la Francia desde fines del siglo XVII, 
i en seguida, continuada entre la Francia i el Brasil des- 
pués de la independencia de este pais. Se referia princi- 
palmente al territorio de Amapa la diferencia, i com- 
prendía una rejion de la costa situada entre dos ríos, i 
una rejion del interior, entre dos líneas diversas indica- 
das respectivamente por cada país. 

Según la convención, «el Gobierno de la República 
de los Estados Unidos del Brasil i el Gobierno de la 
República Francesa, deseando fijar definitivamente las 
fronteras del Brasil i de la Guayana francesa, han con- 
venido en recurrir con este fin a la decisión arbitral del 
Gobierno de la Confederación Suiza.» 

Respecto del límite interior, el arbitro decidirá por 
cual de las líneas indicadas deberá ir el deslinde, pu- 
diendo en cierta parte elejir «la línea de división de las 
aguas de la hoya del Amazonas, la cual, en esa rejion 

M 1 Memoria de R. E. y Buenos Aires, 1893. 
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está casi en su totalidad constituida por la cumbre de 
los montes Tupuc-Humac,» (Art. 2.°) r 4 2 

La aceptación del Consejo Federal, que es de espe- 
rar no demore mucho mas, dejará perfeccionado el com- 
promiso arbitral. 

Ecuador, Perú i Colombia (1887- 1894). — La vieja dis- 
puta fronteriza entre el Ecuador i el Perú, que había 
sido objeto de diversos arreglos, principalmente del 
tratado de límites de 1829, fué por fin sometida a arbi- 
traje por la convención concluida en Quito el t .° de ma- 
yo de 1887, en los siguientes términos jenerales: 

«Deseando los Gobiernos del Perú i del Ecuador po- 
ner uñ término amistoso a las cuestiones de límites pen- 
dientes entre ambas naciones, han autorizado para cele- 
brar un arreglo, con tal fin, a los infrascritos, quienes, 
después de haber exhibido sus poderes, han convenido 
en los artículos siguientes: 

«Art. i.° Los Gobiernos del Perú i del Ecuador so- 
meten dichas cuestiones a Su Majestad el Rei de Espa- 
ña, para que las decida como arbitro de derecho, de una 
manera definitiva e inapelable. 

«Art. 7. Aun cuando ambas Partes Contratantes 
abrigan la íntima persuacion de que S. M. C. se. presta- 
rá a aceptar el arbitraje que se le propone, desde ahora 
designan como arbitros, para el caso contrario, a S. E. 
el Presidente de la República Francesa, o a S. M. el 
Rei de los Belgas, o al Excmo. Consejo Federal Suizo, 
en el orden en que quedan nombrados, a fin de que 
ejerzan el cargo conforme a lo estipulado en los artícu- 
los que preceden.» 

Según esos artículos precedentes, el arbitro, sin re- 
servas ni restricciones sujeridas por falta de confianza 

W Revue genérale de Droit International Public y Paris, 1897, Documents, i. 
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o falta de sinceridad, quedaba ampliamente facultado, 
en conformidad con los altos fines de su nombramiento, 
para tramitar el asunto i para fallarlo con vista de los 
alegatos o exposiciones en que las partes hubieran he- 
cho constar sus respectivas pretensiones. Todo, sin per- 
juicio de que, en el entre tanto, pudieran aquéllas arre- 
glar directamente todos o algunos de los puntos compren- 
didos en la cuestión, sobre lo cual agregaba el art. 6.°: 
< A falta de acuerdo directo, quedará expedito el ar- 
bitraje en toda su extensión, como lo fija el art. i.°» J 43 

Este importante pacto internacional, oportunamente 
canjeado, entró en vias de ejecución. En 14 de diciem- 
bre de 1888, el rei de España aceptó, con lo cual quedó 
el arbitraje perfeccionado, entrando el arbitro a conocer 
de él sin nuevas fórmulas o especificaciones, que no cre- 
yeron necesarias, para los fines del compromiso, ni el ar- 
bitro ni las partes. El año siguiente presentaron éstas en 
Madrid sus respectivos alegatos, que el arbitro puso 
en estudio. 

La cordialidad de relaciones, restablecida entre los 
dos países por la constitución del arbitraje, se turbó 
nuevamente i amenazó mas que nunca un rompimiento, 
por un arreglo directo ajustado entre los gobiernos. 

A tiempo que jestionaban el arbitraje en Madrid, pro- 
curaban celebrar i celebraron en Quito un nuevo tratado 
de límites i un protocolo complementario, suscritos el 2 

*43 Tratados del Perú, colección citada, V, 803. Poco después, el congreso 
ecuatoriano acordó proponer al Brasil, a Colombia i a Venezuela hacer cor- 
tar por una sola decisión arbitral todas las cuestiones fronterizas pendientes 
entre todas esas repúblicas i la del Ecuador, lo que no tuvo efecto. Annuaire 
de législation citado, 1888, p. 956. 
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de mayo i el 5 de junio de 1890, respectivamente. A 
i de ellos, ¡ por demorar su aprobación el congre- 
ruano, ambos gobiernos solicitaron del arbitro es- 

que suspendiera su fallo. Con esto, renacieron las 
as.'í luego tomaron creces cuando el congreso del 
considerando aquel tratado 25 de octubre de 1891, 

aprobó sino con modificaciones, que el Ecuador 
zó í que el congreso peruano reiteró a fines de 
, a los cinco años de aceptado el arbitraje. 

todo eso, ¡ de violaciones del statu quo atribuidas 
rú, respecto de los territorios disputados, resultaron 
itas demostraciones populares contra los consula- 
lel Perú en Quito í Guayaquil, las cuales repercu- 
1 en Lima contra la legación i el consulado del 
dor en aquella ciudad. Nunca hubo dos pueblos 
íróximos a la guerra, después de haber creído afian- 
sólidamente su paz, 
[uel agudo conflicto fué solucionado a principios de 

por mediación de Colombia i de la Santa Sede, a 
i de recíprocas satisfacciones i de una nueva con- 
on adicional a la de arbitraje, en la cual se dio par- 
cion a Colombia. Después de tantos arreglos ¡nefi- 
, durante sesenta años, la sustitución del arbitraje 
in convenio directamente celebrado por los gobier- 
n una hora de cordialidad, resultó contraproducen- 
casionado a los mas graves conflictos. *44 
rú, Ecuador i Colombia. Diciembre 15 de 1894. La- 
'or parte de Colombia se alegaban también derechos 
: los territorios del alto Amazonas disputados entre 
"ratados del Perú, V, 525-556 i 803- 
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el Perú í el Ecuador, comprendidos en el tratado que es- 
tos últimos países celebraron en 1887 i cuya desaproba- 
ción por el congreso del Perú produjo el referido con- 
flicto de 1 893-1 894. 

Para solucionar ese conflicto en orden a la cuestión de 
límites, se renovaron en Lima, con intervención de Co- 
lombia, varias conferencias, que dieron por resultado la 
mencionada convención tripartita de 1 5 de diciembre de 
1894, en I a cua l se ratificó la designación del rei de 
España como arbitro, ensanchando sus ya amplísimas 
facultades en la forma siguiente: 

«Art. i.° Colombia se adhiere a la convención de ar- 
bitramento entre el Perú i el Ecuador de 1 .° de agosto 
de 1887, canjeada en Lima el 14 de abril de 1888; 
pero, las tres Altas Partes Contratantes estipulan que el 
Real Arbitro fallará las cuestiones materia de la dispu- 
ta atendiendo, no solo a los títulos i argumentos de de- 
recho que se le han presentado i se le presenten, sino 
también a las conveniencias de las Partes Contratantes, 
conciliándolas de modo que la línea de frontera esté 
fundada en el derecho i en la equidad. 

«Art. 4. Si esta Convención fuere desaprobada por la 
República de Colombia, producirá, no obstante, sus efec- 
tos entre las Repúblicas del Perú i del Ecuador, cuyas 
cuestiones sobre límites serán decididas con arreglo a lo 
estipulado en el art. i.° 

«ArL 5. Si dicha Convención fuere desaprobada por 
el Perú, por el Ecuador o por ambos, continuará vijente 
entre las dos naciones el convenio de arbitraje de 1 .° de 
agosto de 1887, i Colombia quedará en libertad para 
adherirse pura i simplemente a él, dentro de noventa 
días contados desde que oficialmente le sea notificada 
la improbación.» J 45 

145 Tratados del Perú, V, 989. 
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Perú % B olivia. Abril 20 de 1886. La Paz. — Tratado 
preliminar de límites, que establece comisiones naciona- 
les encargadas, en términos jenerales, de estudiar i fijar 
las fronteras entre ambos países. 

Terminados los trabajos de las comisiones, presenta- 
rán éstas, en un plano jeneral o en planos parciales, el 
trazo de la línea divisoria, que servirá de base al tratado 
definitivo de límites, determinando las partes mismas la 
limitación conveniente en los puntos en que hubiesen 
disentido las comisiones (arts. y.° i 8.°). Las discordias 
entre las partes serán falladas por un tribunal arbitral 
con facultades ilimitadas en la forma siguiente: 

«Art. 9. Si, no obstante la deliberación de las Altas 
Partes, subsistiere entre éstas el desacuerdo suscitado 
entre las comisiones, i quedare, en consecuencia, en sus- 

Í>enso la delimitación en uno o mas puntos disputados, 
a determinación de la línea divisoria en estos puntos 
será librada, en todo caso, al fallo de un tribunal arbi- 
tral, quedando entre tanto en vigor los límites que se 
establezcan de común acuerdo. 

«Art. 12. En protocolos separados se acordará el 
hombramiento de las comisiones nacionales i, en su caso, 
del tribunal arbitral encargado de definir los puntos de 
disidencia. Se acordarán también en ellos las medidas 
que fueren indispensables para la fiel ejecución del pre- 
sente Tratado.» 

Abril 24 de 1886. La Paz. — Protocolo complementario 
del precedente tratado preliminar de límites entre las 
repúblicas del Perú i de Bolivia. 

Cada comisión se compondría de dos ministros comi- 
sarios o representantes nacionales, investidos de sufi- 
cientes poderes. Concluidos, respecto de cada sección 
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de límites los correspondientes estudios sobre títulos i 
pruebas de dominio, posesión i uso, i sobre la configu- 
ración i accidentes de los territorios fronterizos, «se 
constituirían los cuatro ministros en comisión internacio- 
nal para deliberar i fijar, por mayoría de votos, la deli- 
mitación que hallaren ser justa o conveniente a ambas 
partes,» especificándose en el acta respectiva los votos 
disidentes (art. 2. ). I agregaba el protocolo: 

«Art. 5. Para los casos de discordia en la determi- 
nación de límites, previstos en el citado pacto preliminar, 
ambas Partes convienen en elejir, i elijen, de juez arbitro 
dirimidor al Excmo. Gobierno de la Nación Española, 
que por los tradicionales vínculos de común civilización 
que unen a las Repúblicas hispano-americanas con la 
madre patria, se halla interesado en la paz i la fraternal 
armonía que deben reinar entre dichas Repúblicas.» l * 6 

República Arj entina i Solivia (1858-188 9). — La 
cuestión de fronteras entre estos dos países viene tra- 
tándose por la via diplomática desde antiguo. A ese 
respecto, el tratado de amistad, comercio i navegación 
concluido entre aquéllos el 7 de diciembre de 1858, con- 
tenia la cláusula compromisoria jeneral i permanente, 
con estipulación especial sobre la cuestión de límites, en 
los términos siguientes: 

«Art. 2. Se comprometen las dos Repúblicas con- 
tratantes a no recurrir jamás al funesto medio de la 
guerra, ni a emplear otras medidas hostiles en el caso 
de que se suscite desgraciadamente entre ellas cualquier 
motivo de queja o desavenencia que altere sus buenas 
i fraternales relaciones. Cuando ocurriere un conflicto de 
esta naturaleza i se hubieren agotado todas las vías pa- 

146 Tratados del Perú, II, 464. 
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ificas i conciliatorias, se obligan las dos Partes Contra- 
stes a someter sus diferencias a la decisión de una 
;rcera potencia, 

«Art. 33. Las dos Repúblicas contratantes convienen 
n aplazar la demarcación de sus respectivos límites te- 
ritoriales para una época en que la leal ejecución de 
ste Tratado llegue a asegurar definitivamente sus mu- 
jas i francas relaciones de amistad i comercio. Si esta 
uestíon no se resolviese por medio de una simple i 
mistosa negociación, se estipula que deberá buscarse 
u arreglo del modo prescrito en el art. 2.% 

El congreso arjentino del Paraná no aceptó esta esti- 
'ulackm. Se reclamaba de Bolivia, entre otros, el terrí- 
orio de Tarija, i la República Arjentina no queria com- 
rometer, sino reservarse expresamente, los derechos que 
obre él alegaba, por lo cual dicho congreso declaró 
[ue la república «continuarla reclamando aquel territo- 
ío cuando lo considere conveniente.» Desechada por 
iarte de Bolivia la oferta de aprobación i canje del 
ratado con aquella reserva, todo quedó sin efecto por 
ntonces, sin perjuicio de que mas tarde abandonara la 
Lepública Arjentina su pretensión de restrinjir la máte- 
la del arbitraje. '+? 

Julio 9 de 1868. Buenos Aires. — Tratado de amistad, 
oinercio, navegación i límites, cuyo art. 19 contenia 
obre los últimos esta expresiva declaración: «La cues- 
ion de límites nunca será cuestión de guerra, sino de 
.venimiento amistoso o de arbitraje.» 

Confirmando esto mismo, aquel tratado agregaba: 

«Art. 20. Los límites entre la Repiiblico de Bolivia 
la Arjentina serán arreglados entre los dos Gobiernos 

>« Memoria de R. E. de Bolivii, 1893, p. XIII. 
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por una convención especial, después de nombrar comi- 
sarios por una i otra parte que, examinando los títulos 
respectivos i haciendo los reconocimientos necesarios, 
presenten el proyecto o proyectos de la línea divisoria. 
Los puntos sobre los límites en los cuales se suscitare 
cuestión i no se pudiese arreglar amistosamente entre 
las Partes Contratantes, serán sometidos al arbitraje de 
una nación amiga. 

«Los Gobiernos se pondrán de acuerdo para la eje- 
cución de esta estipulación. 

«Mientras no se haga demarcación de límites, la po- 
sesión no dará ningún derecho a territorios que no hu- 
biesen sido primitivamente de una o de otra nación.» 

Febrero 27 de 1869. Buenos Aires. — Protocolo que 
canceló elart. 20 del precedente tratado, por esponer Bo- 
livia que el aplazamiento indefinido de la cuestión le era 
perjudicial, i por declarar la República Arjentina que 
por entonces, i mientras no terminase la guerra contra 
el Paraguay, pendiente en aquella época, no se conside- 
raba en aptitud de tratar la cuestión de límites. 

Finalmente, se convino por aquel protocolo de i 869 
eliminar del anterior tratado el art. 20 transcrito, adop- 
tándose en cambio la siguiente resolución: 

«La cuestión de límites será resuelta por una conven- 
ción especial, después de terminada la guerra con el 
Paraguay, debiendo ser resueltas por el arbitraje de 
una naciou amiga, las dificultades que se susciten ¡so- 
bre las cuales no pueda llegarse a un acuerdo común 
entre las Partes Contratantes.» 1 * 8 

Mayo 10 de 1889. Buenos Aires. — Por este tratado, 
que se canjeó cuatro años mas tarde, se fijó por tran- 
sacción la línea fronteriza, que seria demarcada por co- 

m8 Tratados de la República Arjentina, colección citada, II, 257. 
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misiones mixtas de peritos (las cuales trabajan todavía 
sobre el terreno). I se agregaba: 

«Art. 2.° ... Si los peritos demarcadores no arriba- 
sen a perfecto acuerdo i ocurriesen dificultades que éstos 
no lograsen allanar, las disidencias serán resueltas por 
un tercero nombrado de común acuerdo por los Gobier- 
nos contratantes. Dicho tercero será designado, a mas 
tardar, a los cuatro meses de conocida la disidencia por 
los respectivos Gobiernos. 

«Art. 3. . . . Toda cuestión que surjiere entre ambos 
paíse, ya sea con motivo de esta transacción, o por cual- 
quiera otra causa, será sometida a la decisión de una 
potencia amiga, quedando en todo caso inconmovibles 
los límites estipulados en el presente arreglo. »*49 

Paraguay i Bolivia. Noviembre 24 de 1 894. La Asun- 
ción. — Para el arreglo de la cuestión sobre límites en 
el territorio del Chaco entre esas dos repúblicas, tuvie- 
ron lugar en la ciudad de la Asunción repetidas confe- 
rencias de plenipotenciarios, a mediados de aquel año. 

Con referencia al arbitraje indicado, el plenipotencia- 
rio paraguayo lo objetó por considerarlo inaceptable, 
entre otras razones, por tratarse, decia, «de un territorio 
que pertenecía indiscutiblemente al Paraguay desde 
tiempo inmemorial.» Sobre esto agregaba: «que lo mas 
que se podía esperar era que se aceptase el arbitraje 
sobre una zona limitada del territorio en la parte norte.» 

Para el doctor boliviano, no fué difícil la réplica. Con 
efecto, en el extracto quinto de aquellas conferencias, 
se dice: «Replicó el plenipotenciario boliviano que no 
creia suficiente que el Paraguay considerase suyo el 
territorio disputado, tratándose cabalmente de saber 

149 Memoria de R. E. de Bolivia, 1893, p. 1894. 
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a quién pertenecía, i sin que, de otro lado, corres- 
pondiera a ninguna de las partes interesadas, lo mis- 
mo en el orden civil que en el orden internacional, 
establecer la indiscutibilidad de un derecho controver- 
tido que precisamente había sido materia del debate 
sostenido por los plenipotenciarios de los dos, países; 
. . . que la verdadera acepción de ese magno prin- 
cipio (el del arbitraje), aceptado i reconocido por todas 
las repúblicas dé Sud-América, en toda su amplitud, no 
estaba subordinada a la apreciación individual de ningu- 
no de los interesados; que al tribunal arbitral correspon- 
día fijar sus alcances, tratándose de las demarcaciones 
territoriales en la época del coloniaje; que restrinjir 
la acepción del principio i darle una interpretación favo- 
rable o adversa a una u otra parte, importaría resolver 
el diferendo territorial comprometido.» 

Finalmente, se llegó a acuerdo, i por el mencionado 
pacto de 24 de noviembre de 1894, se determinó la lí- 
nea, se estableció que una comisión mixta la fijaría en el 
terreno, pudiendo uno de los comisarios hacerlo por sí 
solo en caso de no comparecer a tiempo el otro, i se 
estipuló lo siguiente al final del art. 4. : 

«Se someterá a arbitraje cualquiera diverjencia que 
se produjese durante la demarcación.» l s° 

República Arj entina i Paraguay (1876-187 8). — Las 

pretensiones del gobierno arjentino, después de la guerra 

de la triple alianza contra el Paraguay, para quedar aquél 

150 Memoria de R. E. de Bolivia, 1895, pp. 356-380. Exposición de los de- 
rechos del Paraguay en la cuestión de limites con Bolwia, presentada al pleni- 
potenciario boliviano doctor D. Telmo Ichazo por el plenipotenciario pa- 
raguayo D. Gregorio Benitez, Asunción, 1895, p. 927. 
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en posesión de ciertos territorios disputados a este último 
país, i ocupados por aquel gobierno durante la guerra, 
retardaron varios años el tratado definitivo de paz entre 
ambas repúblicas. Llegaron aquéllas hasta provocar entre 
la Arjentina i su ex-aliado el imperio del Brasil, constituido 
entonces en poderoso amparador del vencido Paraguay, 
un conflicto que tomó las mas alarmantes proporciones- 

Por fin, después de varias conferencias celebradas en 
Buenos Aires entre los representantes de la República 
Arjentina i los del Paraguay, en presencia i con interven- 
ción del representante del Brasil, interpuesto entre aqué- 
llos para moderar exijencias excesivas, se ajustaron en 
Buenos Aires, con la misma fecha de 3 de febrero de 
1876, un tratado de paz i amistad i otro de límites. 

Según este último, se consideraron dos secciones del 
territorio del Chaco, i se sometió a la decisión de un 
fallo arbitral el dominio sobre la segunda de ellas, com- 
prendida entre el rio Verde i el brazo principal del Pil- 
comayo, incluyéndose en esta sección la importante 
Villa Occidental (art. 4. ). I luego, se agregaba: 

«Art. 5. Las dos Altas Partes Contratantes convie- 
nen en elejir al Excmo. Señor Presidente de los Estados 
Unidos de Norte América, como arbitro para resolver 
sobre el dominio a la segunda sección del territorio a 
que se refiere el artículo que precede.» 

«Art. 11. Queda convenido que, durante la prosecu- 
ción del juicio arbitral i hasta su terminación, no se hará 
innovación en la sección sometida a arbitraje, i que, si 
se produjese algún hecho de posesión antes del fallo, él 
no tendrá valor alguno, ni podrá ser alegado en la dis- 
cusión como un título nuevo.» 

Dentro del plazo de doce meses, las partes deberían 
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presentar al arbitro las memorias i los títulos i documen- 
tos que favorecieran las respectivas pretensiones de 
aquéllas, i el arbitro fallaría en vista de ellos i de la co- 
rrespondencia diplomática cambiada en 1873 entre am- 
bos gobiernos (art. 9. ). 

Sentencia, favorable al Paraguay, pronunciada en 
Washington el 12 de noviembre de 1878. Sin exposi- 
ción de hechos o alegaciones de las partes, sin conside- 
randos, i con solo una referencia jeneral a las memorias 
i a los documentos presentados, aquella sentencia dijo: 

«Yo, Rutherford B. Hayes, Presidente de los Estados 
Unidos de América, hago saber: que, habiendo conside- 
rado debidamente las referidas memorias i documentos, 
fallo que la dicha República del Paraguay tiene legal i 
justo título al mencionado territorio comprendido entre 
los ríos Pilcomayo i Verde, i a la Villa Occidental situada 
en aquél. 

«I en consecuencia, declaro como de dicha República 
del Paraguay el territorio situado eh la márjen derecha 
del rio de ese nombre, entre el rio Verde i el brazo 
principal del Pilcomayo, incluyendo la Villa Occidental. 

«En fé de lo cual, lo firmo, etc».^ 1 

República Arj entina i Brasil (1889-1895). — Por el 
tratado de 7 de septiembre de 1889, concluido entre 
esos dos países, se dispuso que la discusión del dominio 

x 5* Tratados de la República Arjentina, colección citada, III, 18-88. Para- 
guayos i brasileños han mantenido hasta ahora sus dudas a cerca de la es- 
pontaneidad i de la seriedad de aquello que por entonces se dijo, algo tardía- 
mente, de que para los arjentinos la victoria no da derechos. La intervención 
del Brasil, de que no fué posible prescindir, manifestó i evitó el peligro que 
habia corrido el Paraguay. Véanse: Memoria de R. £., Buenos Aires, 1874, 
i los correspondientes Relatónos brasileños de negocios extranjeros. 
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que uno i otro reclamaban sobre cierta porción, entre 
dos sistemas de ríos, del territorio de Misiones, queda- 
ría cerrada noventa dias después de que las comisiones 
anteriormente nombradas para el reconocimiento del 
terreno, presentaran a sus respectivos gobiernos los 
planos i memorias correspondientes (art. i ,°). Agregaba: 

«Art. 2.° Terminado el plazo del artículo precedente 
sin solución amigable, la cuestión será sometida al arbi- 
traje del Presidente de los Estados Unidos de América, 
a quien, dentro de los sesenta dias siguientes, se diriji- 
rán las Altas Partes Contratantes, pidiéndole que acepte 
ese cargo. . . 

«Art. 5. La frontera ha de ser constituida por los 
rios que el Brasil o la República Arjentina han desig- 
nado, i el arbitro será invitado a pronunciarse por una 
de las Partes, como juzgare justo, en vista de las razo- 
nes i de los documentos que produjeren. 

«Art. 6.° El laudo será pronunciado en el plazo de 
doce meses contados desde la fecha en que fueren pre- 
sentadas las exposiciones, o desde la mas reciente, si la 
presentación no fuere hecha al mismo tiempo por am- 
bas Partes. Será definitivo i obligatorio, i ninguna razón 
podrá alegarse para dificultar su cumplimiento.» 

No habiendo llegado a solución amigable dentro del 
término convenido, las partes sometieron la controversia 
a! presidente Cleveland, de los Estados Unidos de la 
América del Norte, para el arbitramento ¡ fallo bajo las 
condiciones prescritas en dicho tratado. 

Sentencia, favorable al Brasil, pronunciada en Was- 
hington el 6 de febrero de 1895. P° r e ^ a > en forma 
breve, semejante a la del caso anterior, el presidente 
Cleveland falló: que el límite entre la República Arjen- 
tina i los Estados Unidos del Brasil en la parte some- 
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tida a arbitraje era formado i debía ser establecido por 
i sobre los ríos designados como tal límite por el Brasil. 

Esta sentencia, como la anterior del presidente Hayes, 
ha sido debidamente acatada, terminando así para siem- 
pre aquella enojosa disputa, con la satisfacción de poder 
decirse, como se dijo: «que no había razón para que el 
resultado de este arbitraje oríjinara preocupaciones po- 
pulares respecto del vencedor.» '5 2 

Chile i Solivia. Mayo 18 de 1895. Santiago. — Tra- 
tado de paz i amistad, celebrado para poner término al 
pacto de tregua concluido el 4 de abril de 1884. El art. 
1 .° se refiere a la línea fronteriza en la rejion septentrio- 
nal de Chile, i en relación con ella, el tratado establece 
la cláusula compromisoria. 

En caso de suscitarse dificultades sobre el límite entre 
los dos países, se nombrará por las Altas Partes Con- 
tratantes una comisión de ¡njenieros que proceda a de- 
marcar en el terreno la línea fronteriza. «Si por desgra- 
cia ocurriese entre los injenieros demarcadores algún 
desacuerdo que no pudiese ser allanado por la acción 
directa de los Gobiernos, se someterá la cuestión al fa- 
llo de una potencia amiga.» *53 

Chile i la República Arj entina (1855-1 896). — Por el 
tratado de paz, amistad, comercio i navegación, con- 
cluido entre estos dos países, en Santiago, el 30 de 
agosto de 1855, i canjeado el 29 de abril de 1856, 

153 Palabras del desgraciado doctor Zeballos, patrocinante de los derechos 
arjentinos ante el arbitro. La Memoria de R. E. de la República Arjentina 
correspondiente a 1895 contiene la exposición de aquél, el fallo del arbitro i 
otros antecedentes del caso. — *53 Memoria de R. E. correspondiente a 1896, 
Santiago, 1897, p. 167. 



estipuló particularmente 'sobre límites lo siguiente: 

«Art. 39. Ambas Partes Contratantes reconocen como 
lites de sus respectivos territorios, los que poseian 
mo tales al tiempo de separarse de la dominación es- 
ñola el año de 1 8 1 o, i convienen en aplazar las cuestio- 
s que han podido o pueden suscitarse sobre esta ma- 
fia, para discutirlas después pacífica ¡ amigablemente, 
i recurrir jamas a medidas violentas, i en caso de no 
ribar a un completo arreglo, someter la decisión al 
bitraje de una nación amiga.» '54 

Jtdio 2j de 1881. Buenos Aires. — Tratado de límites 
ncluido, según el preámbulo, con el ánimo «de resol- 
ir amistosa ¡'dignamente la controversia de límites que 

existido entre ambos países, i dando cumplimiento al 
t. 39 del tratado de abril del año de 1856.» Determina, 
jeneral.las líneas divisorias, que un perito de cada parte 
m tercero en discordia (art. i.°) deben demarcar de 
rte a sur hasta el paralelo 52, al norte del estrecho 

Magallanes i en la Tierra del Fuego (arts. i.\ 2.°, 
J i 4.°). Dispone ademas: 

«Art. 6.° Los Gobiernos de Chile i de la República 
■jentina ejercerán pleno dominio i a perpetuidad sobre 
> territorios que respectivamente les pertenecen, se- 
n el presente arreglo. Toda cuestión que por desgra- 
1 surjtere entre ambos países, ya sea con motivo de 
ta transacción, ya sea de cualquiera otra causa, será 
metida al fallo de una potencia amiga, quedando en 
io caso como límite inconmovible entre las dos Repú- 
blicas el que se expresa en el presente arreglo.» J 55 

Agosto 20 de 1888. Santiago. — Convención comple- 

;S4 Tratados de Chile, recopilación citada, 1, 227. Tratados de la Repúbli- 
Arjentina, 1, 401.— <ss Tratados de Chile, II, 120. Id. de la República Ar- 
tina, III, 282. 
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mentaría del tratado precedente, ajustada, según su 
preámbulo, con «el común deseo de dar ejecución a lo 
estatuido en el tratado celebrado por ambos (Gobiernos) 
en 23 de julio de 1881, con relación a la demarcación de 
los límites territoriales entre uno i otro país.» Se dispo- 
ne en ella: 

« Art. 6.° Siempre que los Peritos no arriben a acuerdo 
en algún punto de la fijación de límites, o sobre cual- 
quiera otra cuestión, lo comunicarán respectivamente a 
sus Gobiernos, para que éstos procedan a designar el 
tercero que ha de resolver la controversia, según el 
Tratado de Límites de 188 1.» *5 6 

Mayo i.° de 1893. Santiago. — Protocolo adicional al 
tratado de límites de 1881, ajustado aquél con el deseo 
de hacer desaparecer las dificultades con que han tro- 
pezado o pudieran tropezar los peritos, «i de establecer 
entre los dos Estados completo i sincero acuerdo.» En 
él se declara: 

«Art. 10. El contenido de las disposiciones anterio- 
res no menoscaba en lo mas mínimo el espíritu del Tra- 
tado de Límites de 1 881; i se declara, por consiguiente, 
que subsisten en todo su vigor los recursos conciliato- 
rios para salvar cualquiera dificultad, prescritos por los 
arts. i.° i 6.° del mismo.» *57 

Abril 17 de 1896. Santiago. — Acuerdo ajustado de- 
seando los gobiernos, chileno i arjentino, según el pre- 
ámbulo, «facilitar la leal ejecución de los tratados vijen- 
tes, que fijan un límite inconmovible entre ambos países, 
restablecer la confianza en la paz i evitar toda causa de 
conflicto.» 

156 Tratados de Chile, II, 331. — m Tratados de Chile, II, 385. Memoria 
de R. E. t Buenos Aires, 1894, p. 65. 



<Base 2.* Si ocurrieren diverjencías entre los Peritos 
ijar en la cordillera de los Andes los hitos divisorios 
¡ur del paralelo 26. , 52' i 45", i no pudieran allanar- 
amígablemente por acuerdo de ambos Gobiernos, 
:darán sometidas al fallo del Gobierno de Su Majes- 
Británica, a quien las Partes Contratantes' designan, 
de ahora, con el carácter de Arbitro encargado de 
icar estrictamente, en tales casos, las disposiciones 
Tratado i Protocolo mencionados (los de 1881 i 
)¡), previo el estudio del terreno por una Comisión 
; el Arbitro designará. 

«Base 4." Sesenta días después de producida la diver- 
cia, en los casos a que se refieren las bases anterio- 
, podrá solicitarse la intervención del Arbitro, por 
bos Gobiernos de común acuerdo, o por cualquiera 
ellos separadamente. 

«Base 8.* Dentro del término de sesenta días después 
; hubiere sido firmado el presente Acuerdo, los Re- 
sentantes Diplomáticos de la República de Chile i de 
República Arjentina, acreditados cerca del Gobierno 
Su Majestad Británica, solicitarán conjuntamente de 
e la aceptación del cargo de Arbitro que se le con- 
e, a cuyo efecto, los respectivos Gobiernos impartí- 
las instrucciones necesarias.»^ 8 
-,a disposición de la base 8." transcrita fué cumplida 
1 oportunidad. En cartas autógrafas de análogo te- 
•, dirijidas a la reina Victoria i entregadas simultanea- 
nte en el «Foreign Office», el 15 de junio de 1896, 
■ los respectivos representantes de Chile i de la Repu- 
ta Arjentina en Londres, los presidentes de ambas 
úblicas solicitaron encarecidamente de S. M. B. la 
:ptacíon del cargo de arbitro que las partes habían 
ivenido confiarle para que fallara, decía la carta, «las 

b Memoria de R. E. correspondiente a 1896, Santiago, 1897, documentos 
. Memoria deS. E., Buenos Aires, 1896, p. 22. 
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diverjencias que ocurran en los trabajos de demarcación 
i que no puedan ser allanadas amigablemente por 
aquéllas.» 

El día en que se firmó aquel acuerdo o protocolo de 
1896 pudo darse por resuelta pacíficamente la cuestión 
de límites chileno-arjentina, mas tarde o mas temprano. 
Antes de él, la cláusula compromisoria, tantas veces rei- 
terada entre Chile i la República Arjentina para la so- 
lución de su cuestión de límites, no tenia mas garantía 
que la del honor de los contratantes, ni mas sanción que 
la de la opinión universal, positivamente débil en dere- 
cho internacional. Después de aquel protocolo; tratán- 
dose de una cuestión simple, bien definida por su propia 
naturaleza, por los antecedentes históricos de larguísima 
discusión i por la letra misma de los pactos; en circuns- 
tancias de haberse ya producido i acentuado entre am- 
bos pueblos una notable diverjencia de criterio en orden 
a la intelijencia i ejecución de lo estipulado, la designa- 
ción de S. M. B. como arbitro i la aceptación que por su 
parte se dignó otorgar, trocaron la cláusula compromi- 
soria en un tratado de arbitraje formalmente constituido 
i le dieron firmísima i eficaz garantía de cumplimiento, 
que no podría, se comprende, ser burlada sin inconve- 
nientes. 

Todos los antecedentes i circunstancias del arbitraje 
constituido para resolver jurídicamente la vieja querella 
fronteriza, entre Chile i la República Arjentina, aparecen 
tan concluyentes que cualquier temor a una solución por 
las armas ha debido i debe ser tenido por absolutamente 
inconciliable con la fé de los tratados, con la elevación 
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i la seriedad de los contratantes i con las consideraciones 
debidas al augusto soberano solicitado por aquéllos para 
servirles de juez. 

VII 

CONCLUSIONES 

De los antecedentes relacionados resultan conclusio- 
nes importantes para la ciencia, particularmente en or- 
den a la materia del arbitraje, a la condición del arbitro 
i a la competencia del mismo. 

Todas las cuestiones internacionales, cualesquiera que 
fueran su causa, naturaleza i objeto, se han considerado 
en la América latina reducibles a una fórmula jurídica i 
susceptibles, por lo tanto, de solución arbitral. En la 
referida conferencia panamericana de Washington, 1890, 
se declaró incondicionalmente obligatorio el arbitraje 
«en todas las cuestiones sobre privilejios diplomáticos i 
consulares, límites, territorios, indemnizaciones, derechos 
de navegación, i validez, intelijencia i cumplimiento de 
los tratados»; i, como si todas las cuestiones posibles 
no cupieran en esa nomenclatura, declaró también obli- 
gatorio el procedimiento arbitral en toda otra cuestión, 
con la excepción de aquéllas en que alguno de los inte- 
resados juzgara comprometida su propia independencia. 
Con esa reserva, se desvirtuaba la regla, dejándose la 
aplicación de ésta al arbitrio de los interesados. 

Lo mismo habría sucedido si, aceptándose la opinión 
de algunos delegados de diversos países representados 
en aquella conferencia, se hubieran reservado, antes que 
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las cuestiones afectantes a la independencia o sobera- 
nía, las cuestiones llamadas de honor nacional. 

El sentimiento patriótico, tan fácilmente excitable, 
rara vez deja de ver en toda aguda cuestión internacio- 
nal, aunque sea secundaria i de mero orden jurídico o 
económico, una amenaza a la independencia de la na- 
ción, una violación de su soberanía, una ofensa a su 
dignidad o a su honor; extravíos provinientes las mas 
veces de un errado concepto de la soberanía, que no 
distingue bien entre ésta i el dominio, ni separa bien la 
personalidad de la nación de la personalidad de los indi- 
viduos, i asimila la ¡dea del honor individual en las rela- 
ciones particulares a la idea del honor colectivo en las 
relaciones entre Estados. No es aquí el caso de duelis- 
tas, que pueden morir i desaparecer del todo. Los ele- 
mentos sociales desorganizados, pueden reorganizarse. 

Ello es que entre los Estados latinos-americanos no 
ha tenido positivamente aceptación la teoría de los casos 
de reserva. Si en la referida conferencia de Washington 
se manifestó aquélla, aunque en términos vagos i contra- 
dictorios, ninguna reserva se introdujo en los antedichos 
tratados especiales de arbitraje jeneral i permanente; ni 
en los innumerables tratados con cláusula compromiso- 
ria, semejante a aquéllos, concluidos por dichos Estados, 
ni en las citadas constituciones en que algunos dfc ellos 
han adoptado el principio del arbitraje como fundamen- 
tal en su organización política; 

De los veintiún arbitrajes varios anotados, ocurridos 
entre latino-americanos i europeos o anglo-americanos, 
diez i siete corresponden, es verdad, a indemnizaciones 

14 
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aclamadas contra los primeros a favor de particulares, 
on mui distintos motivos (siempre prescindiendo de las 
(numerables comisiones mixtas); pero, los cuatro res- 
ultes, todos fallados, se refieren a diversas materias 
e interés nacional, a saber: lejitimidad de presas ma- 
timas, comprendidas en el caso entre Méjico i Francia, 
839; dominio territorial, isla de Aves, entre Venezuela 
Holanda, 1857; arresto de oficíales de un buque de 
. M. B., entre el Brasil i la Gran Bretaña, 1862; ejecu- 
on o interpretación de tratado, entre Nicaragua i Gran 
retaña, 1881. 

A esos casos pueden agregarse los cinco arbitrajes 
arios, también anotados, ocurridos exclusivamente 
itre latino-americanos, todos de ínteres nacional i sobre 
iu¡ delicadas materias algunos de ellos, a saber: pro- 
iedad de buques i elementos bélicos, entre el Ecuador 
el Perú, 1853; liquidación de cuentas, entre Chile ¡ el 
erú, 187 1; violaciones de territorio i depredaciones, 
itre el Perú i Bolivia, 1895; lo mismo i prisión de un 
jnsul, entre Costa Rica í la República Mayor de Cen- 
o-América, por Nicaragua, 1898; condiciones para la 
¡rificacion de un plebiscito, entre el Perú i Chile, 1898 
o despachado por el congreso de este último país.) 

Todavía queda por considerar la serie de diez casos 
lotádos sobre arbitrajes de limites territoriales, cons- 
:uidos en su mayoría durante los últimos diez años, en 
orden siguiente. — Casos fallados, con la fecha del 
)mpromiso: entre la República Arjentína i el Paraguay, 
Í76; entre Colombia i Venezuela, 1881; entre Nícara- 
ja i Costa Rica, 1887; entre la Guayana holandesa i 
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la francesa, 1888; entre la República Arjentina i el Bra- 
sil, 1889. — Casos pendientes: entre Ecuador, Perú i Co- 
lombia:, 1894; entre Costa Rica i Colombia, 1896; entre 
Chile i la República Arjentina, 1896; entre Venezuela 
i la Guayana británica, 1897; entre el Brasil i la Guaya- 
na francesa, 1897. 

Resumen de casos: sobre indemnizaciones, 17; sobre 
otras diversas materias, 9; sobre límites, 10. Total: 36. 
Todo bien mirado, resulta que los titulados casos de 
reserva se envuelven en jeneralidades, que, entre ¡guales, 
encubren causas mas o menos profundas de antagonismo 
i recelos. Cuando se dice que las cuestiones que afectan 
el honor, la soberanía o independencia, los intereses fun- 
damentales o políticos de los Estados, no son suscepti- 
bles de arbitraje, se quiere en buena cuenta decir que 
son difíciles de reducirse a arbitraje, porque sobre ellas 
es difícil el acuerdo entre naciones de igual categoría. 
Nada esencial hai en ellas que haga absolutamente im- 
posible la splucion por el procedimiento jurídico. 

En el fondo de toda resistencia al arbitraje se en- 
cuentra la desconfianza en el arbitro. A cerca de la con- 
dición, carácter o calidad de aquél, los hechos manifies- 
tan variedad de sistemas. Ni el arbitro colectivo ni el uni- 
personal han llegado a prevalecer decididamente. Todo 
ha dependido de las circunstancias i de la naturaleza de 
la cuestión debatida, i esto se comprende fácilmente. 
Cuando el caso, no mui importante, se refiere a indem- 
nizaciones reclamadas a favor de particulares, el nom- 
bramiento de arbitro ha podido recaer sin dificultad en 
algún majistrado o diplomáticos de un país amigo. Su- 
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biendo el número o importancia de las reclamaciones, 
con frecuencia se ha ocurrido, fuera de las comisiones 
mixtas, a la decisión arbitral de un tribunal de justicia, 
la corte de casación de Francia, como en el caso de este 
mismo país i Nicaragua, 1879, o una sección del tribunal 
federal dé Suiza, como en el caso de Francia i Chile, 
1892. Por su naturaleza civil, las indicadas reclamacio- 
nes, si han de ser sustraídas de la jurisdicción ordinaria 
de los tribunales locales, con menosprecio de éstos, se 
prestan mejor que otras a ser resueltas por arbitros 
como aquéllos. 

Ello no obsta a que dichas cuestiones sobre indemni- 
zación hayan sido sometidas a la decisión de gobiernos 
amigos en los casos siguientes, antes anotados, resuel- 
tos por los respectivos gobernantes: Leopoldo de Bél- 
jica, entre Chile i los Estados Unidos, 1858; presidente 
de Chile, entre la República Arjentina i la Gran Bre- 
taña, 1865 (único caso de presidente hispano-americano 
que haya ejercido las funciones de arbitro internacional); 
Czar de Rusia, entre el Perú i el Japón, 1875; presidente 
de Francia, entre Santo Domingo i Holanda, 1881. 

En los últimos años i entre latino-americanos i euro- 
peos, ha podido observarse cierta preferencia a favor del 
sistema de -comisiones o tribunales arbitrales. Así lo ma- 
nifiesta la cláusula compromisoria del tratado de 1885 
entre Méjico i Suecia-Noruega, adoptada en seis trata- 
dos mas, durante los ocho años posteriores (p. 67), lo 
mismo que el referido tratado de arbitraje ítalo-arjentino, 
jeneral i permanente, de este año, i el compromiso 
mencionado anglo-venezolano del año precedente. 
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Inoficioso parece representar los inconvenientes que 
ofrece la preconstitucion del arbitro en la cláusula com- 
promisoria o en los tratados especiales de arbitraje per- 
manente. La previa determinación del arbitro, aun por 
medio indirecto pero cierto, como el del orden alfabético 
de los Estados americanos, alguna vez adoptado, no 
toma en cuenta la mudanza de los tiempos o las even- 
tualidades del porvenir, que pueden trocar la confianza 
en recelos, i la simpatía en malevolencia o franca ene- 
mistad. Claro está que en tal caso habría de quedar sin 
efecto la cláusula compromisaria, no pudiendo una na- 
ción ser obligada a someterse al fallo de un juez aborre- 
cido, designado en otras mui diversas circunstancias. 

En la citada convención chileno-colombiana de Bogo- 
tá, 1 88o, se preconstituyó arbitro forzoso para todo caso 
de desacuerdo al presidente de los Estados Unidos de 
Norte América, i es permitido creer que esta disposición 
contribuyó poderosamente al fracaso del congreso de 
Panamá, proyectado para la adopción de aquélla con- 
vención entre todas las repúblicas hispano-americanas. 
De éstas, las que en pactos particulares la reprodujeron, 
lo hicieron suprimiendo de ella la designación de dicho 
presidente como arbitro, llegando las mas a eliminarlo 
en absoluto, mediante la restricción de la designación a 
los solos gobiernos hispano-americanos (p. 52). En el 
tratado preliminar de límites entre Méjico i Guatemala, 
1882, se designó también al presidente de los Estados 
Unidos como arbitro de las diferencias que entre aqué- 
llos pudieran suscitarse; i ya se ha visto (p. 143) que, 
si en el tratado definitivo no se habló de arbitraje, 
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fué por rehuir Méjico la designación de tal arbitro. 

Con motivo de la cuestión anglo-venezolana sobre 
límites en la Guayaría, el Secretario de Estado, Mr. 
Frelinghuysen, escribía al ministro de los Estados Uni- 
dos en Caracas, i con referencia a las disputas interna- 
dónales que interesan a los Estados de América, le de- 
cía: «que, considerando todas estas cuestiones como 
esencial i exclusivamente americanas, los Estados Uni- 
dos siempre preferirían ver semejantes controversias 
arregladas por el arbitramento de una potencia ameri- 
cana, mas bien que de una potencia europea.» x 59 

No han reconocido en la práctica aquella preferencia 
los Estados latino-americanos. En las horas de cordiali- 
dad i protestas de fraternidad que acompañan al ajuste 
de un tratado de paz i amistad entre aquéllos, no han 
olvidado los contratantes la cláusula compromisoria para 
el caso, que les parecia imposible, de futuras desavenen- 
cias entre ellos. Siempre creyeron que un gobierno ameri- 
cano, hispano-americano, el mas próximo posible, debía 
de preferencia ser designado arbitro; pero, en la hora 
del conflicto, oscurecidos por la pasión los sentimientos 
de americanismo, aquellos Estados han preferido buscar 
su arbitro fuera de la América latina. Su misma proxi- 
midad o intimidad de relaciones, creando entre ellos 
rivalidades i antagonismo políticos o económicos, ha 
dado lugar a desconfianzas a cerca de la perfecta impar- 
cialidad de un arbitro americano. Como en el derecho pri- 
vado, el pariente no ha parecido buen juez entre parientes. 

159 Historia Oficial de la discusión entre Venezuela i la Gran Bretaña so 
bre sus limites en la Guayana, Nueva York, 1896, p. 299. 
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A lo dicho no dejará de agregarse por algunos el 
temor de que la autoridad ¡ el fallo del arbitro resulten 
burlados impunemente, en razón de no infundir respeto 
por su falta de poder. No sucede lo mismo con relación 
a los Estados europeos, principalmente cuando el arbitro 
es una gran potencia, como la Gran Bretaña. Podría 
citarse mas de un caso en que la respetabilidad del arbi- 
tro ha sido la única garantía eficaz del arbitraje. 

De hecho, los Estados latino-americanos han desig- 
nado jeneralmente arbitro a europeos, sin que a ello 
haya obstado ni la forma de gobierno ni la nacionalidad 
del arbitro. De los gobiernos hispano-americanos, solo 
el de Chile ha sido efectivamente elejido para dirimir 
cuestiones ya suscitadas, en dos casos antes anotados: 
el de 1853, entre el Perú i el Ecuador; i el de 1864, en- 
tre la República Arjentina i la Gran Bretaña, fallado en 
1870, según lo relacionado. Después de eso, solo el del 
Brasil ha sido nombrado arbitro por el Perú i Bolivia, 
una vez, en 1895. El gobierno mismo de los Estados* 
Unidos de Norte América, arbitro en tres de las referi- 
das cuestiones de límites, no ha vuelto a ser investido de 
semejante autoridad después del año 1889, siendo que, 
con posterioridad a esa fecha, cuatro gobiernos europeos 
han sido designados para dirimir otras tantas cuestiones 
americanas. 

En los 36 casos de arbitraje anotados en los dos núme- 
ros anteriores, el nombramiento de arbitro ha recaído: 
en diplomáticos, majistrados o personas particulares 
(todos casos de indemnización), 10 veces; en tribunales 
o corporaciones públicas (Senado de Hamburgo, Corte 
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de Casación de Francia, tribunal formado de miembros 
del Tribunal Federal de Suiza), 3; en comisiones o tri- 
bunales ad hoc y 2; en el presidente de Chile, 2; en el pre- 
sidente del Brasil, 1; en el presidente de los Estados 
Unidos de Norte América, 3; en el presidente de Fran- 
cia, 2; en el Consejo Federal de Suiza, 1; en el rei de 
Béljica (Leopoldo I), 3; en el emperador de Austria, 1; 
en el Czar, 2; en la reina de Inglaterra, 2; en la reina o 
el rei de España, 4. 

Acerca del procedimiento arbitral i de la competencia 
del arbitro, el compromiso mismo, o un convenio especial 
sobre la materia, es la leí que ante todo ha de observar- 
se. En el silencio de las partes, el derecho internacional 
teórico i práctico suministra reglas de procedimiento ade- 
cuadas al objeto i fin del compromiso, las cuales se en- 
tienden naturalmente incorporadas en él i llenan sus de- 
ficiencias. 100 

Dos conocidos aforismos de derecho privado se apli- 
can también para determinar las facultades o competen- 
cia del arbitro internacional: el juez de la acción es juez 
de la excepción; el juez de lo principal es juez de lo in- 
cidental. De ahí ha nacido esto otro, enseñado por la 
doctrina i confirmado por la práctica: el arbitro es juez 
de su propia competencia. Si una de las partes, inter- 
pretando el compromiso en contradicción con la otra, 
sostiene que tal o cual punto no ha sido comprendido 
en el arbitraje i desconoce sobre él la jurisdicción del 

160 Estas reglas han sido objeto de diversos proyectos de codificación, 
como ser: el Reglamento, de mui grande autoridad científica, adoptado sobre 
la materia por el Instituto de Derecho Internacional, sesión de la Haya, 1875. 
( Tableau general de 1' Institut, etc., 1873-1892, Paris, 1893, p. 123-131.) 
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arbitro, pone con eso la excepción de incompetencia de 
éste; i ella, como toda excepción, ha de ser natural- 
mente juzgada por el arbitro mismo, ya que de otra 
suerte quedaría a la discreción de una sola de las partes 
despojar de su jurisdicción al juez elejido por ambas, i 
dejar así sin efecto el compromiso, lo que es francamen- 
te absurdo. Es propio de toda autoridad la afirmación 
de sus poderes, en términos de que éstos correspondan 
al objeto i fin de las funciones que le han sido enco- 
mendadas. No ha podido ser otra la voluntad de las partes, 
ni otro el sentido en que el arbitro aceptó el cargo. 

Sobre esto, la doctrina puede resumirse en las siguien- 
tes proposiciones, que los autores de todos los países 
explayan i repiten constantemente: 

a) «Los arbitros deben pronunciarse sobre las excep- 
ciones fundadadas en la incompetencia del tribunal ar- 
bitral. . . En el caso de que la duda a cerca de la com- 
petencia dependa de la interpretación de una cláusula 
del compromiso, se entenderá que las partes han dado 
a los arbitros la facultad de cortar la cuestión, salvo 
cláusula en contrario.» 16 * 

b) «El tribunal arbitral estatuye sobre la interpreta- 
ción del compromiso entre las partes, i por consecuen- 
cia, sobre su propia competencia.» 162 

c) «El tribunal arbitral tendrá competencia para in- 
terpretar et compromiso i estatuir sobre la admisibilidad 
de ciertos medios probatorios, lo mismo que sobre todos 

i6t Proyecto de Reglatnento referido, adoptado por el Instituto de Derecho 
Internacional en 1875, art. *4- — l6a Bluntschli, Le Droit International Codifié, 
trad. de l'allemand par Lardy, 1886, art. 492 bis. 



cidentes relacionados con la cuestión principal, sus- 
is en el curso de la instancia.» 16 ^ 
«De la experiencia práctica í de las consideraciones 
as pueden deducirse las reglas siguientes, const- 
as como fundamentales en materia de arbitraje 
acíonal. . . 4. £1 tribunal arbitral ñja él mismo su 
stencia, fundándose en la interpretación del coro- 
so. — Es el mejor medio de evitar las dificultades en 
ueden meterse las partes, suscitando cuestiones no 
tas en el compromiso. Si se les concediera el de- 
de arreglar esas cuestiones por nuevos tratados, 
haría sino crear complicaciones que pondrían en 
o el acuerdo establecido relativamente al tribunal 

«Los arbitros, una vez nombrados, forman, aun- 
as poderes les hayan venido de las partes mismas, 
;rpo independiente, un verdadero tribunal judicial, 
n el derecho de interpretar el compromiso previo 
nido entre las partes, i por consecuencia, el dere- 
; pronunciarse sobre su propia competencia.» 1 ^ 
las cuestiones que la historia del derecho interna- 
rejistra sobre competencia arbitral, ninguna mas 
tante i de mayor resonancia que la suscitada en el 
o tribunal constituido para dirimir las reclamaciones 
¿adama (187 1). La demanda de los Estados Uni- 
>mprendió no solo las pérdidas directas que les 

ore, Le Droit International codifii, trad. de l'italien par Chrétien, 
t. 889. — '64 F. de Martens, Traite de Droit International, trad. du 
Leo, 1883-1887,1. III, p. 151. — 'H Calvo. Le Droit International 
e etpralique, 1888, núm. 1768, t. III, p. 481. 
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habrán causado los corsarios, sino también los perjuicios 
indirectos provinientes de la prolongación de la guerra; 
pretensión enorme que la Inglaterra rechazó, suscitán- 
dose con este motivo gran cuestión sobre la compe- 
tencia del tribunal para conocer de esa parte de la de- 
manda. Todo estuvo a punto de fraca3ar. «El asunto, 
cuenta de Martens, fué arreglado gracias únicamente a 
la enerjía del tribunal de Jinebra, que declaró tener el 
derecho de definir él mismo su propia competencia, i 
decidió que aquella segunda petición de los Estados 
Unidos no era admisible, atendido que faltaban elemen- 
tos de apreciación.» 166 

Con respecto a esta importantísima materia, tocada 
en las discusiones periodísticas relativas al mencionado 
arbitraje de S. M. B. en la cuestión de límites chileno- 
arjentina, 1896, no se ha modificado el derecho común 
de las naciones; antes bien, se ha confirmado. 

En muchos de los pactos anotados se dan a los arbi- 
tros amplísima facultades, obligándose las partes a tener 
por definitivo el fallo i a cumplirlo sin apelación i sin 
reserva, aunque lo consideren injusto. En algunos casos, 
la facultad del arbitro para interpretar el compromiso, 
pronunciándose sobre su propia competencia cuando se 
pretenda restrinjir sus poderes, ha sido expresamente 
reconocida. 

Así aparece establecida aquella facultad, de la ma- 
nera mas explícita, en el protocolo referente al arbitraje 
del tribunal suizo, entre Chile i Francia, 1892 (p. 125), 
que conoce de la liquidación i prelacion de ciertos cré- 

166 Obra citada, t. III, p. 144. 
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ditos, siendo también interesados el Perú i la Gran Bre- 
taña. En la cláusula de arbitraje permanente i jeneral 
agregada al mencionado tratado de amistad entre el 
Brasil i Bolivia, 1895 (P- lo 0> aceptándose una indica- 
ción del Instituto de Derecho Internacional, se estipuló 
que el arbitraje prometido se verificaría de conformidad 
con los principios recomendados en la conferencia inter- 
nacional de Washington, 1890, i en el referido Regla- 
mento aprobado por aquel Instituto en 1875, el cual, 
según se ha visto, da al arbitro poder para pronunciarse 
sobre su propia competencia i cortar toda cuestión a 
ese respecto. Por fin, eñ el referido tratado de arbitraje 
jeneral i permanente concluido poco há entre Italia i la 
República Arjentina (p. 7 1), ambos países reconocieron 
i adoptaron aquella misma doctrina amplificadora de las 
facultades del arbitro, la cual ha pasado positivamente 
a ser lei internacional. 

Esa lei no ha sido contestada, ni siquiera puesta en 
duda en los diversos casos citados de arbitraje en que 
ha sido parte algún Estado latino-americano. Nunca se 
promovió en ellos cuestión sobre los poderes del arbitro. 

En las comisiones mixtas constituidas para juzgar re- 
clamaciones de extranjeros perjudicados, principalmente 
con motivo de guerra o revolución, se ha interpuesto 
muchas veces la excepción de incompetencia del tribunal 
por razón de la nacionalidad del reclamante, por la na- 
turaleza o la forma de la reclamación, o por otra causa 
fundada en los términos del compromiso: nunca el actor 
negó en ellas al tribunal arbitral la facultad, que éste 
ejercitó siempre, de pronunciarse sobre aquella excep- 
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cion de incompetencia, i de aceptarla o rechazarla, inter- 
pretando al efecto el compromiso. Cualquiera pretensión 
en contrario carecería de precedente. 

De los pactos i antecedentes relacionados, i en gran 
parte transcritos en estas notas, se desprende, como úl- 
tima conclusión, una regla de derecho particularmente 
vigorosa en las repúblicas latino-americanas. Esa regla, 
que aparece adoptada por aquéllas desde 1822 en 7 
congresos o conferencias internacionales, en 7 tratados 
especiales de arbitraje jeneral i permanente, en mas de 
100 tratados con cláusula compromisoria, en 36 com- 
promisos o tratados de arbitraje efectivo, en 5 constitu- 
ciones políticas; aquella regla, en confirmación de la cual 
existe una rica i abundante literatura emanada de las 
cancillerías, de los parlamentos i de los publicistas, ha 
sido sancionada por el acuerdo jeneral de la opinión en 
aquellos pueblos i puede expresarse diciendo: que el 
arbitraje, como medio de evitar la guerra i de dirimir, 
llegado el caso, toda clase de cuestiones internaciona- 
les, es obligatorio en derecho, sin necesidad de pacto 
expreso entre los interesados. 

Westlake ha formulado el principio en estos términos, 
aplicables especialmente a los pueblos latino-americanos: 

«El consentimiento de la sociedad internacional rela- 
tivo a las reglas que prevalecen en ella, es el consenti- 
miento de los hombres que son los miembros mediatos 
de esa sociedad. Cuando una de esas reglas es invocada 
contra un Estado, no es necesario demostrar que ese 
Estado ha reconocido la regla, sea prestando su aquies- 
cencia a ella por la via diplomática, sea conformando a 



Ja su conducta. Basta probar que el acuerdo jeneral de 
i opinión está en favor de la regla.» ,6 ? 

No existe ninguna regla de derecho internacional a 
ue la opinión haya prestado mas jeneral i mas cons- 
nte adhesión en la América latina que la regla del 
■bitraje, aplicada en ella a toda suerte de cuestiones; 
ílicada principalmente a las cuestiones de límites, en 
s cuales, siempre que se trate de vastos territorios ¡m- 
;rfectamente conocidos i de extensas líneas fronterizas 
) definidas jeográficamente, el arbitraje es, según se 
t visto, preferible al convenio directo, por ser éste de 
mella clase de pactos que no se ejecutan en un solo acto 
10 después de un largo i dificultoso proceso. 

Cuando se observa que el procedimiento arbitral ha ido 
i cesar ganando terreno en la opinión jeneral, desde 

oríjen de las repúblicas hispano-americanas, hasta do- 
ar en los últimos veinte años sus casos de aplicación, 
ede afirmarse que no es el resultado de un capricho o 
: un interés transitorio, sino de una necesidad orgánica 
: aquellos Estados, a cuya satisfacción es adecuada la 
»la del arbitraje. 
El gobierno chileno ¡ el arjentíno, ecos de la opinión 

sus pueblos, no han sido de los últimos en reconocer 
uella regla jurídica. Hace un cuarto de siglo, cuando 
í series de tratados arbitrales no eran todavía mui nu- 
bosas, cuando todavía no había tenido lugar ninguno 

los diez arbitrajes anotados sobre límites territoriales, 
gobierno de Chile tomaba la iniciativa de invitar al de 

*7 Eludes sur les Principes de Droit Internationul, trad. |>m Nvs, i'ai is, 
5, p. 83. 



— igi — 

la República Arjentina a constituir el arbitraje prome- 
tido en 1855 P ara dirimir sus cuestiones fronterizas; i el 
gobierdo arjentino, sin atribuir entonces a la regla toda 
la eficacia que en vista de la experiencia podria atri- 
buirle hoi en día, se apresuró a contestar en el mismo 
sentido últimamente indicado por Westlake, que da mas 
importancia al derecho común de las naciones fundado 
en el consenso jeneral, que a la obligación misma na- 
cida de un convenio particular. 

Con efecto, en nota de aquel gobierno dirijida al mi- 
nistro de Chile en Buenos Aires el 27 de abril de 1874, 
se leen estas palabras, de cuya sinceridad no es posible 
dudar: 

«Resuelto el Gobierno Arjentino, con tratados o sin 
ellos, a terminar todas las cuestiones internacionales por 
el arbitraje, no ha podido dejar de acojer con marcado 
favor esta iniciativa de parte del Gobierno de Chile. 

«Seria ciertamente insensatez esperar que el arbitraje 
internacional, importe la pacificación definitiva del jéne- 
ro humano; pero, nadie puede negarle el éxito obtenido 
a veces, como tampoco el gran mérito del tiempo, que 
en otras es la paz misma, imponiendo por lo tanto a 
todos los Gobiernos civilizados el deber de ensayar este 
medio, antes de ninguna hostilidad, mientras no se arbi- 
tre entre las naciones otro mas eficaz.» 168 

168 Anexo a la Memoria de R, E. y continuación del Apéndice sobre la cues- 
tión chileno-arjentina, Buenos Aires, 1874, p. 268. Esta nota, suscrita por el 
ministro Don Carlos Tejedor, es sin duda uno de aquellos documentos ofi- 
ciales a que se referia el mismo gobierno en la otra ya citada de 30 de diciem- 
bre de 1880, que dirijió al de Colombia (p. 23), suscrita por el ministro Don 
Bernardo de Irigó¿ en, quien en ella reiteraba por su parte aquella resolución 
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**■ iff"- ^ u( oridad a aquellos dos notables estadistas de la jeneracion 

'" sii 6cíe " te se n. Ni se sabe que el gobierno arjentino haya cambiado de 

^je" 1 ' 1 " '''f respecto. Nunca lo ha anunciado.— '*» Caleb Cushing, Le Traite 

•*"Í¡r** P8rÍ ' 1 ' l8U ' P ' ' 3 ' 



ella su conducta. P 
la opinión est: 

No existe 
que la opin' 
tante adr 
arbitrají 
aplica 
las r 
pe 
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